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Iniciativas

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY GENERAL DE

ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIO-
LENCIA, A CARGO DE LA DIPUTADA SILVIA LORENA VI-
LLAVICENCIO AYALA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE

MORENA

Lorena Villavicencio Ayala, diputada a la LXIV Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, por el
Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en
lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y en los artículos 6, numeral 1; 77, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados somete a consi-
deración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por la que se adiciona un párrafo tercero al ar-
tículo 21 de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. El feminicidio en México

El arraigo social y cultural de la discriminación y la
violencia por razones de género, constituyen uno de
los principales desafíos durante la prevención, aten-
ción, investigación y sanción del delito de feminicidio.

La responsabilidad del Estado y sus representantes ha
quedado patente en múltiples casos de violaciones de
derechos humanos, en los que las posiciones persona-
les y juicios de valor de las y los operadores del siste-
ma de seguridad y justicia obstaculizaron o impidieron
la impartición de justicia.

La gravedad de este flagelo no se mide sólo por el nú-
mero de feminicidios o asesinatos de mujeres, adoles-
centes y niñas, sino que representa un conjunto de vio-
laciones a los derechos fundamentales de las mujeres
al implicar desapariciones, torturas, agresiones sexua-
les, prácticas que atentan contra su dignidad, integri-
dad, libertad y vida; se trata de una combinación de los
diferentes tipos de violencia que puede concluir en ho-
micidio por razones de género, y tiene estrecha rela-
ción con la violencia institucional, ya que en ese deli-
to se concentran las acciones que el Estado realiza o
deja de realizar y que producen impunidad y falta de
acceso a la justicia.

De acuerdo con los datos del citado Secretariado Eje-
cutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
de enero de 2015 a septiembre de 2019 se registra-
ron 3 mil 366 presuntos delitos de feminicidio
frente a 11 mil 344 homicidios dolosos de mujeres,
para un total de 14 mil 710 asesinatos de mujeres
de los cuales sólo 23 por ciento se clasificó como fe-
minicidio y 77 por ciento como homicidios dolosos,
lo que da cuenta de los problemas que se derivan de
la acreditación del feminicidio como un tipo penal
autónomo y muestra las carencias en los órganos de
procuración de justicia para el registro administrati-
vo de los asesinatos de mujeres por razones de géne-
ro.1

Este porcentaje tan bajo de carpetas de investigación
abiertas por feminicidio podría significar una resisten-
cia de las instancias de procuración de justicia para in-
vestigar todas las muertes violentas de mujeres como
feminicidios, como lo establecen estándares interna-
cionales.

El aumento importante en el número de asesinatos
de mujeres y la agudización de la violencia femini-
cida constituyen graves violaciones a los derechos
humanos de las mujeres en el país y denotan un dé-
ficit en su acceso a la justicia y al derecho a una vi-
da libre de violencia.

Actualmente en México existen 33 tipos penales dis-
tintos sobre feminicidio, lo que dificulta en extremo
que la persecución del delito. Tal y como se muestran
en el siguiente cuadro:

Delito de Feminicidio por entidad federativa 
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Adicionalmente al problema de dispersión normativa,
actualmente en México no existe un mecanismo que
registre de manera homogénea el número de feminici-
dios.

Una investigación del Instituto Belisario Domínguez
del Senado de la República, denominada Asesinatos
de mujeres en México, reportó un total de 28 mil 175
mujeres asesinadas entre 2000 y 2015. De ese total,
cerca de 56 por ciento (15 mil 790), eran mujeres jó-
venes y de edad mediana, de entre 15 y 39 años.35 Asi-
mismo, de los asesinatos cometidos contra mujeres de
13 años y más, 43 por ciento de ellas estaba casada o
vivía en unión libre. Sobre este punto, a partir del año
2012, en el formato del certificado de defunción fue
incluida la relación de parentesco. Del análisis de una
muestra de 575 mujeres asesinadas, se desprendió que
de 2012 a 2015, 68 por ciento tenía una relación de pa-
rentesco con su agresor, es decir que casi 7 de 10 mu-
jeres fueron asesinadas por su pareja o por algún
miembro de su familia.

Por su parte la Comisión Nacional de los Derechos
Humanos (CNDH), en colaboración con la Universi-
dad Autónoma Metropolitana-Unidad Iztapalapa reali-
zaron una investigación intitulada Diagnóstico Nacio-
nal de Acceso a la Justicia y Violencia Feminicida en

México, 2016”,36 en la que se señala, entre otros pun-
tos, que:

“… a partir de la información provista por las insti-
tuciones de procuración de justicia, en 2016 sola-
mente 3.39 por ciento de todos los casos de muer-
te de niñas y mujeres se reportaron como
feminicidio (84 casos). Asimismo, destaca que
69.43 por ciento fueron clasificados como homi-
cidio culposo, mientras que 25.61 por ciento co-
mo homicidio doloso.”

Este porcentaje tan bajo de carpetas de investigación
abiertas por feminicidio representa la resistencia de las
instancias de procuración de justicia para investigar
todas las muertes violentas de mujeres como feminici-
dios, como lo establecen estándares internacionales. Si
bien en términos generales esta diferencia se ha redu-
cido de 2015 a septiembre de 2018 (pasando de 60.91
puntos porcentuales de diferencia entre carpetas ini-
ciadas por homicidio doloso y por feminicidio, a 52.44
puntos porcentuales).

De acuerdo con información del Secretariado Ejecuti-
vo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en
2018, únicamente Sinaloa y Yucatán reportan el 100
por ciento de los asesinatos de mujeres como femini-
cidio, y no como homicidio doloso. Esto, atendiendo
al Acuerdo del Consejo Nacional de Seguridad Pú-

blica que se dispuso sobre investigar todas las muer-

tes violentas de mujeres bajo protocolos de feminici-

dio: 04/XLIII/17. Investigación de homicidios
dolosos de mujeres bajo protocolos de feminicidio:

“El Consejo Nacional de Seguridad Pública acuer-
da que la Procuraduría General de la República y
las Procuradurías y Fiscalías Generales de Justicia
de las 32 entidades federativas inicien la investiga-
ción de toda muerte violenta de mujeres de carácter
doloso bajo protocolos de feminicidio.”

Así, es claro que, buena parte de las instituciones de
procuración de justicia no atienden a este acuerdo, lo
que por sí mismo constituye una alerta en el acceso a
la justicia.

En el análisis de la CNDH se revisan los tipos pena-
les de feminicidio en la regulación penal. El femini-
cidio engloba distintas formas de violencia contra las
mujeres que pueden o no derivar en su tipificación co-
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mo un asesinato por razones de género. El reto prin-
cipal se centra en desentrañar en qué consisten las
razones de género.

Se advierte que una de las dificultades para la investi-
gación, el registro y la comparabilidad de la informa-
ción tiene que ver con la diversidad en la tipificación
del delito de feminicidio.

Al respecto, se ha observado que en algunos casos las
entidades tienden a homologar su tipo penal con el fe-
deral, sin embargo, al analizar cómo se encuentra tipi-
ficado el feminicidio en todo el país, se identifica que
es preciso abrir el debate a nivel nacional sobre cómo
plantear las razones de género, de tal modo que sean
susceptibles de ser acreditadas en la investigación mi-
nisterial.

Por ejemplo, de los supuestos del tipo penal federal,
sólo dos están previstos en todas las entidades fede-
rativas, los cuales son: que la víctima presente sig-
nos de violencia sexual; y la existencia de lesiones o
mutilaciones infamantes o degradantes infringidas
en la víctima. Otro de los elementos que varía en ca-
da entidad federativa es la pena impuesta por el delito
de feminicidio. La pena promedio prevista para el
delito de feminicidio en México comprende de
32.48 a 56.67 años de prisión.

Cabe señalar que aun cuando la mayor parte de las en-
tidades federativas ya cuentan con protocolos para la
investigación de delitos constitutivos de violencia con-
tra las mujeres, la tipificación de los mismos sigue
siendo problemática.

Al respecto, la CNDH ha expresado que: el tipo penal
de feminicidio requiere una revisión a la luz de la pers-
pectiva de género, y esfuerzos importantes para su ar-
monización con instrumentos internacionales, pero
también entre lo que se prevé en las entidades y a ni-
vel federal, sobre todo, porque hay situaciones del ti-
po penal de feminicidio que, por la dificultad de su
acreditación, podrían conllevar obstáculos para el ac-
ceso a la justicia, lo que implica, grandes retos para el
fortalecimiento de la investigación ministerial e im-
partición de justicia con perspectiva de género.37

Documento de Aportes para la Delimitación del Tipo
Penal del Delito de Feminicidio a Escala Nacional y
Estatal.

II. Conceptualización del feminicidio

En materia de los derechos humanos de las mujeres, en
particular, el acceso a una vida libre de violencia, se
han abordado las definiciones de los tipos y modalida-
des de violencia específicamente en la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
(LGAMVLV), así como la política pública para la pre-
vención y atención de las mujeres y niñas en los tres
órdenes de gobierno.

En el caso de la violencia feminicida, un tipo penal
ininteligible tiene como consecuencia que las muer-
tes de mujeres por razones de género no se califi-
quen e investiguen como feminicidio.

En última instancia, esto configura un contexto de
opacidad en cuanto al dimensionamiento de la proble-
mática y reduce el margen de acción para el desarrollo
de políticas públicas emergentes y de largo plazo para
prevenirla, atenderla y erradicarla.

Consecuentemente, la apuesta fundamental en el
ámbito legislativo será contar con un tipo penal co-
herente y comprehensivo, en el que la redacción con-
tribuya a que los elementos del delito sean plenamen-
te acreditados. Configuren una teoría del caso
debidamente sustentada y de ser el caso, logre una sen-
tencia condenatoria. La clave entonces radica en tra-
ducir a criterios objetivos, claros y exhaustivos los
conceptos que integran las razones de género que
dan forma al feminicidio.

Así pues, a nivel nacional, el feminicidio se encuentra
previsto en el Código Penal de la Federal, en su artí-
culo 325, y la letra señala:

“Artículo 325. Comete el delito de feminicidio
quien prive de la vida a una mujer por razones de
género. Se considera que existen razones de género
cuando concurra alguna de las siguientes circuns-
tancias:

I. La víctima presente signos de violencia sexual de
cualquier tipo;

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mu-
tilaciones infamantes o degradantes, previas o pos-
teriores a la privación de la vida o actos de necrofi-
lia; 
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III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo
de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar,
del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una re-
lación sentimental, afectiva o de confianza; 

V. Existan datos que establezcan que hubo amena-
zas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o
lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera
que sea el tiempo previo a la privación de la vida; 

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibi-
do en un lugar público. A quien cometa el delito de
feminicidio se le impondrán de cuarenta a sesenta
años de prisión y de quinientos a mil días multa. 

…”

Ahora bien, esta descripción típica es distinta en los 31
códigos de las entidades federativas. A ellos se suma el
Código Penal del Estado de Chihuahua, que no inclu-
ye la figura del feminicidio, sino la prevé como un
agravante del delito de homicidio.

Es aquí donde el problema se manifiesta con crudeza.
En México tenemos 33 normas penales distintas
que se refieren al feminicidio, lo que dificulta en ex-
tremo la persecución del delito.

Los 31 códigos penales estatales que prevén el delito
de feminicidio, determinan que FEMINICIDIO es la
acción de privar de la vida a una mujer por razones de
género, enlistando diversas circunstancias no estanda-
rizadas para su calificación, tanto en la cantidad como
en su contenido y redacción.

En este sentido, la Ciudad de México, Coahuila, Mi-
choacán y Tlaxcala, son las entidades con menor nú-
mero de circunstancias, pues únicamente definen 5.
Por el contrario, Jalisco integra 11, ubicándose como
la entidad con la cantidad más elevada. En su caso par-
ticular, Chihuahua enuncia 4 circunstancias en las que
puede concretarse el delito de homicidio por razones
de género.

En los tipos penales de feminicidio y en el agravante,
para el caso de Chihuahua, se incluyen una serie de

circunstancias que constituyen, per se, la forma en que
se expresa la violencia o la motivación en razón de gé-
nero. Las razones de género han sido ampliamente tra-
bajadas desde el campo jurídico, sin embargo, el reto
estriba en traducir el contexto sociocultural que sostie-
ne al feminicidio y hacer no solo inteligible sino com-
probable la motivación que tuvo aquella persona que
asesinó a una mujer o niña por el hecho de serlo.38

Para decirlo simplemente, las razones de género son
conductas que reflejan la posición de ver a las mu-
jeres como objetos que pueden ser desechados; un
ejemplo es que el cadáver presente violencia sexual.
Desde una perspectiva sociocultural, la violación
constituye la pérdida de control sobre el propio cuer-
po, quedando a expensas de la voluntad del agresor;39

esto ejemplifica qué es una razón de género y, sobre
todo, ilustra que la violencia sexual sí puede ser inteli-
gible y comprobable en la mayoría de los casos.

La siguiente tabla describe con claridad el número de
razones de género que cada entidad federativa con-
templa en sus códigos penales para el tipo penal de fe-
minicidio:

Número de circunstancias que constituyen razones
de género en el tipo penal de feminicidio de las en-
tidades federativas40

Esta dispersión normativa es sustento para plantear
que debe de priorizarse la homologación de redac-
ciones del tipo penal de feminicidio, para asegurar
que la acreditación de las circunstancias no dependa
de criterios subjetivos.

Esta homologación debe tomar como base lo ya plan-
teado en el artículo 325 del Código Penal Federal, pa-
ra considerar que existen razones de género cuando
concurra alguna de las siguientes circunstancias:

I. A la víctima presente signos de violencia sexual
de cualquier tipo; 
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II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mu-
tilaciones infamantes o degradantes, previas o pos-
teriores a la privación de la vida o actos de necrofi-
lia; 

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo
de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar,
del sujeto activo en contra de la víctima; 

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una re-
lación sentimental, afectiva o de confianza; 

V. Existan datos que establezcan que hubo amena-
zas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o
lesiones del sujeto activo en contra de la víctima; 

VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera
que sea el tiempo previo a la privación de la vida;
VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibi-
do en un lugar público.”

El Documento de aportes para la delimitación del ti-
po penal del delito de feminicidio a escala nacional y
estatal,41 elaborado por la Oficina de las Naciones
Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, por sus
siglas en inglés) en2019, en México, entre otros pun-
tos, señala:

“A través del análisis de los Códigos Penales se ob-
servó que existen diversas variaciones en la redac-
ción de cada una de las circunstancias previstas en
el ordenamiento federal, para citar algunos ejem-
plos serían:

1. La víctima presente signos de violencia sexual de
cualquier tipo; (Federal)

1.1.1. Artículo 188, fracción I. Presente signos de
violencia sexual de cualquier tipo, previa o poste-
rior a la privación de la vida de la víctima infligida
por el sujeto activo; (Coahuila)

1.1.2. Artículo 153-a, fracción II. Que haya sido
violentada sexualmente; (Guanajuato)

1.1.3. Artículo 232 Bis fracción VII. Cuando la víc-
tima presente signos de violencia sexual de cual-
quier tipo, infligidos por el o los autores del femini-
cidio; (Jalisco)

1.1.4. Artículo 120 fracción II. Cuando el sujeto ac-
tivo realice actos de violencia sexual, actos crueles,
degradantes, mutile el cuerpo de la mujer, previo o
posterior a la privación de la vida; (Michoacán)

1.1.5. Artículo 361 Bis, fracción I. La víctima pre-
sente signos recientes de violencia sexual de cual-
quier tipo; (Nayarit)

1.1.6. Artículo 394 Quinquies, fracción I. La vícti-
ma presente signos de violencia sexual de cualquier
tipo, previas o posteriores a la privación de la vida.
(Yucatán)

2. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mu-
tilaciones infamantes o degradantes, previas o pos-
teriores a la privación de la vida o actos de necrofi-
lia; (Federal)

2.1. Artículo 130, fracción II. A la víctima se le ha-
yan infligido lesiones infamantes, degradantes o
mutilaciones, previas o posteriores a la privación de
la vida; (Baja California Sur)

2.2. Artículo 126 Bis, fracción II. Antes o después a
la privación de la vida, a la víctima se le hayan in-
fligido lesiones, mutilaciones o cualquier otro acto
que atente contra la dignidad humana. (Chihuahua)

2.3. Artículo 188, fracción II. Se le haya infligido
por el sujeto activo una o más lesiones o mutilacio-
nes infamantes o degradantes en zonas genitales o
en cualquier otra, previa o posteriormente a la pri-
vación de la vida; (Coahuila)

2.4. Artículo 147 Bis, fracción II. El cuerpo de la
víctima presente lesiones infamantes o degradantes,
heridas en zonas vitales, traumatismos, estrangula-
miento, cortes, puñaladas, contusiones, fracturas,
dislocaciones, quemaduras, escoriaciones, o mutila-
ciones, previas o posteriores a la privación de la vi-
da o actos de necrofilia; (Durango)

2.5. Artículo 411, fracción II. A la víctima se le hayan
infligido heridas, escoriaciones, contusiones, fractu-
ras, dislocaciones, quemaduras, mutilaciones con im-
plicaciones degradantes y/o sexuales; (Oaxaca)

2.6. Artículo 338, fracción III. Cuando existan datos
que establezcan en la víctima, lesiones o mutilacio-
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nes infamantes o degradantes, previas o posteriores
a la privación de la vida, violencia sexual, actos de
necrofilia, tormentos o tratos crueles, inhumanos o
degradantes; (Puebla)

2.7. Artículo 229, fracción II. El sujeto activo haya
ejecutado conductas sexuales, crueles o degradan-
tes, o mutile al pasivo o el cadáver de ésta; (Tlax-
cala)

2.8. Artículo 394 Quinquies, fracción II.- A la vícti-
ma se le hayan practicado mutilaciones genitales o
de cualquier otro tipo, cuando estas impliquen me-
nosprecio a la mujer o a su cuerpo. (Yucatán)

Como se puede apreciar, si bien, se trata de las mismas
circunstancias, la redacción es completamente diferen-
te en cada Entidad Federativa, por tanto, es que pode-
mos decir que tenemos 33 tipos penales de Feminicidio
y cada uno con sus particularidades y complejidades. 

De la revisión de los códigos penales se identificaron
las siguientes circunstancias que constituyen las razo-
nes de género, diferentes a las previstas en el Código
Penal de la Federación.

• Exista o haya existido entre el activo y la víctima
una relación laboral, docente o cualquiera otra que
implique confianza, subordinación o superioridad;

• Que el activo haya obligado a la víctima a ejercer
la prostitución, o haya ejercido actos de trata de per-
sonas en agravio de la víctima;

• Cuando el sujeto activo abuse de su cargo público
para la comisión del delito;

• Misoginia;

• Cuando la víctima se haya encontrado en un esta-
do de indefensión, entiéndase éste como la situa-
ción de desprotección real o incapacidad que impo-
sibilite su defensa. Ya sea por la dificultad de
comunicación para recibir auxilio, por razón de la
distancia a un lugar habitado o por que exista algún
impedimento físico o material para solicitar el auxi-
lio;

• Que haya sido vejada;

• Cuando el sujeto activo haya realizado actos de
violencia familiar en contra de la víctima;

• Cuando el sujeto activo actúe por motivos de ho-
mofobia;

• Como resultado de violencia de género, pudiendo
ser el sujeto activo persona conocida o desconocida
y sin ningún tipo de relación;

• Cuando la víctima presenta indicios de violencia
física reiterada por parte del sujeto activo;

• Cuando existan antecedentes de violencia psicoló-
gica o abuso sexual del sujeto activo contra la mu-
jer;

• Cuando el sujeto activo haya cometido sobre la
víctima otro delito de tipo sexual;

• El homicidio se cometa para ocultar una violación
o evitar que se denuncia o sancione dicho ilícito;

• El cadáver o restos de la víctima hayan sido ente-
rrados u ocultados;

• Que el sujeto activo lo cometa por celos extremos
respecto a la víctima;

• Que la víctima tenga parentesco con el victimario;

• Existan evidencias de que la víctima sufrió vio-
lencia física ejercida por persona con la que la haya
tenido parentesco por consanguinidad, por afinidad
o civil, relación de matrimonio, concubinato, no-
viazgo o amistad o de subordinación o superioridad
que impliquen confianza;

• Se actualice violencia de género, entendiéndose
por ésta, la comisión del delito asociada a la exclu-
sión, subordinación, discriminación o explotación
del sujeto pasivo;

• El activo se haya valido de su relación como con-
ductor de un vehículo de transporte de pasajeros, tu-
rismo o cualquier otra modalidad;

• La pretensión infructuosa del sujeto activo de es-
tablecer o restablecer una relación de pareja o de in-
timidad con la víctima.
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Se debe señalar que, si bien estas son circunstancias
contenidas en los Códigos Penales de los Estados, es-
tas mismas han sido incluidas en uno o más Códigos y
también, en algunos casos, han sufrido modificaciones
en su redacción.

Posterior a la sistematización de las circunstancias que
constituyen razones de género en los diversos tipos pe-
nales de Feminicidio y Homicidio doloso de una mu-
jer, se identificaron los siguientes con mayor recurren-
cia en los Códigos Penales:

1. La víctima presente signos de violencia sexual de
cualquier tipo.

2. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mu-
tilaciones infamantes o degradantes, previas o pos-
teriores a la privación de la vida o actos de necrofi-
lia.

3. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de
violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar,
del sujeto activo en contra de la víctima.

4. Haya existido entre el activo y la víctima una re-
lación sentimental, afectiva o de confianza.

5. Existan datos que establezcan que hubo amena-
zas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o
lesiones del sujeto activo en contra de la víctima.

6. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera
que sea el tiempo previo a la privación de la vida.

7. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibido
en un lugar público.

8. Exista o haya existido entre el activo y la víctima
una relación laboral, docente o cualquiera otra que
implique confianza, subordinación o superioridad.

9. Cuando la víctima se haya encontrado en un es-
tado de indefensión, entiéndase éste como la situa-
ción de desprotección real o incapacidad que impo-
sibilite su defensa. Ya sea por la dificultad de
comunicación para recibir auxilio, por razón de la
distancia a un lugar habitado o por que exista algún
impedimento físico o material para solicitar el auxi-
lio.

Las sanciones previstas para el delito de Feminicidio y
Homicidio doloso de una mujer en cuanto a la pena de
prisión existen diferencias no justificadas entre las di-
versas Entidades Federativas y la Federación. Se re-
quiere de la homologación legislativa para que las san-
ciones sean lo más parecidas posibles en todas las
Entidades Federativas y con ello brindar mayor pro-
tección a las hijos e hijas de las víctimas.

La existencia de diversas redacciones y circunstan-
cias que constituyen las razones de género impide
la elaboración de un protocolo único o guía única
de investigación para México, por el contrario, es
indispensable trabajar en la capacitación del per-
sonal sustantivo a efecto de que logren identificar
los elementos que integran la violencia contra la
mujer y se ven expresados casuísticamente a través
de las circunstancias en los delitos de Feminicidio.”

Este mismo estudio de la Oficina de las Naciones Uni-
das contra la Droga y el Delito, a manera de recomen-
daciones, entre otras, establece las siguientes:

“8. Recomendaciones

1. Impulsar la homologación de las circunstan-
cias que constituyen razones de género en todas
las entidades federativas.

a. La circunstancia que prevé la existencia de vio-
lencia sexual debe ser lo más amplia posible, y no
contener limitantes de tiempo. Para la homologa-
ción, se recomienda retomar la redacción contenida
en el Código Penal Federal, a saber “la víctima pre-
sente signos de violencia sexual de cualquier tipo”.

b. La circunstancia que prevé que se hayan infligi-
do lesiones o mutilaciones infamantes o degradan-
tes debe de ser lo más amplia posible. Por ello, se
recomienda que en vez de “lesiones o mutilaciones”
se utilice el término “actos infamantes o degradan-
tes”, y se tome como referencia la redacción del Có-
digo Penal para el Estado de Nuevo León que pre-
vé que “a la víctima se le hayan infligido actos
infamantes, degradantes, mutilaciones o cualquier
tipo de lesión de manera previa o posterior a la pri-
vación de la vida, así como la ejecución de actos de
necrofilia”. Si bien no se considera imprescindible,
incorporar a los elementos que las lesiones sean “en
zonas genitales o en cualquier otra” podría brindar
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más claridad a la autoridad investigadora al mo-
mento de examinar el cuerpo.

c. La circunstancia que prevé la existencia de datos
o antecedentes de violencia previos a la comisión
del hecho delictivo se recomienda que se tome co-
mo referencia la redacción del Código Penal del Es-
tado de Nuevo león que prevé que “existan antece-
dentes o datos relativos a cualquier tipo de
violencia prevista por la Ley de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia […] ejercida por
el sujeto activo en contra de la víctima”. A esto, se
recomienda agregar que sea “independientemente
de que exista denuncia o haya sido del conocimien-
to de alguna autoridad”, tomando como referente el
tipo penal de Baja California y de Chihuahua.

Aquí, podría incorporarse también la violencia po-
lítica puesto que ésta no se encuentra actualmente
prevista en la LGAMVLV.

d. La circunstancia que prevé que exista o haya exis-
tido algún tipo de relación entre el sujeto activo y la
víctima debe estar redactada de manera simple, pero
ser lo más amplia posible. Se recomienda tomar co-
mo referencia el tipo penal federal que prevé que
“exista o haya existido entre el activo y la víctima
una relación sentimental, afectiva, de confianza”.

e. La circunstancia que prevé la existencia de ame-
nazas previas relacionadas con el hecho delictivo
debe ser lo más amplia posible para incluir todo ti-
po de medio y no debe tener un limitante temporal.
Se recomienda referirse a la redacción del Código
Penal para el Estado de Nuevo León que prevé que
“existan antecedentes o datos que establezcan que
el sujeto activo realizó por cualquier medio y de
manera directa o indirecta a la víctima amenazas re-
lacionadas con la privación de la vida de esta; así
como que existan antecedentes o datos de comenta-
rios realizados por el sujeto activo a cualquier per-
sona y a través de cualquier medio, que de manera
previa o posterior a la privación de la vida de vícti-
ma, sean relativos a la intención del sujeto activo de
privar de la vida a la víctima o de causarle algún ti-
po de daño, así como la ejecución de alguna de esas
conductas”.

f. La circunstancia que prevé la incomunicación de
la víctima debe estar redactada de manera simple y

ser lo más aplica posible con la finalidad de incluir
todo tipo de situaciones que manifiestan el estado
de incomunicación de la víctima. Se considera ade-
cuado que se especifique que el estado de incomu-
nicación pudo haber durado “cualquier que sea el
tiempo previo”. En ese sentido, se recomienda ate-
nerse a la redacción del tipo penal federal que pre-
vé que “la víctima haya sido incomunicada, cual-
quiera que sea el tiempo previo a la privación de la
vida”.

g. La circunstancia que prevé la exhibición y expo-
sición del cuerpo de la víctima en un lugar público
debe poder incluir todas las maneras e hipótesis en
que esto puede manifestarse. Se recomienda adop-
tar la redacción del Código Penal del Estado de Oa-
xaca que no solamente menciona “el cuerpo”, sino
también “cuerpo, cadáver o restos de la víctima”.
Asimismo, se considera adecuado que para la re-
dacción que pueda incluir todo tipo de hipótesis no
solamente se haga referencia a “exhibir” y “expo-
ner” si no también “arrojar” y “depositar”. Asimis-
mo, se recomienda ampliar el espectro espacial in-
corporando la redacción de Oaxaca que menciona
“cualquier espacio de libre concurrencia”.

h. Se considera adecuado incorporar una circuns-
tancia adicional al tipo penal homologado que pre-
vea que “el activo haya obligado a la víctima a ejer-
cer la prostitución, o haya ejercido actos de trata de
personas en agravio de la víctima”. Esto permite re-
conocer el contexto específico de violencia que la
comisión de este delito implica, y que constituye ra-
zones de género.”

III. Objeto de la iniciativa

Esta iniciativa tiene por objeto impulsar la homologa-
ción de los distintos tipos penales de feminicidio, par-
tiendo de la base de lo que ya se encuentra preceptua-
do como “como razones” al cometer el delito, según lo
señalado en el artículo 325 del Código Penal Federal.

Es decir, la iniciativa que se presenta adiciona un pá-
rrafo tercero al artículo 21 de la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, aña-
diendo, la definición de feminicidio y lo que se
entiende por “razones de género” en este mismo artí-
culo.
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Esta reforma garantiza que, a su vez, las entidades fe-
derativas, repliquen los conceptos de “razones de gé-
nero” y se eviten así criterios subjetivos o encontrados
al momento de que se persigan estas conductas.

En estricto seguimiento a lo dispuesto por el Código
Penal Federal y conforme a los criterios y recomenda-
ciones del Documento de aportes para la delimitación
del tipo penal del delito de feminicidio a escala nacio-
nal y estatal, elaborado por la Oficina de las Naciones
Unidas contra la Droga y el Delito se propone definir
que en el caso de feminicidio por “razones de género”,
se entienda cuando:

“I. La víctima presente signos de violencia sexual
de cualquier tipo;

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mu-
tilaciones infamantes o degradantes, previas o pos-
teriores a la privación de la vida o actos de necrofi-
lia;

III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo
de violencia en el ámbito familiar, laboral o escolar,
del sujeto activo en contra de la víctima;

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una re-
lación sentimental, afectiva o de confianza;

V. Existan datos que establezcan que hubo amena-
zas relacionadas con el hecho delictuoso, acoso o
lesiones del sujeto activo en contra de la víctima;

VI. La víctima haya sido incomunicada, cualquiera
que sea el tiempo previo a la privación de la vida;

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhibi-
do en un lugar público.”

Para mayor compresión de lo anterior se presenta el si-
guiente cuadro comparativo:

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia

Si bien el complejo problema del feminicidio tiene
más aristas y no sólo la penal o la relacionada con la
procuración de justicia, la obligación del Estado de
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violacio-
nes a los derechos humanos debe ser cumplida con in-
dependencia de que las víctimas decidan recurrir o no
a la vía penal.

Por las razones anteriormente expuestas se propone a
esta soberanía iniciativa con proyecto de
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Decreto por la que se adiciona un párrafo tercero al
artículo 21 de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia

Artículo Único. Se adiciona un párrafo tercero al
artículo 21 de la Ley General de Acceso de la Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia el para quedar
como sigue:

Artículo 21. …

…

Por feminicidio se entiende la privación de la vida
a una mujer por razones de género. Se considera
que existen razones de género cuando concurra al-
guna de las siguientes circunstancias:

I. La víctima presente signos de violencia sexual
de cualquier tipo;

II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o
mutilaciones infamantes o degradantes, previas
o posteriores a la privación de la vida o actos de
necrofilia;

III. Existan antecedentes o datos de cualquier ti-
po de violencia en el ámbito familiar, laboral o
escolar, del sujeto activo en contra de la víctima;

IV. Haya existido entre el activo y la víctima una
relación sentimental, afectiva o de confianza;

V. Existan datos que establezcan que hubo ame-
nazas relacionadas con el hecho delictuoso, aco-
so o lesiones del sujeto activo en contra de la víc-
tima;

VI. La víctima haya sido incomunicada, cual-
quiera que sea el tiempo previo a la privación de
la vida;

VII. El cuerpo de la víctima sea expuesto o exhi-
bido en un lugar público.

Artículos Transitorios

Artículo Primero. La presente reforma entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas

tendrán 120 días a fin de homologar sus legislaciones para que sus

definiciones sobre feminicidio contengan, cuando menos, los ele-

mentos descritos en esta reforma.
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Palacio Legislativo San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputada Lorena Villavicencio Ayala (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 93 DE LA LEY DEL IMPUES-
TO SOBRE LA RENTA, SUSCRITA POR LA DIPUTADA CECI-
LIA ANUNCIACIÓN PATRÓN LAVIADA E INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, Cecilia Anunciación Patrón Laviada, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional en la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 6, numeral 1, 76, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, se permite presentar para su
análisis y dictamen la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto, por el que se reforma la fracción IV del
artículo 93 de la Ley del Impuesto sobre la Renta:

Exposición de Motivos

Las personas adultas mayores constituyen un sector
vulnerado en sus derechos enfrentando problemas de
acceso a los servicios de salud, al trabajo, a la educa-
ción, a vivienda digna y en general, por carecer de los
medios necesarios para su desarrollo integral. Estas
carencias se traducen además en la vulneración de
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otros derechos, como la toma de decisiones a nivel
personal y familiar que están condicionadas por las
formas en que las familias asumen la manutención y
bienestar de la persona adulta mayor. Finalmente, esta
situación también se traduce en distintas formas de
abandono y maltrato que pocas veces son denunciadas
por quienes las sufren y sancionadas por las autorida-
des competentes (información consultada en http://da-
ta.copred.cdmx.gob.mx/por-la-no-discriminacion/per-
sonas-adultas-mayores/).

Asimismo, la seguridad social es el rubro más impor-
tante que el Estado debe resguardar para garantizar el
desarrollo íntegro de las personas. Por eso, el Estado
mexicano ha firmado diversos instrumentos tendientes
al tema.

Da acuerdo con datos del Conapo, en 1970 se inició
una trayectoria de baja constante a partir de las tasas
de natalidad y mortalidad, es decir, nacen menos niños
y mueren menos asultos, por lo que la tendencia es cla-
ra: estamos envejeciendo. Datos de la Encuesta Nacio-
nal de Ocupación y Empleo, del Instituto Nacional de
Estadistica y Geografía, señalan que el número de ha-
bitantes con 60 años o más en nuestro país, llega a 14
millones; solo una cuarta parte recibe pensión.

En el marco institucional se prevé, entre otros instru-
mentos jurídicos, la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos. En ella, el artículo 22 con lectura ar-
mónica e interpretación del artículo 25 del citado
cuerpo:

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene
derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante
el esfuerzo nacional y la cooperación internacional,
habida cuenta de la organización y los recursos de
cada Estado, la satisfacción de los derechos econó-
micos, sociales y culturales, indispensables a su
dignidad y al libre desarrollo de su personalidad
(artículo 22, DUDH).

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida
adecuado que le asegure, así como a su familia, la
salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los ser-
vicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho
a los seguros en caso de desempleo, enfermedad,
invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de
sus medios de subsistencia por circunstancias inde-
pendientes de su voluntad (artículo 25, DUDH).

En el orden jurídico nacional encontramos la impor-
tancia de la seguridad social en la ley del Seguro So-
cial, señalando que se debe entender por seguridad so-
cial.

Artículo 2. La seguridad social tiene por finalidad
garantizar el derecho a la salud, la asistencia médi-
ca, la protección de los medios de subsistencia y los
servicios sociales necesarios para el bienestar indi-
vidual y colectivo, así como el otorgamiento de una
pensión que, en su caso y previo cumplimiento de
los requisitos legales, será garantizada por el Esta-
do (artículo 2, LSS).

Uno de los aspectos importantes de la seguridad social
es el régimen de pensiones, en el cual se encuentra el
de vejez para el retiro de la persona. Este consiste en
que la persona después de cotizar un mínimo número
de semanas por trabajar, el Estado le deberá garantizar
al trabajador un fondo para que no tenga que depender
de estar siempre trabajando.

Las pensiones para el retiro resultan ser insuficientes
para mantener un nivel de vida adecuado. Asimismo,
las personas que se retiran y estuvieron bajo ciertos es-
quemas en donde tienen un tope máximo de 10 sala-
rios mínimos tendrán muchas dificultades para que
puedan tener una vida digna. Como lo muestra tesis ju-
risprudencial emitida el 24 de enero de 2020 en el Se-
manario Judicial:

Régimen transitorio del sistema de pensiones en-
tre las leyes del seguro social derogada de 1973 y
vigente. El límite superior que se debe aplicar al
salario promedio de las 250 semanas de cotiza-
ción que sirve de base para cuantificar las pen-
siones de los asegurados del régimen transitorio,
que optaron por el esquema pensionario de la
derogada ley de 1973.
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Para cuantificar el monto de la pensión de vejez tra-
tándose de asegurados que se ubican en el régimen
transitorio y que se acogieron al esquema de pensio-
nes de la derogada Ley del Seguro Social vigente
hasta el 30 de junio de 1997, resultan aplicables el to-
pe máximo de diez veces el salario mínimo previsto
en el artículo 33, segundo párrafo, del citado cuerpo
normativo, así como la jurisprudencia de la Segunda
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
2a./J. 85/2010, de rubro “Seguro Social. El salario
promedio de las últimas 250 semanas de cotización,
base para cuantificar las pensiones por invalidez, ve-
jez y cesantía en edad avanzada, tiene como límite
superior el equivalente a 10 veces el salario mínimo
general vigente en el Distrito Federal, acorde con el
segundo párrafo del artículo 33 de la ley relativa, vi-
gente hasta el 30 de junio de 1997”, pues al acogerse
a los beneficios para la concesión de la pensión de
vejez previstos en la ley derogada, deben regirse por
las disposiciones de esa normativa.

En la tesis se hace énfasis en colocar el tope para cuan-
tificar en las 10 unidades, en vez de las 25, lo que re-
sulta en un mayor perjuicio al adulto que piensa en ju-
bilarse. Aunado a lo mencionado hasta el momento,
tenemos previstos el cobro de impuestos sobre la pen-
sión como el impuesto sobre la renta, señalado en el
artículo 93, fracción IV.

El tope previsto en la jurisprudencia afecta a todos los
adultos mayores que reciben diversos tipos de pensio-
nes o se encuentran pensionadas por más de un siste-
ma de seguridad social.

Lo señalado como problemática es el castigo sobre la
pensión a la que se ven expuesto un gran número de
personas adultas mayores, y que se ve traducido en un
decremento en su estilo de vida. Por ello, el Estado de-
be brindar acciones para la prevención de posibles da-
ños a sus derechos humanos e impactos que afecten su
dignidad.

Categorías sospechosas. La inclusión de nuevas
formas de éstas en las constituciones y en la ju-
risprudencia atiende al carácter evolutivo de la
interpretación de los derechos humanos.

La razón de tener un catálogo de categorías sospe-
chosas es resaltar de manera no limitativa que exis-
ten ciertas características o atributos en las personas

que han sido históricamente tomadas en cuenta pa-
ra categorizar, excluir, marginalizar y/o discriminar
a quienes las tienen o a quienes han sido asociados
con estos atributos o características. Así, por ejem-
plo, las categorías de sexo, raza, color, origen na-
cional, posición económica, opiniones políticas, o
cualquier otra condición o situación social, han
sido consideradas como las principales categorí-
as sospechosas incluidas en los tratados interna-
cionales y en diversas Constituciones. Ahora
bien, con el paso del tiempo, se ha incluido en la ju-
risprudencia o en las Constituciones otras categorí-
as atendiendo a otras formas de discriminación de-
tectadas. Así pues, por un lado, en atención al
carácter evolutivo de la interpretación de los dere-
chos humanos, la jurisprudencia convencional y
constitucional ha incluido, por ejemplo, a la prefe-
rencia sexual como una categoría sospechosa. Por
otro lado, diversas Constituciones han previsto ex-
presamente nuevas formas de categorías sospecho-
sas, tales como la edad, la discapacidad y el estado
civil –o el estado marital.

Como se reconoce, la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, y nuestra legislación nacional, se re-
conoce como Derecho Humano la seguridad social, en
el que se incluye a las pensiones. Por tal razón goza de
las características señaladas en la Constitución.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad. En consecuen-
cia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los
términos que establezca la ley (artículo 1o. CPEUM).

Corresponde al Estado promover, respetar y garantizar
esos principios, como señala la tesis aislada publicada
en junio de 2013, que me permito citar:

Principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad establecidos en la
constitución federal. Representan criterios de
optimización interpretativa de los derechos fun-
damentales.

El 10 de junio de 2011 se promulgaron reformas a
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
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xicanos en materia de derechos humanos, de las que
sobresale la modificación de su artículo 1o. que es-
tablece la obligación de toda autoridad de promo-
ver, respetar y garantizar los derechos humanos, fa-
voreciendo la protección más amplia posible a
favor de la persona, de conformidad con los princi-
pios de universalidad, interdependencia, indivisibi-
lidad y progresividad. En virtud de éstos, la valora-
ción de los derechos fundamentales queda
vinculada a la premisa de que deben respetarse en
beneficio de todo ser humano, sin distinción de
edad, género, raza, religión, ideas, condición eco-
nómica, de vida, salud, nacionalidad o preferencias
(universalidad); además, tales derechos han de
apreciarse como relacionados de forma que no sería
posible distinguirlos en orden de importancia o co-
mo prerrogativas independientes, prescindibles o
excluyentes unas ante otras, sino que todos deben
cumplirse en la mayor medida posible, así sea en di-
ferente grado por la presencia de otro derecho fun-
damental que también deba respetarse y que resulte
eventualmente preferible, por asegurar un beneficio
mayor al individuo, sin que el derecho fundamental
que ceda se entienda excluido definitivamente (in-
divisibilidad e interdependencia); asimismo, con
el entendimiento de que cada uno de esos derechos,
o todos en su conjunto, obedecen a un contexto de
necesidades pasadas y actuales, mas no niegan la
posibilidad de verse expandidos, por adecuación a
nuevas condiciones sociales que determinen la ne-
cesidad y vigencia de otras prerrogativas que deban
reconocerse a favor del individuo (progresividad).
De esta guisa, los referidos principios represen-
tan criterios de optimización interpretativa de
los derechos fundamentales, porque conducen a
su realización y observancia plena e inmejorable
a favor del individuo, al orientar el proceder de
toda autoridad en el cumplimiento del mandato
de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos reconocidos en la Constitu-
ción y los tratados internacionales de la materia,
lo cual se refleja al ejercer el control constitucional,
en el sentido de que el respeto y restauración de los
indicados derechos son una tarea no sólo de la ju-
risdicción federal, sino también de la ordinaria en el
conocimiento de los asuntos de su competencia.

De acuerdo con la característica de interdependencia e
indivisibilidad de los derechos humanos, leemos en
conjunto los derechos y por ello, al atender o mejorar

las garantías de un derecho es como se tiene un avan-
ce en progresividad de los derechos humanos.

Conforme a la obligación de garantizar y promover los
derechos humanos, esta iniciativa plantea trabajar en
la tarea del aseguramiento de estos derechos.

Obligación Objetivo Conducta del Estado

Garantizar Realizar Positiva

Promover Mejorar Positiva

Se prevé en esta iniciativa bajo las facultades del artí-
culo 73 de la Constitución, reformar la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, para exentar del pago de este
impuesto a un mayor número de pensionados por reti-
ro aumentando lo previsto para la exención del pago,
con lo cual se prevé un mejor nivel de vida de las per-
sonas cumpliendo los mandatos constitucionales de
Garantizar y Promover los derechos humanos, 

Ésta es una medida con fines extrafiscales, como fa-
cultad concedida al legislador:

Fines extrafiscales. Corresponde al órgano legis-
lativo justificarlos expresamente en el proceso de
creación de las contribuciones.

Una nueva reflexión sobre el tema de los fines ex-
trafiscales conduce a la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación a considerar que si
bien es cierto que el propósito fundamental de las
contribuciones es el recaudatorio para sufragar el
gasto público de la Federación, Estados y Munici-
pios, también lo es que puede agregarse otro de si-
milar naturaleza, relativo a que aquéllas pueden ser-
vir como instrumentos eficaces de política
financiera, económica y social que el Estado tenga
interés en impulsar (fines extrafiscales), por lo que
ineludiblemente será el órgano legislativo el que
justifique expresamente, en la exposición de moti-
vos o en los dictámenes o en la misma ley, los men-
cionados fines extrafiscales que persiguen las con-
tribuciones con su imposición. En efecto, el Estado
al establecer las contribuciones respectivas, a fin de
lograr una mejor captación de los recursos para la
satisfacción de sus fines fiscales, puede prever una
serie de mecanismos que respondan a fines extra-
fiscales, pero tendrá que ser el legislador quien en
este supuesto refleje su voluntad en el proceso de
creación de la contribución, en virtud de que en un
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problema de constitucionalidad de leyes debe aten-
derse sustancialmente a las justificaciones expresa-
das por los órganos encargados de crear la ley y no
a las posibles ideas que haya tenido o a las posibles
finalidades u objetivos que se haya propuesto al-
canzar. Lo anterior adquiere relevancia si se toma
en cuenta que al corresponder al legislador señalar
expresamente los fines extrafiscales de la contribu-
ción, el órgano de control contará con otros ele-
mentos cuyo análisis le permitirá llegar a la convic-
ción y determinar la constitucionalidad o
inconstitucionalidad del precepto o preceptos recla-
mados. Independientemente de lo anterior, podrán
existir casos excepcionales en que el órgano de con-
trol advierta que la contribución está encaminada a
proteger o ayudar a clases marginales, en cuyo caso
el fin extrafiscal es evidente, es decir, se trata de un
fin especial de auxilio y, por tanto, no será necesa-
rio que en la iniciativa, en los dictámenes o en la
propia ley el legislador exponga o revele los fines
extrafiscales, al resultar un hecho notorio la finali-
dad que persigue la contribución respectiva.

Por ello, mediante la facultad reservada al legislador,
se plantea que la finalidad de la medida a tomar en es-
ta iniciativa de ley es la de mejorar el nivel de vida de
las personas adultas mayores para garantizar su igual-
dad material, y con ello, prevenir abusos para garanti-
zar la dignidad humana en cumplimiento al mandato
del artículo 1o. de la Constitución, por lo que mostra-
mos la reforma a continuación:

Fundamento legal de la iniciativa

Lo forman los artículos 71, fracción II, y 78, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 6 numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, precisados desde el inicio de es-
te documento.

Texto normativo propuesto

Decreto por el cual se reforma la fracción IV del artí-
culo 93 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Único. Se reforma la fracción IV del artículo 93 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar como si-
gue:

Ley del Impuesto sobre la Renta

Artículo 93. No se pagará el impuesto sobre la renta
por la obtención de los siguientes ingresos:

…

IV. Las jubilaciones, pensiones, haberes de retiro,
así como las pensiones vitalicias u otras formas de
retiro, provenientes de la subcuenta del seguro de
retiro o de la subcuenta de retiro, cesantía en edad
avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro
Social y las provenientes de la cuenta individual del
sistema de ahorro para el retiro prevista en la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, en los casos de invali-
dez, incapacidad, cesantía, vejez, retiro y muerte,
cuyo monto diario no exceda de veinticinco veces
el salario mínimo general del área geográfica del
contribuyente, y el beneficio previsto en la Ley de
Pensión Universal. Por el excedente se pagará el
impuesto en los términos de este título.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El presente decreto surtirá efectos respecto
al impuesto sobre la renta a partir del 1 de enero de
2021.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputada Cecilia Anunciación Patrón Laviada (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRI-
TA POR LOS DIPUTADOS LUIS ELEUSIS LEÓNIDAS CÓRDO-
VA MORÁN, BRASIL ALBERTO ACOSTA PEÑA Y LENIN

NELSON CAMPOS CÓRDOVA, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PRI

Los que suscriben, diputados Luis Eleusis Leónidas
Córdova Morán, Brasil Alberto Acosta Peña y Lenin
Nelson Campos Córdova, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional de
la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 55, fracción
II, 56, 62 y demás relativos del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6o., fracción I, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someten a consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman las fracciones VIII del
Apartado A y la fracción VI del Apartado B del artícu-
lo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, marco jurídico fundamental, es el documento
que contiene las reglas básicas de convivencia de
nuestro país. Es en donde encontramos los derechos

fundamentales y la organización esencial de nuestro
gobierno. Sin una Constitución, sin una carta magna,
un Estado no podría subsistir con una debida regla-
mentación.

Se han efectuado diversas reformas constitucionales,
mismas que han sido necesarias para consagrar pri-
mordialmente las garantías individuales, derechos y
prerrogativas constitucionales para establecer límites
con la finalidad de fortalecer el equilibrio de poderes
en el sistema político mexicano, así como el equilibrio
interno en la conformación de nuestra institución le-
gislativa federal y estatal.

El artículo 135 de la propia Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, establece que puede
ser adicionada o reformada, siguiendo los requisitos y
formalidades previstos en la propia ley.

“Artículo 135. La presente Constitución puede ser
adicionada o reformada. Para que las adiciones o re-
formas lleguen a ser parte de la misma, se requiere
que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos
terceras partes de los individuos presentes, acuer-
den las reformas o adiciones, y que éstas sean apro-
badas por la mayoría de las legislaturas de los esta-
dos y de la Ciudad de México”1

El tema que nos ocupa es el de regular a las entidades
financieras de crédito, quienes por el simple hecho de
que un pensionado haya contraído una deuda con al-
guna entidad financiera, estas puedan de una manera
voraz embargar la pensión del pensionado o jubilado
deudor, por lo cual es necesario reformar las fraccio-
nes VIII del Apartado A y la fracción VI del Apartado
B del artículo 123 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para con ello brindar la
protección constitucional y que no falte por parte del
Estado, la ayuda como lo establece el párrafo 4o. del
artículo 1o. de la Carta Magna:

“… Queda prohibida toda discriminación motivada
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las
discapacidades, la condición social, las condiciones
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente
contra la dignidad humana y tenga por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y libertades de las
personas…”.2
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Asimismo, hay varias tesis, que refieren la protección
a la pensión, mismas que se exponen a continuación:

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Cuarto Circuito expuso una tesis en la que señala que
tratándose de un juicio de amparo en asuntos laborales
o contencioso-administrativo, en los que peligra el
otorgamiento y ajustes de pensiones, las autoridades
deben respetar y tener como mayor privilegio el inte-
rés del adulto mayor; aún más si se trata de alguien en
condiciones de vulnerabilidad, en donde el único in-
greso que disfrute sea el de la pensión. 

Época: Décima Época 
Registro: 2017591 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada (Común)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración 
Publicación: viernes 10 de agosto de 2018, 10:18
horas
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: IV.1o.C.7 C (10a.)
8 de 76

Suspensión definitiva en el amparo indirecto.
Procede concederla con efectos restitutorios con-
tra la orden de embargo de una pensión jubila-
toria a un adulto mayor en condiciones de vulne-
rabilidad, con base en la apariencia del buen
derecho y el peligro en la demora.

Conforme a los artículos 107, fracción X, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 138 de la Ley de Amparo, el juzgador, aten-
to a la naturaleza del acto reclamado, tiene la obli-
gación de ponderar la apariencia del buen derecho
que con la concesión de la medida cautelar puede
corresponder al quejoso y la afectación que dicha
medida pueda ocasionar al interés social, para que
derivado de ese análisis, determine si es o no facti-
ble conceder la suspensión, determinando hipotéti-
camente, con base en un conocimiento superficial
del caso, la existencia del derecho cuestionado y las
probabilidades de que la sentencia de amparo de-
clare la inconstitucionalidad del acto. Ahora bien,
debe tenerse en cuenta que, de conformidad con el
artículo 10 de la Ley del Seguro Social, las presta-
ciones que corresponden a los asegurados y a sus
beneficiarios son inembargables; que en los juicios

de amparo deducidos de asuntos laborales o con-
tencioso-administrativos, en los que se controvier-
tan el otorgamiento y los ajustes de pensiones, así
como de cualquiera otra prestación derivada de és-
tas, ya sea por los interesados o por sus beneficia-
rios, el órgano de amparo queda obligado a suplir la
deficiencia de la queja en favor de los demandantes
de esas pretensiones y que, asimismo, si se trata de
un adulto mayor que se encuentre en condiciones de
vulnerabilidad, esto representa una desventaja fren-
te al resto de la población, por lo cual, las autorida-
des judiciales deben procurar su mayor beneficio
posible. En consecuencia, si quien promueve la de-
manda de amparo indirecto reúne todas estas carac-
terísticas, es decir, se trata de un adulto mayor en
condiciones de vulnerabilidad, que no cuenta con
otro ingreso más que el de su pensión jubilatoria y
reclama el embargo de la cuenta bancaria donde se
realiza el depósito inherente a dicho concepto, su-
puestos frente a los cuales solicita la suspensión del
acto reclamado, afirmando que requiere de la canti-
dad embargada para cubrir las necesidades básicas
de su familia; entonces, el juzgador de amparo debe
conceder la suspensión definitiva con efectos resti-
tutorios contra la orden de embargo de la pensión
jubilatoria del adulto mayor vulnerable, para que
ésta se deje sin efectos con base en un análisis pon-
derado de la apariencia del buen derecho, haciendo
un cálculo de posibilidades acerca de la existencia
del derecho del quejoso que se encuentra en esa si-
tuación especial, de modo que, sin prejuzgar sobre
la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los
actos reclamados, debe partir de la base de que exis-
te peligro en la demora pues, de negarse la medida,
resentiría un daño económico que afectaría su sub-
sistencia y la de su núcleo familiar. En la inteligen-
cia de que con esta postura no se contraviene el in-
terés social sino, al contrario, de no concederse la
medida, se infringiría la norma de la legislación de
seguridad social que establece que son inembarga-
bles las pensiones de los trabajadores.3

Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Cuarto Circuito.

Incidente de suspensión (revisión) 267/2017. 31 de
enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: An-
tonio Ceja Ochoa. Secretario: Israel Trinidad Mu-
riel.
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Incidente de suspensión (revisión) 268/2017. 31 de
enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Anto-
nio Ceja Ochoa. Secretario: Israel Trinidad Muriel.

Época: Décima Época 
Registro: 2012286
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración 
Libro 33, Agosto de 2016, Tomo IV
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: IV.3o.A.44 A (10a.)
Página: 2669

Pensión jubilatoria. El alcance de su protección
contra el embargo, otorgada en la fracción VIII,
Apartado A del artículo 123 de la Constitución
Federal, está delimitado en términos del artículo
10 de la Ley del Seguro Social.

De la interpretación teleológica-extensiva de la
fracción VIII, apartado A, del artículo 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, se colige que si la finalidad de la prohibición
de embargo, compensación o descuento al salario
mínimo, fue la de tutelar el derecho al mínimo vital,
entonces, existen mayores razones para estimar que
la pensión jubilatoria también goza de dicha protec-
ción constitucional pues, en la mayoría de los casos,
ésta es la única manera en que podrá garantizarse al
jubilado un mínimo de subsistencia digna y autóno-
ma, en tanto pertenece a una clase de sujetos que se
encuentran en una situación especial de vulnerabili-
dad para allegarse de recursos materiales que ga-
ranticen ese sostenimiento. Por otra parte, en obser-
vancia al principio pro persona, debe estimarse que
al no existir una restricción constitucional expresa
al alcance de la protección que la Constitución Fe-
deral otorga a la pensión, ésta debe delimitarse con-
forme a los términos más amplios de tutela previs-
tos por el ordenamiento jurídico, los cuales fueron
establecidos por el legislador federal en el artículo
10 de la Ley del Seguro Social, del cual se advierte
que la pensión es inembargable en toda su cuantía,
salvo en lo relativo a las obligaciones alimenticias,
con la limitante que prevé.4

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrati-
va del Cuarto Circuito.

Amparo en revisión 298/2015. Ernesto Ramos Pe-
rales. 4 de febrero de 2016. Unanimidad de votos.
Ponente: Jorge Meza Pérez. Secretaria: María Ino-
cencia González Díaz.

Época: Décima Época 
Registro: 2012275
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada (Constitucional) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración 
Libro 33, Agosto de 2016, Tomo IV
Materia(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: IV.3o.A.45 A (10a.)
Página: 2583
20 de 1227

Inmovilización de cuentas bancarias

Al comprender la paralización de los depósitos
realizados por concepto de pensión jubilatoria,
transgrede el principio de su inembargabilidad y
los derechos al mínimo vital y a la seguridad so-
cial del pensionado.

Si la autoridad hacendaria ordena la inmoviliza-
ción de cuentas bancarias mediante el procedi-
miento previsto en los artículos156-Bis y 156-Ter
del Código Fiscal de la Federación, con motivo de
la ejecución de un crédito fiscal firme, al com-
prender la paralización de los depósitos realizados
por el Instituto Mexicano del Seguro Social, rela-
tivos a la pensión jubilatoria, con independencia
de la cuantía de ésta en el caso concreto, dicha me-
dida transgrede los derechos al mínimo vital y a la
seguridad social del pensionado, al impedirle el
disfrute de su haber jubilatorio, lo cual atenta con-
tra el principio de su inembargabilidad, salvo en lo
relativo a las obligaciones alimenticias, con la li-
mitante contenida en el artículo 10 de la Ley del
Seguro Social.5

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrati-
va del Cuarto Circuito.

Amparo en revisión 298/2015. Ernesto Ramos Pe-
rales. 4 de febrero de 2016. Unanimidad de votos.
Ponente: Jorge Meza Pérez. Secretaria: María Ino-
cencia González Díaz.
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Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a
las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federa-
ción.

Por ello, se debe proporcionar el apoyo adecuado a los
pensionados que son víctimas a menudo de las institu-
ciones financieras que se aprovechan de su trágica
condición, situación que transgrede sus derechos al
mínimo vital y a la seguridad social del pensionado, al
impedirle el disfrute de su haber jubilatorio, lo cual
atenta contra el principio de su inembargabilidad, sal-
vo en lo relativo a las obligaciones alimenticias, con la
limitante contenida en el artículo 10 de la Ley del Se-
guro Social, y al artículo 51 de la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado. 

Ley del Seguro Social

“Artículo 10. Las prestaciones que corresponden
a los asegurados y a sus beneficiarios son inem-
bargables. Sólo en los casos de obligaciones ali-
menticias a su cargo, pueden embargarse por la
autoridad judicial las pensiones y subsidios has-
ta por el cincuenta por ciento de su monto”.6

Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado

“Artículo 51. Es nula toda enajenación, cesión o
gravamen de las pensiones que esta ley establece.
Las pensiones devengadas o futuras serán inem-
bargables y sólo podrán ser afectadas para hacer
efectiva la obligación de ministrar alimentos por
mandamiento judicial y para exigir el pago de
adeudos con el Instituto, con motivo de la aplica-
ción de esta ley”.7

Con esta reforma las entidades financieras no podrán
hacer de la usura un negocio ilegal disfrazado de legal,
no tendrán libre albedrío para embargar la pensión de
persona alguna, como un derecho sin control, deriván-
dose en abusos, e impunidad. 

La propuesta pretende evitar que las instituciones fi-
nancieras y crediticias, con el pretexto de que se les
adeuda, sigan lucrando como lo han venido haciendo
por años. Hay que evitar que estos dejen a los pensio-
nados en estado de indefensión; por tal motivo y para
evitar que las dichas instituciones tengan una interpre-

tación ventajosa de la ley, hay que realizar esta refor-
ma constitucional, evocando los principios de prohibi-
ción del enriquecimiento y abuso del derecho.

Con base en los argumentos, motivos y ejemplos ante-
riormente expuestos en la exposición de motivos y a lo
establecido en nuestra Constitución que es la norma
jurídica suprema del estado mexicano y que nos brin-
da la protección a todos los ciudadanos y en especial
para los más desfavorecidos, dan origen a la materiali-
zación de la siguiente iniciativa, que cuenta con todos
los elementos para su aprobación, por lo que es nece-
sario que se someta a la consideración del pleno para
el efecto de dar certeza jurídica a todos los ciudadanos
y en especial a los pensionados que están siendo vícti-
mas de abusos de las instituciones financieras y credi-
ticias que lamentablemente manejan la usura8 como
un negocio ilegal disfrazado de legal.

El texto propuesto es el siguiente:

Cuadro comparativo
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Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a
consideración de la honorable asamblea, el siguiente
proyecto de 

Decreto que reforma diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo Único. Se reforman las fracciones VIII del
Apartado A y la fracción VI del Apartado B del artícu-
lo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 123. …

…

A. …

I. a VII. …

VIII. El salario mínimo y las pensiones quedarán
exceptuadas de embargo, compensación o des-
cuento.

IX. a XXXI. …

B. …

I. a V. …

VI. Sólo podrán hacerse retenciones, descuentos,
deducciones o embargos al salario, en los casos pre-
vistos en las leyes. En las pensiones no proceden
las retenciones, descuentos, deducciones o em-
bargos; 

VII. a XIV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

2 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

3

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?E

poca=&Apendice=&Expresion=&Dominio=Tesis%20Vier-

nes%2010%20de

Esta tesis se publicó el viernes 10 de agosto de 2018, a las 10:18

horas, en el Semanario Judicial de la Federación.

Criterio de búsqueda: artículo 107, publicado el 10 de agosto de

2018. Catálogo IV.1o.C.7 C (10a) 

4http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?

Epoca=&Apendice=&Expresion=&Dominio=Tesis%20Publica-

das&TA_TJ=0

5http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?

Epoca=&Apendice=&Expresion=&Dominio=Tesis%20Publica-

das&TA_TJ=0

6 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

7 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm

8 https://definicion.de/usura/
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Dado en el salón de sesiones,
a 20 de febrero de 2020.

Diputados: Luis Eleusis Leónidas Córdova Morán, Brasil Alberto

Acosta Peña, Lenin Nelson Campos Córdova (rúbricas).

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRI-
TA POR INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PT

Los suscritos, diputados del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo de la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo que se dispone en el ar-
tículo 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6,
numeral 1, fracción I y 77, ambos del Reglamento de
la Cámara de Diputados, sometemos a su considera-
ción la presente iniciativa con proyecto de Decreto por
el que se adiciona diversas disposiciones al artículo
4o., de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

Adultos mayores

Es alarmante conocer que 41 por ciento1 de la pobla-
ción en edad de retiro se encuentra aun trabajando, y
que principalmente se dedican a actividades en la in-
formalidad. Una realidad que sólo puede ser el prelu-
dio de una crisis que empieza a mostrar la gravedad
que no haber atendido a quienes menos tienen durante
más de 3 décadas.

Pero lo más alarmante, es que muestra con toda clari-
dad el enorme reto que tenemos por delante, si segui-
mos con la misma política económica y social. Porque
la situación en la que hoy se encuentra este grupo de la
sociedad, no sólo se perfila para ser la norma si no ac-
tuamos, sino que se avizora que dadas las condiciones
tan injustas del sistema actual de ahorro para el retiro,
la generalidad va a ser que incluso un trabajo formal
no garantizar una vejez con dignidad.

Hoy, alrededor de 50 por ciento de quienes están en
edad de retiro siguen trabajando, no va a ser nunca be-
neficiaria de seguridad social, porque aun cuando se
haya laborado en la formalidad, no hay garantía de ac-
ceder a una pensión. Así destaca que 34 por ciento2 de
adultos mayores que el algún momento cotizaron para
su pensión, no van a tener derecho a ella, derivado de
una baja densidad de cotización como producto de in-
terrupciones a lo largo de su trayectoria laboral.

En la Enadid (Encuesta Nacional de la Dinámica De-
mográfica) 2018 se ubica como la principal fuente de
ingreso de las personas de edad que viven solas, la ju-
bilación o pensión (36.7 por ciento); le siguen algún
programa de gobierno (36.6 por ciento) y/o por su tra-
bajo (34.4 por ciento).3

Mostrando con ello, que una de las formas en las que
se puede incidir en el mejoramiento de su calidad de
vida, es por medio de una pensión garantizada a cargo
del Estado mexicano. Una pensión que sea universal.
Que garantice un piso mínimo de bienestar.

Esto pasa por reconocer que más de 41.1 millones de
adultos mayores, se encuentran en condición de po-
breza4, y que ésta es más aguda en el sureste del país,
y entre las comunidades indígenas, a las que histórica-
mente se les ha dado la espalda.

En general se reconoce que

En México, las pensiones no contributivas se im-
plementaron por primera vez a nivel estatal en el
Distrito Federal en 2001 y, a partir de ahí, se ex-
pandieron tanto a nivel estatal y federal hasta el pre-
sente. La evidencia existente a nivel microeconómi-
co de los impactos de estas pensiones sobre las
decisiones y algunas medidas de bienestar de los
adultos mayores es en general positiva y consisten-
te con lo que podría esperarse de un aumento per-
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manente en el ingreso durante la vejez. En México,
a los adultos mayores elegibles, las pensiones no
contributivas les permiten retirarse del mercado la-
boral, sobre todo a los que residen en localidades
rurales. Asimismo, aumentan el consumo y dismi-
nuyen la vulnerabilidad alimentaria y la incidencia
de cuadros depresivos en los más vulnerables. Sin
embargo, la evidencia acerca de su impacto sobre la
salud física y la mortalidad es mixta. Además de ge-
nerar beneficios directos a los adultos mayores, la
evidencia discutida en este artículo muestra que las
pensiones no contributivas también generan benefi-
cios indirectos a los familiares más jóvenes de los
adultos mayores a través de varios mecanismos, en-
tre ellos, una menor necesidad de realizarles trans-
ferencias, un menor riesgo de longevidad, una ma-
yor asistencia a la escuela por parte de los niños que
residen con los adultos mayores elegibles y, en ca-
sos selectos, una menor oferta laboral de adultos en
edad productiva que también residen con estos5.

Por ello, a pesar de las dificultades que se reconocen
en su financiamiento, es preciso que ante el cambio de
régimen político que experimentamos, materialicemos
en nuestro ordenamiento jurídico el cambio de priori-
dades al que estamos llamados a atender. Las dificul-
tades de su financiamiento el día de hoy, no tienen que
ser el pretexto para que como Estado rechacemos la
vigencia de un derecho fundamental como lo es el de
vivir con dignidad en la vejez. Todo lo contrario, ello
debe ser lo que nos impulse a buscar las fuentes de fi-
nanciamiento a fin de mejorar el bienestar de nuestra
población.

Esta no sólo es una genuina aspiración de la sociedad
mexicana, ésta también se encuentra “en la Agenda
2030 (donde) se insta a lograr una amplia cobertura de
las personas pobres y vulnerables y a crear regímenes
de protección social integrales y universales”6

Niñas, niños y adolescentes

El acceso efectivo al derecho a la educación, constitu-
ye un pilar imprescindible para propiciar las oportuni-
dades que detonen la movilidad social que demanda
nuestra sociedad.

En el reciente informe, “Desigualdades en Méxi-
co/20187”, elaborado por el Colegio de México, se
afirma que “la probabilidad de que un estudiante de al-

tos ingresos termine el nivel medio superior es casi
tres veces mayor que la de uno del grupo de ingresos
más bajos”

Es de importancia reconocer que la expresión de esta
tendencia, que no solo corresponde al nivel medio su-
perior, son los niveles de abandono que se observan en
los distintos niveles educativos. Al respecto y como
ejemplo, vale recordar que al menos para el ciclo es-
colar 2015-2016.

…el abandono en primaria fue de 0.7 por ciento,
proporción que representa a 105 mil 301 alumnos
de los 14 millones 250 mil 425 inscritos en este ni-
vel al inicio del ciclo escolar de referencia; …a ni-
vel secundaria, durante el ciclo referido, 302 mil
984 estudiantes, que representan 4.4 por ciento de
la matrícula al inicio del ciclo, abandonaron sus
estudios, y, si bien el abandono no se distanció
más de 2.4 puntos porcentuales en los tres grados
de este nivel educativo, el mayor abandono ocu-
rrió en el segundo grado (5.6 por ciento), mientras
que durante el tercer grado se registró la menor
proporción de abandonos (3.2 por ciento)… En
educación media superior el abandono se estimó
en 15.5 por ciento, por lo que 772 mil 215 estu-
diantes de los 4 millones 985 mil 80 inscritos en
este tipo educativo abandonaron sus estudios du-
rante el ciclo escolar analizado. A diferencia de los
niveles anteriores, es en el primer grado donde
ocurre la mayor proporción de abandonos, pues
entre los estudiantes que cursaban este primer ci-
clo 1 de cada 4 abandonó sus estudios y durante el
segundo grado, aunque la proporción es menor,
aproximadamente 1 de cada 6 estudiantes se en-
contró en la misma situación…8

Al respecto, el Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social, encuentra que “la des-
igualdad en la distribución de los ingresos de los ho-
gares, la pobreza extrema y el grado de marginación
son factores que impactan el acceso efectivo del dere-
cho a la educación a la población titular de este, [en
particular se afirma que] las personas con alguna dis-
capacidad se encuentran dentro de los grupos en situa-
ción de vulnerabilidad más excluidos y discriminados
de su derechos a la educación”9.

Ello parte también por reconocer que 
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Se requiere mejorar la atención de las niñas, niños y
adolescentes según el ciclo de vida. Es importante no-
tar que la pobreza en la infancia y la adolescencia se
expresa de manera heterogénea y que las carencias va-
rían de acuerdo a los diferentes grupos de edad. Por
ejemplo, las niñas y los niños en la primera infancia al
vivir en situaciones de mayor pobreza y de mayores
carencias sociales, requieren de una atención priorita-
ria por parte del gobierno mediante servicios integra-
dos de salud, cuidado, desarrollo infantil temprano,
buena alimentación y educación inicial. Con respecto
a la población de 6 a 11 años, se debe hacer énfasis en
acciones que garanticen el acceso a la buena alimenta-
ción y a servicios de salud de calidad. En el caso de la
población de 12 a 17 años, es necesario atender la ca-
rencia por acceso a la alimentación y a la seguridad so-
cial, además de impulsar que los adolescentes asistan,
permanezcan y aprendan en la escuela.10

Lo expuesto, revela que los esfuerzos que se requieren
para atender el problema de abandono escolar deman-
da la actuación conjunta en diversos frentes, es decir,
lo que se requiere son estrategias integrales, sin perder
de vista que una de las causales más importantes se co-
rresponde con la capacidad de gasto que tienen las fa-
milias para solventar los diversos requerimientos liga-
dos a la prestación del servicio de educación.

Por las razones expuestas sometemos a consideración
de esta honorable soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes al artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se adiciona un párrafo decimocuarto
y decimoquinto al artículo 4o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 4o. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

El Estado garantizará que todo ciudadano mexica-
no que cumpla sesenta y ocho años tendrá derecho
a recibir por parte del Estado una pensión no con-
tributiva en los términos y condiciones que fija la
ley. En el caso de las y los indígenas y afromexica-
nos, éste será aplicable a partir de los sesenta y cin-
co años de edad.

El Estado establecerá un sistema nacional de becas
para las y los estudiantes pertenecientes a las fami-
lias que se encuentren en condición de vulnerabili-
dad e insuficiencia de recursos, con el propósito de
garantizar el acceso efectivo a una educación en
igualdad de condiciones.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que
se opongan al presente Decreto.

Tercero. El Congreso de la Unión en un plazo máxi-
mo de 90 días deberá expedir la Ley General de Pen-
siones, a la que se refiere el párrafo décimo cuarto del
presente Decreto. 

Cuarto. El Congreso de la Unión en un plazo máximo
de 90 días deberá expedir la Ley Secundaria a la que
se refiere el párrafo décimo quinto del presente Decre-
to.
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2019. La protección social universal para alcanzar los Objetivos de

Desarrollo Sostenible. Página 96. Disponible en: 

https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/—-dgreports/—-

dcomm/documents/publication/wcms_624890.pdf

7 Colmex (2018) Desigualdades en México/2018. Disponible en

https://desigualdades.colmex.mx/informe-desigualdades-2018.pdf

8 INEE. AT02d- Tasa de abandono total. Disponible en 

https://www.inee.edu.mx/evaluaciones/panorama-educativo-de-

mexico-isen/at02d-tasa-de-abandono-total

9 Coneval (2018) Estudio Diagnóstico del Derecho a la Educación

2018. Disponible en 

https://www.coneval.org.mx/Evaluacion/IEPSM/Documents/De-

rechos_Sociales/Estudio_Diag_Edu_2018.pdf

10 Coneval; UNICEF (2019) Pobreza infantil y adolescente en

México 2008-2016 Dónde vive y qué características tiene la po-

blación de 0 a 17 años en situación de pobreza. Disponible en

https://www.coneval.org.mx/Medicion/Documents/UNICEF_CO-

NEVAL_POBREZA_INFANTIL.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputado Reginaldo Sandoval Flores (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 64 TER DE LA LEY GENERAL

DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, A CARGO DEL

DIPUTADO JUAN CARLOS VILLARREAL SALAZAR, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

El que suscribe, Juan Carlos Villarreal Salazar, di-
putado federal de la LXIV Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados, integrante del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6,
numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un artí-
culo 64 Ter a la Ley General de Responsabilidades
Administrativas, a fin de incluir dentro del catálo-
go de faltas administrativas graves, el endeuda-
miento indebido de las entidades federativas, los
municipios y las alcaldías de la Ciudad de México,
al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
concebimos a la transparencia y la rendición de cuen-
tas como dos elementos que han sido fundamentales
para el avance democrático de nuestro país y que son
esenciales para el desarrollo nacional. En esta tesitura,
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reconocemos que, si bien es cierto que persisten des-
afíos, el Estado mexicano ha realizado importantes es-
fuerzos dirigidos a subsanar las anomalías relaciona-
das con la coordinación fiscal. Dentro de este conjunto
de acciones, una de las que tiene mayor relevancia es-
tá relacionada con salvaguardar la estabilidad de las fi-
nanzas públicas y el sistema financiero a nivel estatal
y municipal. 

En Movimiento Ciudadano concebimos al municipio
como la unidad fundamental de gobierno que constitu-
ye una parte esencial para la gobernabilidad de Méxi-
co. Como célula básica de la división de poderes en el
sistema político mexicano.

El jurista Ignacio Burgoa Orihuela, en su obra Dere-
cho Constitucional expone que: “El municipio implica
en esencia una forma jurídica-política según la cual se
estructuran a una determinada comunidad asentada so-
bre el territorio de un Estado”. Otra definición del mu-
nicipio la proporciona el Diccionario Jurídico editado
por el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la
UNAM, al señalar que es: “La organización político-
administrativa que sirve de base a la división territorial
y organización política de los estados miembros de la
federación. Integran la organización política tripartita
del Estado mexicano, municipios, estados y federa-
ción”.1

No es casualidad que el artículo 115 de nuestra Carta
Magna tenga un amplio apartado sobre su regulación,
integración, operación y funcionamiento; tampoco es
fortuito que, a través del tiempo dicho precepto jurídi-
co, registre una serie de modificaciones dirigidas a ro-
bustecer la regulación de sus actividades, tal y como
ocurre con la presente iniciativa, cuya esencia radica
en subsanar omisiones e irregularidades que actual-
mente se traducen en el menoscabo del patrimonio
municipal, el que a su vez resulta determinante para
que el municipio cumpla con sus fines.

Sobre el particular, destaca el Decreto publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 26 de mayo de 2015,
por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de disciplina financiera de
las entidades federativas y los municipios.2

En el mismo sentido, cabe destacar que el 27 de abril
de 2016 fue publicada en el Diario Oficial de la Fede-

ración la Ley de Disciplina Financiera de las Entida-
des Federativas y los Municipios, ordenamiento jurí-
dico que contempla las reglas y criterios que deben ob-
servar las entidades federativas y los municipios para
garantizar una gestión responsable y equilibrada de
sus finanzas públicas, con lo cual se busca generar
condiciones que fomenten crecimiento económico y
estabilidad financiera. Además, establece principios
generales en materia presupuestaria; endeudamiento,
transparencia y rendición de cuentas, tanto para las en-
tidades federativas como para los municipios, estable-
ciendo la diferencia en lo relativo al manejo de sus fi-
nanzas públicas y lo concerniente al desarrollo
institucional de ambos niveles de gobierno. 

Planteamiento del Problema 

Una de las problemáticas que subsisten en México tie-
ne que ver con la omisión del cumplimiento de la nor-
ma, opacidad y derroche por parte de autoridades mu-
nicipales en el manejo de recursos públicos, desde el
momento en el que son asignados hasta que son utili-
zados. Las consecuencias de estas irregularidades se
reflejan en cuestiones que afectan directamente a la
ciudadanía por la falta de obra pública como pavimen-
tación o servicios de alumbrado, así como la ineficacia
de la operación policial. Lo anterior, toda vez que el
municipio o las alcaldías en el caso de la Ciudad de
México, son el primer contacto que la población tiene
con el Estado mexicano.

En el estudio “Obligaciones Financieras de los Muni-
cipios de México. Primer Trimestre de 2019”, elabora-
do por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas
de esta honorable Cámara de Diputados, se señala que
en los últimos diez años se aprecia un notable endeu-
damiento en los municipios de nuestro país. Del pri-
mer trimestre de 2009 al mismo periodo de 2019, el
saldo de la deuda municipal registra un aumento de 21
mil 844.5 millones de pesos (mdp), ello al pasar de 22
mil 941.8 mdp a 44 mil 786.3 mdp, precisando que en
esta etapa el crecimiento del saldo de las obligaciones
financieras de los municipios de nuestro país fue de
26.6 por ciento en términos reales.3

Sin considerar la deuda de sus entes públicos, el pro-
pio estudio indica que los 10 municipios más endeu-
dados del país concentran más de un tercio (36.7 por
ciento) del total de la deuda de este nivel de gobierno.4
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El endeudamiento como porcentaje de sus ingresos to-
tales (proviene de las leyes de ingresos municipales
para el ejercicio fiscal 2018, sin incluir los ingresos
derivados de financiamientos. Otro dato para destacar
es que, de los casi 2 mil 500 municipios que hay en
México, apenas 561 cuentan con su deuda inscrita en
el Registro Público Único de Financiamientos de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP).5

Esta última cuestión pone en evidencia la mínima e in-
suficiente cultura de la transparencia y rendición de
cuentas que existe en los municipios, pues precisa-
mente la implementación del Registro Público Único
de Financiamientos de la SHCP, que comenzó el 1 de
noviembre de 2016 como parte de la implementación
de la Ley de Disciplina Financiera del el 27 de abril de
2016, surgió con el objetivo de inscribir y transparen-
tar la totalidad de las obligaciones de las entidades fe-
derativas, los municipios y sus entes públicos. 

En contraste, impera la opacidad para informar los ni-
veles de deuda y cumplir con sus estados financieros,
asimismo, se aprecian deficientes controles internos e
inadecuada o carente planeación. Si bien es cierto que
desde que comenzó la implementación de las disposi-
ciones contenidas en la Ley de Disciplina Financiera
de las Entidades Federativas y los Municipios se han
conseguido avances, también lo es que se mantienen
inconsistencias en el flujo de información en cuestio-
nes como el manejo de recursos etiquetados y el re-
porte de pasivos.

El Informe de la Cuenta Pública 2017 de la Auditoría
Superior de la Federación (ASF) indica que al cierre
de 2017 el saldo de la deuda pública municipal repor-
tado por la SHCP ascendió a 45 mil 183.5 mdp. De los
2 mil 458 municipios que hay en México, 22 de ellos,
concentraron el 50.2 por ciento (22 mil 691.1 mdp) de
la deuda pública municipal total.6

En la fiscalización practicada a los recursos de la
Cuenta Pública 2017, el monto total observado en las
auditorías a las Participaciones Federales en munici-
pios y alcaldías en el caso de la Ciudad de México as-
cendió a 2 mil 812.4 mdp, los cuales corresponden a
recuperaciones determinadas y montos por aclarar.
Las recuperaciones determinadas por 2 mil 377.8 mdp,
las cuales se componen por 2 mil 273.5 mdp de recu-
peraciones probables y 104.2 mdp, correspondientes a
reintegros efectuados a la cuenta de origen de las par-

ticipaciones, clasificados como recuperaciones opera-
das. Además, se identificaron 434.6 mdp correspon-
dientes a montos por aclarar.7

Propuesta Legislativa 

En el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
consideramos apremiante fortalecer los mecanismos
institucionales y jurídicos para prevenir y combatir de
manera efectiva el endeudamiento indebido de las en-
tidades federativas y los municipios, por ello, el obje-
tivo de la presente iniciativa es la incluir esta conduc-
ta dentro del catálogo de las faltas administrativas
graves y con ello aumentar las sanciones a los funcio-
narios públicos que por acción u omisión sean respon-
sables de este ilícito.

Actualmente las acciones u omisiones de los funcio-
narios que deriven en el endeudamiento indebido de
los municipios (el endeudamiento público que no
cumple con lo establecido en el párrafo segundo de la
fracción VIII del artículo 117 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicano y/o en la Ley de
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y
los Municipios) no figura dentro del catálogo de faltas
administrativas graves, por los que incurran en dicha
conducta no son sujetos de las sanciones contenidas en
el Capítulo II del Título Cuarto de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas

Ante esta problemática, proponemos, en primer lugar,
adicionar un artículo 64. Ter a la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, para quedar en los si-
guientes términos: Son faltas administrativas graves
las violaciones a las disposiciones sobre disciplina fi-
nanciera establecidas en el párrafo segundo de la frac-
ción VIII del artículo 117 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y/o en la Ley de
Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y
los Municipios. 

Al formar parte del catálogo de faltas administrativas
graves, entendidas como: Las faltas administrativas
de los Servidores Públicos catalogadas como graves
en los términos de la presente Ley, cuya sanción co-
rresponde al Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva y sus homólogos en las entidades federativas,8 el
incumplimiento del precepto jurídico contenido en la
fracción VIII del artículo 117 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, será motivo de
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alguna de las sanciones previstas en el Capítulo II del
Título Cuarto de la Ley General de Responsabilidades
Administrativas que en términos del artículo 78 de di-
cho ordenamiento jurídico consistirán en: suspensión
del empleo, cargo o comisión; destitución del empleo,
cargo o comisión; sanción económica; e inhabilitación
temporal para desempeñar empleos, cargos o comisio-
nes en el servicio público y para participar en adquisi-
ciones, arrendamientos, servicios u obras públicas. 

Asimismo, en el artículo 79 de la Ley en comento se
señala que: En el caso de que la falta administrativa
grave cometida por el servidor público le genere be-
neficios económicos, a sí mismo o a cualquiera de las
personas a que se refiere el artículo 52 de esta Ley, se
le impondrá sanción económica que podrá alcanzar
hasta dos tantos de los beneficios obtenidos. En nin-
gún caso la sanción económica que se imponga podrá
ser menor o igual al monto de los beneficios económi-
cos obtenidos. 

Cabe mencionar que la fracción VIII del artículo 117
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos señala que: Los Estados y los Municipios no
podrán contraer obligaciones o empréstitos sino
cuando se destinen a inversiones públicas productivas
y a su refinanciamiento o reestructura, mismas que de-
berán realizarse bajo las mejores condiciones del
mercado, inclusive los que contraigan organismos
descentralizados, empresas públicas y fideicomisos y,
en el caso de los Estados, adicionalmente para otor-
gar garantías respecto al endeudamiento de los Muni-
cipios. Lo anterior, conforme a las bases que establez-
can las legislaturas en la ley correspondiente, en el
marco de lo previsto en esta Constitución, y por los
conceptos y hasta por los montos que las mismas
aprueben. Los ejecutivos informarán de su ejercicio al
rendir la cuenta pública. En ningún caso podrán des-
tinar empréstitos para cubrir gasto corriente.

Finalmente se agrega un cuadro comparativo entre el
texto vigente y la propuesta de reformas y adiciones. 

Objetivo: Incluir en el catálogo de faltas administrati-
vas graves el endeudamiento de las entidades federati-
vas y los municipios.

Por lo expuesto, se presenta a esta Soberanía la inicia-
tiva con proyecto de: Decreto 

Artículo Único. Se adiciona un artículo 64 Ter a la
Ley General de Responsabilidades Administrativas,
para quedar como sigue:

Artículo 64. Ter. Son faltas administrativas graves
las violaciones por acción u omisión a las disposicio-
nes sobre la contratación de obligaciones o emprés-
titos establecidos en la fracción VIII del artículo 117
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y en la Ley de Disciplina Financiera de
las Entidades Federativas y los Municipios.

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor a partir
de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Segundo. Una vez entrado en vigor el presente decre-
to, las legislaturas de las 32 entidades federativas ten-
drán un plazo de 180 días naturales para armonizar to-
dos los ordenamientos supletorios con el presente
decreto.

Notas

1 Diccionario Jurídico IIJ-UNAM, Tomo correspondiente a las le-

tras de la L a O. 

2 Diario Oficial de la Federación. (26/05/2015). Decreto por el que

se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de discipli-

na financiera de las entidades federativas y los municipios. Secre-

taría de Gobernación. Disponible en: http://www.dof.gob.mx/no-

ta_detalle.php?codigo=5393583&fecha=26/05/2015
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3 Centro de Estudios de las Finanzas Públicas. (20/06/19). Obliga-

ciones Financieras de los Municipios de México. Primer Trimestre

de 2019. Cámara de Diputados. Disponible en: 

https://www.cefp.gob.mx/publicaciones/documento/2019/cefp023

2019.pdf pp. 3-5

4 Ibídem. p. 10-12

5 Ibídem. p. 16-17

6 Auditoría Superior de la Federación (febrero de 2019). Informe

General Ejecutivo. Cuenta Pública 2017. ASF de la Cámara de Di-

putados. Disponible en: 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2017c/documentos/in-

formegeneral/Informe_feb2019_CP.pdf p. 208

7 Auditoría Superior de la Federación. (febrero de 2019). Partici-

paciones Federales Ramo General 33. Resultados de su Fiscaliza-

ción Cuenta Pública 2017. ASF de la Cámara de Diputados. Dis-

ponible en: 

https://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2017c/Documentos/Au

ditorias/2017_MR-PARTICIPACIONES_a.pdf p. 51, 8 fracción

XVI del artículo 3 de la Ley General de Responsabilidades Admi-

nistrativas. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 20 días del mes de febrero de 2020.

Diputado Juan Carlos Villarreal Salazar (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY DE CAMINOS,
PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL, A CARGO DEL

DIPUTADO FRANCISCO JAVIER SALDÍVAR CAMACHO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Francisco Javier Saldívar Camacho, integrante de la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión del Gru-
po Parlamentario del Partido Encuentro Social, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 73, fracción XVII, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno la presente iniciativa con proyecto de decre-
to, que adiciona un cuarto párrafo al artículo 50 de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Los fulles, o doble remolque, son remolcadores. Están
clasificados como vehículos articulados ya que están
compuestos por dos partes rígidas unidas por un pun-
to medio. Estos vehículos no están configurados para
cargar, sino para jalar un tráiler, remolque, semirre-
molque u otra adición.1

Un porcentaje significativo del transporte de carga en
México es realizado por camiones de doble remolque.
Durante 2018, el doble remolque trasladó 35.5 por
ciento del total de mercancías producidas en México,
de acuerdo con datos del Instituto Mexicano del Trans-
porte.2

Sin embargo, muchos autos y camiones se ven envuel-
tos todos los días en accidentes y las perdidas morta-
les se elevan cuando se habla de accidentes que invo-
lucran camiones con doble remolque, donde el peso de
la carga hace que a los conductores les sea imposible
maniobrar en pocos segundos si existe un contratiem-
po mecánico.

Éste es un tema muy sensible, incluso entre los con-
ductores, pues la manipulación de tanto peso sí luce
como un riesgo que reduce mucho la capacidad de ma-
niobra, incluso de los operadores bien entrenados.

Según cifras de la ONU, 28 mil accidentes son provo-
cados por camiones de doble remolque, en los que, de
acuerdo con la propia Secretaría de Comunicaciones y
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Transportes, mueren más de mil 200 personas al año.
Toda vez que en México se cuenta con una circulación
de Semirremolques de 486 mil 335, lo que representa
49.5 por ciento de camiones del parque vehicular.

Los camiones con doble remolque dejan miles de ac-
cidentes en el país. Según datos de los Institutos Na-
cional de Estadística y Geografía, y Mexicano del
Transporte, estas unidades se involucraron en 6 de ca-
da 10 choques del transporte de carga entre 2008 y
2012.3

Los autotransportes de doble remolque en 2017 pro-
vocaron 14.1 por ciento de las víctimas de accidentes
en carretera, equivalente a mil 200 personas.4

De acuerdo con el Anuario estadístico de accidentes
en carreteras federales de 2018, de la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes,5 en 2018 hubo 12 mil
237 siniestros, que dejaron un saldo de 2 mil 994 per-
sonas fallecidas en el lugar de la colisión y 8 mil 761
lesionadas; los daños materiales ascienden a mil
173.56 millones de pesos. Ese año hubo 630 colisiones
de camiones de doble articulado, con 72 muertos y 141
lesionados.

Según el Informe sobre la situación mundial de la se-
guridad vial, de la Organización Mundial de la Salud
(OMS), México ocupa el lugar número 7 en muertes
provocadas por los accidentes de tránsito de vehículo
de motor, más de 24 mil personas fallecen en nuestro
país al año por esta causa, 40 mil más quedan con dis-
capacidad permanente y más de 750 mil gravemente
lesionadas. Específicamente, los vehículos de doble
remolque generan más de 3 decesos en el país diaria-
mente.6

Conforme a la OMS, 90 por ciento de las defunciones
por accidentes de tránsito tiene lugar en los países de
ingresos bajos y medianos, donde se halla menos de la
mitad de los vehículos matriculados en todo el mundo.

Entre las tres causas principales de defunciones de
personas de 5 a 44 años figuran los traumatismos cau-
sados por el tránsito. Según las previsiones, si no se
adoptan medidas inmediatas y eficaces, dichos trau-
matismos se convertirán en la quinta causa mundial de
muerte, con estimaciones de 2.4 millones de falleci-
mientos anuales.

El 24 de febrero de 2018 entró en vigor la NOM-012-
SCT-2-2017,7 que establece que el peso bruto vehicu-
lar máximo para este camiones de doble remolque es
de 66.5 toneladas, mismo que se podrá incrementar en
1.5 toneladas en cada eje motriz y una tonelada en ca-
da eje de carga, lo que da como resultado un peso má-
ximo de 75.5 toneladas. Estos pueden tener una longi-
tud máxima de 31 metros de largo. Adicionalmente, la
ley requiere que los vehículos estén equipados con sis-
temas de frenado, aditamentos de seguridad para evi-
tar que se desprendan los segundos compartimentos y
los conductores cuenten con una acreditación de que
están capacitados para maniobrar.

Sin embargo, las limitaciones de peso y longitud son
todavía muy permisivas en comparación con el esce-
nario internacional: en Estados Unidos se autoriza la
circulación de camiones con un peso máximo de 39 to-
neladas y una longitud de 25 metros. En países como
Costa Rica o Guatemala se limita el peso a las 40 to-
neladas. En la Unión Europea, el peso permitido es
también de 40 toneladas y el largo de sólo 25 metros.8

Se presenta en la siguiente tabla los pesos brutos y lon-
gitudes máximas autorizadas en diversos países de
América y Europa, los señalados por la Unión Euro-
pea, tomando como ejemplo por los estándares dados
por la primera a España, quien se ubica incluso por de-
bajo de los parámetros permitidos, encontrando que
México es quien autoriza los mayores pesos y di-
mensiones seguido por Canadá y Paraguay, que aún se
encuentran muy por debajo de los establecidos en Mé-
xico:9

La Asociación Nacional de Transporte Privado señala
que 82 por ciento de la carga es transportado por ca-
rretera, y que los dobles remolques ayudan a la segu-
ridad y competitividad del país debido a que disminu-
yen el número de frecuencias de carga de los
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transportistas, lo que representa menos contaminación,
tráfico y costo para los productores y los consumido-
res. De lo contrario, para movilizar la misma cantidad
de carga se incrementaría 52 por ciento en kilómetros
recorridos.10

No obstante lo anterior, para el Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social la seguridad vial en ca-
rreteras es fundamental, pues permite prevenir acci-
dentes de tránsito, que como nos demuestran las esta-
dísticas del mundo, en la actualidad, son un grave
problema y una de las principales causas de muertes y
discapacidades en las personas.

De acuerdo con la Organización Panamericana de la
Salud, la seguridad vial se refiere a las medidas adop-
tadas para reducir el riesgo de lesiones y muertes cau-
sadas en el tránsito. Señala que los Estados pueden
mejorar la legislación de seguridad vial, creando un
ambiente más seguro, accesible, y sostenible para los
sistemas de transporte.11

Por lo anterior, la presente iniciativa tiene por objeto
prohibir la circulación de los camiones de doble re-
molque en carreteras federales, esta prohibición puede
ser decisiva para salvar la vida de millones de mexica-
nos.

A pesar de los argumentos a favor de mantener los ca-
miones de doble remolque, estoy convencido que la
principal motivación debe ser siempre la preservación
de la integridad física de los mexicanos.

En las observaciones empíricas, los ciudadanos nos
hemos percatado que la mayoría de los transportes de
doble remolque rebasan en promedio un 40% el peso
permitido actualmente por la NOM-012-SCT-2-2017,
que indica que el máximo peso debe ser de 75.5 tone-
ladas. Al no respetarse de forma cotidiana, los vehícu-
los sobrecargados destruyen la red carretera nacional,
los puentes de interconexión y además son muy sus-
ceptibles a perder el control y generar condiciones de
alto riesgo.

Otro aspecto por destacar que hace negativo el uso de
los dobles remolques es el hecho de que los costos
que generan estas unidades sobre las carreteras na-
cionales es de alto, pues el diseño de ingeniería que
creó la infraestructura carretera y los circuitos perifé-
ricos de las ciudades no se hizo para soportar el paso

de estos vehículos gigantes, que en algunos casos so-
portan cargas mayores de 80 toneladas de peso bruto
vehicular y que no es admisible que se permita por la
autoridad, que 6 o 7 por ciento del parque vehicular
que circula con doble remolque esté causando daños
a las carpetas asfálticas, lo cual genera un costo para
el Estado.

De acuerdo con la Estadística Básica del Autotrans-
porte Federal de 2018,12 en México circulan 982 mil
856 camiones de carga por las carreteras.

El autotransporte de carga es el medio dominante en el
movimiento de carga en el país: en 2017 trasladó 56
por ciento del total de mercancías que se consumieron
en el territorio, bien producidas en México o resultado
del comercio exterior.

A pesar de la relevancia económica del autotrans-
porte de carga y su eficiencia para hacernos llegar
las mercancías que consumimos día con día, no po-
demos omitir el peligro real que representan estas
unidades para las personas y familias que circulan a
diario por las carreteras federales, la seguridad vial
constituye la principal causa que motiva esta inicia-
tiva debido a que el tránsito debe ser seguro para to-
dos y si varios países han logrado impulsar con éxi-
to una política para disminuir las muertes y lesiones
por inseguridad vial, es el momento de que México
se sume a este esfuerzo y erradique este problema
que nos afecta a todos.

En consecuencia, se propone la siguiente reforma:
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Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal

Fundamentación

Artículos 71, fracción II, y 73, fracción XVII, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, y de conformidad con lo dispuesto en los artículos
3, fracción VIII, 6 fracción I, numeral 1, 77, numeral 1,
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Denominación del proyecto

Decreto por el que se adiciona un párrafo cuarto al
artículo 50 de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal

Único. Se adiciona un párrafo cuarto al artículo 50 de
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal,
para quedar como sigue:

Artículo 50. …

…

…

Se prohíbe la circulación de autotransporte de car-
ga de doble remolque o que exceda los 25 metros de
largo y 40 toneladas de peso total.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 “En 2017, vehículos de doble remolque provocaron 14.1 por

ciento de víctimas en choques carreteros”, en La Jornada, 16 de
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molque” [en línea]. Disponible en web: https://www.informa-
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nes-doble-remolque-20161013-0146.html

4 “En 2017, vehículos de doble remolque provocaron 14.1 por

ciento de víctimas en choques carreteros”, en La Jornada, 16 de

marzo de 2019 [en línea]. Disponible en web: https://www.jorna-

da.com.mx/2019/03/16/politica/008n2pol

5 https://www.imt.mx/archivos/Publicaciones/DocumentoTecni-

co/dt77.pdf

6 “Camiones de doble remolque: una discusión de vida o muerte”

[en línea]. Disponible en web: https://www.sdpnoticias.com/nacio-

nal/discusion-remolque-camiones-doble-vida.html

7 Norma sobre el peso y las dimensiones máximas con que pueden

circular los vehículos de autotransporte que transitan en las vías

generales de comunicación de jurisdicción federal, publicada en el

Diario Oficial de la Federación el 26 de diciembre de 2017.

8 “Ahorros millonarios vs. seguridad, la disyuntiva de los doble re-

molque”, en Forbes, 3 de enero de 2019 [en línea], Disponible en

web: https://www.forbes.com.mx/ahorros-millonarios-vs-seguri-

dad-la-disyuntiva-de-los-doble-remolque/

9 “El transporte de carga: los dobles remolques”, Dirección Gene-

ral de Servicios, de Documentación y Análisis, Cámara de Diputa-

dos [en línea]. Disponible en web: 

http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/spi/SAPI-ISS-03-19.pdf

10 “Los full-tráileres son los camiones más seguros; ANTP recha-

za responsabilidad del camión de doble remolque en el choque con

un autobús” [en línea]. Disponible en web: http://www.info-trans-

portes.com.mx/index.php/categoria-politica-sectorial/item/4359-
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los-full-traileres-son-los-camiones-mas-seguros-antp-rechaza-res-

ponsabilidad-del-camion-de-doble-remolque-en-el-choque-con-

un-autobus

11 En línea. Disponible en web: 

https://www.paho.org/hq/index.php?option=com_content&view=

article&id=5163:about-road-safety&Itemid=39898&lang=es

12 En línea. Disponible en web: http://www.sct.gob.mx/transpor-

te-y-medicina-preventiva/autotransporte-federal/estadistica/2018/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputado Francisco Javier Saldívar Camacho (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MA-
YORES, A CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA BEATRIZ

JUÁREZ PIÑA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Planteamiento del problema a resolver con la pre-
sente iniciativa

La presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de
la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayo-
res, busca garantizar una vida libre de violencia a las
personas adultas mayores. 

Argumento

En nuestro país, de los 119.5 millones de habitantes
que contabilizó el Inegi en la Encuesta Intercensal
2015, 23.4 millones son personas mayores de 50 años
y de estas 12.4 millones son adultas mayores de 60
años (10.4 por ciento del total nacional). 

La expectativa de vida cada vez es más larga y se
transforma en vejez, así que el segmento de adultos
mayores es el de mayor crecimiento.

De acuerdo con lo establecido en la Ley de los Dere-
chos de las Personas Adultas Mayores, se consideran
adultos mayores a las personas que cuentan con 60
años o más de edad y que se encuentren domiciliadas
o en tránsito en el territorio nacional.1

En México y en el mundo, uno de los principios fun-
damentales que establece la ONU a favor de los adul-
tos mayores es disfrutar de los cuidados y la protec-
ción familiar (ONU, 1999). 

En el país, 1.7 millones de personas de 60 años o más
viven solas. De éstas, 60 por ciento son mujeres (1 mi-
llón 48 mil 426) y 40 por ciento son hombres (697 mil
699). Su estructura por edad indica que 43.1 por cien-
to tiene entre 60 y 69 años, mientras que más de la ter-
cera parte (36.4 por ciento) entre 70 y 79 años. En eda-
des más avanzadas su participación porcentual es
menor, 17.4 por ciento y 3.1 por ciento en aquellos que
cuentan con 80 a 89 y 90 años o más, respectivamen-
te.2

Estimaciones de la Encuesta Nacional de la Dinámica
Demográfica (Enadid) 2018 indican que el porcentaje
de las personas de edad que viven solas y son econó-
micamente activas es de 41.4 por ciento. De éstas,
54.1 por ciento son hombres y 45.9 por ciento son mu-
jeres. 

Asimismo, las personas de 60 años o más que viven
solas se exponen a vulnerabilidad, debido a que no
cuentan con una red familiar que las apoye en un mo-
mento de su vida donde su salud o sus condiciones
económicas pueden ser precarias.

México se está haciendo viejo. El país donde habitan
poco más de 129 millones de personas está experi-
mentando un proceso de envejecimiento poblacional
que, en los próximos treinta años, cambiará radical-
mente la composición social como la conocemos, ya
que estará llegando a la tercera edad.

Esta transformación es vista a nivel internacional co-
mo un logro de la humanidad, ya que actualmente, de
acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), por primera vez en la historia, la mayor parte
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de la población tiene una esperanza de vida igual o su-
perior a los 60 años.

Para 2050, la esperanza de vida de las y los mexicanos
será de 85 u 86 años, pero el hecho de vivir más no im-
plica que la calidad sea mejor. Desafortunadamente, el
entorno y contexto de la gente de la tercera edad en
nuestro territorio no es favorable, y sí, estamos llegan-
do a más edad, pero en condiciones muy deterioradas.

No obstante, esta realidad también representa impor-
tantes retos para nuestro país, ya que implica crear
condiciones de vida idóneas que contribuyan al des-
arrollo pleno de las personas adultas mayores, algo
que está muy lejos de suceder en México, también en
el mundo. Lo grave también es el incremento de vio-
lación de derechos y sobre todo los abusos de los que
esta población es víctima. 

Según datos de Inegi a 2017, el 20 por ciento de los
adultos mayores en México viven solos y 16 por cien-
to lo hace con signos de abandono y maltrato.

Por otra parte, datos de la Organización Mundial de la
Salud (OMS), indican que una de cada seis personas a
nivel mundial sufre de algún tipo de abuso, un proble-
ma que además, se espera siga aumentando si no se co-
mienzan a tomar medidas contundentes para solucio-
narlo desde ahora. 

Así para el año 2050, la cantidad de personas mayores
de 60 años se duplicará llegando a 2 mil millones. De
mantenerse el crecimiento de las cifras de abusos, la
OMS calcula en 320 millones el número de personas
de la tercera edad que se verán afectadas.

En el país, persisten numerosos prejuicios en torno a
las personas adultas mayores. Por ejemplo, según da-
tos de la Encuesta Nacional de Envejecimiento 2015,
se cree que son dependientes, menos productivas y
menos capaces para resolver problemas, que trabajan
peor que la juventud, que tienen la memoria deteriora-
da, que muestran peor higiene que otras generaciones,
que ya no aprenden, que se irritan con facilidad, o que
pierden el interés en las cosas conforme envejecen.3

Esto ha dado lugar a varias actitudes discriminatorias.
Por ejemplo, como indica la Encuesta Nacional sobre
Discriminación (Enadis) 2017, 17 por ciento del país
no rentaría una habitación a una persona mayor. Ade-

más, una cuarta parte de la población (24 por ciento)
estaría poco o nada de acuerdo con que una persona
mayor llegara a la Presidencia de la República (Cona-
pred 2018).4

Las personas mayores declaran tasas considerables de
violaciones a sus derechos. De hecho, casi la mitad (45
por ciento) cree que sus derechos son poco o nada res-
petados, y una de cada cinco (18 por ciento) reporta
haber sido discriminada por al menos un motivo en los
últimos 12 meses, principalmente en la calle, en el
transporte público y en la familia (Conapred 2018). 

Entre 2012 y junio de 2018, Conapred calificó 213 ex-
pedientes como presuntos actos de discriminación re-
lacionados con personas mayores, de los cuales 121
son quejas contra particulares y 92, contra personas
servidoras públicas. 

Casi la mitad (45 por ciento) se dio en el ámbito del
trabajo. Entre los derechos vulnerados, el más fre-
cuente fue trato digno (63 por ciento de los casos), se-
guido por el trabajo (39 por ciento) y la igualdad de
oportunidades (30 por ciento).

Parte de los resultados anteriores se derivan de que el
adulto mayor no conoce sus derechos ni se anima a
exigirlos y asumen como algo normal la agresión y el
rechazo que viven en el entorno familiar, y social es
por ello que consideramos forzoso reformar la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores con el
fin de se incorpore en su texto una definición de lo que
se entiende por violencia familiar. 

La Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores establece que toda persona, grupo social, orga-
nización no gubernamental, asociación y sociedad, es-
tá legitimada para presentar una denuncia ante los
órganos competentes, por hechos, actos u omisiones
que produzcan o puedan producir daño o afectación a
los derechos que reconoce la ley a favor de un adulto
mayor. Sin embargo, el pleno ejercicio de sus derechos
no se garantiza, si durante los procedimientos que se
instauren como consecuencia de las referidas denun-
cias, los adultos mayores no cuentan con el apoyo del
Estado para defender sus intereses.

Por ello, consideramos indispensable que la ley debe
reformarse, a efecto de que se establezca que el Siste-
ma para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF) no
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sólo dará atención y seguimiento ante las autoridades
competentes a las denuncias y quejas que reciba por
actos de violencia familiar que atenten en contra de los
derechos de las personas adultas mayores, también
asignará a las víctimas un representante legal que
velará por sus intereses jurídicos desde el inicio
hasta la conclusión de los respectivos procedimien-
tos.

Eliminando con ello, el vacío legal que pone en riesgo
la completa protección y aseguramiento de los dere-
chos de las personas adultas mayores en el entorno fa-
miliar. Y, por otra parte, saber que cuentan con un re-
presentante legal asignado por el DIF, que vele por el
reconocimiento pleno de sus derechos en el entorno
familiar, para garantizar su eficaz ejercicio, les gene-
rara mayor seguridad y confianza durante todo el ejer-
cicio de este proceso.

México carece de estadísticas y datos precisos que
permitan conocer la magnitud del problema para poder
atender la violencia y las agresiones que sufren las
personas de la tercera edad. 

De acuerdo con la Organización de las Naciones Uni-
das (ONU), las estadísticas sobre el maltrato en la ve-
jez son datos poco fiables todo el mundo debido a que
la mayoría de los adultos mayores que lo viven no lo
denuncian. Esta situación tiene su origen en distintas
razones: no aceptan que están siendo maltratados, tie-
nen temor a las represalias, creen que es temporal, no
quieren que su familiar o cuidador vaya a la cárcel,
desconocen con qué autoridad deben dirigirse, o su
condición física o cognitiva no les permiten realizar
una denuncia.

Las personas adultas mayores son uno de los grupos
más vulnerables, sin embargo, también uno de los que
menos da a conocer las agresiones que viven. 

También se requiere considerar aspectos sociales y
psicológicos; por ejemplo, aunque no hay estadísticas
confiables se calcula que entre 20 y 30 por ciento su-
fre violencia psicológica, económica, sexual, física o
abandono. Las mujeres son quienes la padecen más,
debido a factores socioculturales y a que su esperanza
de vida es mayor.

Los adultos mayores del país son discriminados de
múltiples formas, que se inician en el hogar, con la

familia, con gritos y golpes. Datos de la Secretaría
de Salud del gobierno de la Ciudad de México seña-
lan que 5 por ciento de los adultos mayores ha re-
portado ser víctima de abuso o maltrato y 1 de cada
100 dijo sufrir violencia física. Parte del problema es
que el adulto mayor no conoce sus derechos ni se
anima a exigirlos y asumen como algo normal la vio-
lencia, la agresión y el rechazo que viven en el en-
torno familiar.

Así entonces, la familia está obligada a fomentar la
convivencia familiar cotidiana y evitar que alguno de
sus integrantes cometa cualquier acto de discrimina-
ción, abuso, explotación, aislamiento, violencia, así
como cualquier acto jurídico que ponga en riesgo su
persona, bienes y derechos.

Además, se requiere avanzar en el respeto de sus dere-
chos humanos, relacionados con su cuidado y no aban-
dono, la prevención de la violencia y la atención opor-
tuna de los síndromes geriátricos. Así como la
necesidad de políticas de salud públicas y asistenciales
para establecer mejores condiciones de vida y lograr
una cultura del envejecimiento exitoso.

Fundamento Legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, pongo a su considera-
ción la presente iniciativa.

Denominación del Proyecto de Ley o Decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de los
Derechos de las Personas Adultas Mayores.

Artículo Único. Se reforman la fracción III del artícu-
lo 3; la fracción VIII del artículo 5; la fracción II del
artículo 6; el capítulo II; los artículo 11, 12 y 13; el pá-
rrafo primero del artículo 14; la fracción IV del artícu-
lo 19; el artículo 26; las fracciones V, VI y XXIII del
artículo 28; la fracción V del artículo 39; y se adicio-
na la fracción VI, recorriendo la consecutiva para ser
la fracción VII del artículo 3 Bis, todos de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, para
quedar como sigue:
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Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley, se entende-
rá por:

I y II. …

III. Entidades federativas. Los estados y la Ciudad
de México que integran los Estados Unidos Mexi-
canos;

IV a XII. …

Artículo 3o. Bis. Los tipos de violencia contra las Per-
sonas Adultas Mayores, son:

I. a V. …

VI. Violencia familiar: Es el acto abusivo de po-
der u omisión intencional, dirigido a dominar,
someter, controlar, o agredir de manera física,
verbal, psicológica, patrimonial, económica y se-
xual a los adultos mayores, dentro o fuera del do-
micilio familiar.

VII. Cualesquiera otras formas análogas que lesio-
nen o sean susceptibles de dañar la dignidad, inte-
gridad o libertad de las Personas Adultas Mayores.

Artículo 5o. …

I a VII. …

VIII. Toda persona, grupo social, organizaciones no
gubernamentales, asociaciones o sociedades, po-
drán denunciar ante los órganos competentes, todo
hecho, acto de violencia u omisión que produzca o
pueda producir daño o afectación a los derechos y
garantías que establece la presente Ley, o que con-
travenga cualquier otra de sus disposiciones o de
los demás ordenamientos que regulen materias rela-
cionadas con las personas adultas mayores.

Artículo 6o. …

I. …

II. Información: Las instituciones públicas y priva-
das, a cargo de programas sociales deberán propor-
cionarles información y asesoría tanto sobre las ga-
rantías consagradas en esta Ley como sobre los
derechos establecidos en otras disposiciones a favor

de las personas adultas mayores, así como contar
con una representación y acompañamiento legal
asignado por el Sistema para el Desarrollo Integral
de la Familia, y

III. …

Capítulo II
De la Concurrencia entre la Federación, 

las Entidades Federativas, los Municipios y las 
Alcaldías de la Ciudad de México 

Artículo 11. La federación, las entidades federativas,
los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México
ejercerán sus atribuciones en la formulación y ejecu-
ción de las políticas públicas para las personas adultas
mayores, de conformidad con la concurrencia prevista
en esta Ley y en otros ordenamientos legales.

Artículo 12. Cuando las disposiciones de esta Ley
comprendan materias y acciones que incidan en diver-
sos ámbitos de competencia de la federación, las enti-
dades federativas y los municipios, y las alcaldías de
la Ciudad de México, se aplicarán y ejecutarán me-
diante convenios generales y específicos entre cuales-
quiera de los tres niveles de gobierno que lo suscriban
aplicarán y ejecutarán mediante convenios generales y
específicos entre cualesquiera de los tres niveles de
gobierno que lo suscriban.

Artículo 13. La federación, las entidades federativas,
los municipios y las alcaldías de la Ciudad de Méxi-
co, integrarán los instrumentos de información para
cuyo efecto el Instituto Nacional de las Personas Adul-
tas Mayores establecerá los lineamientos y criterios
generales de las bases de datos.

Artículo 14. Las autoridades competentes de la fede-
ración, las entidades federativas, los municipios y las
alcaldías de la Ciudad de México, concurrirán para:

I. a III. …

Artículo 19.

I. a III. …

IV. La organización de una bolsa de trabajo digno,
mediante la cual se identifiquen actividades labora-
les que puedan ser desempeñadas por las personas
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adultas mayores y orientarlas para que presenten
ofertas de trabajo;

V. a VII. …

Artículo 26. El Instituto tendrá su domicilio legal en
la Ciudad de México, y ejercerá sus funciones en to-
do el territorio nacional.

Artículo 28. …

I. a IV. …

V. Establecer principios, criterios, indicadores y
normas para el análisis y evaluación de las políticas
dirigidas a las personas adultas mayores, así como
para jerarquizar y orientar sobre las prioridades, ob-
jetivos y metas en la materia, a efecto de atenderlas
mediante los programas impulsados por las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública
Federal, por los estados, municipios y las alcaldías
de la Ciudad de México, por los sectores privado
y social, de conformidad con sus respectivas atribu-
ciones y ámbitos de competencia;

VI. Convocar a las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, estatales, munici-
pales y las alcaldías de la Ciudad de México, de-
dicadas a la atención de las personas adultas mayo-
res, así como a las instituciones de educación,
investigación superior, académicos, especialistas y
cualquier persona interesada en la vejez, a efecto de
que formulen propuestas y opiniones respecto de
las políticas, programas y acciones de atención pa-
ra ser consideradas en la formulación de la política
social del país en la materia y en el programa de tra-
bajo del Instituto;

VII a XXII. …

XXIII. Promover la coordinación de acciones y
programas que realicen otras dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal, de los
gobiernos estatales, municipales y las alcaldías de
la Ciudad de México, que tengan como destinata-
rios a las personas adultas mayores, buscando con
ello optimizar la utilización de los recursos mate-
riales y humanos y evitar la duplicidad de acciones;

XXIV a XXX. …

Artículo 39. …

I. a IV. …

V. Las aportaciones de los gobiernos de las entida-
des federativas y ayuntamientos, así como las al-
caldías de la Ciudad de México, por la prestación
de los servicios a su cargo, y

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 1 LDPAM, Artículo 3o., fracción I.

2 Inegi, comunicado de prensa número 475/19 30 de septiembre de

2019.

3 En ficha adultos mayores, Consejo Nacional para Prevenir la

Discriminación [Conapred], (2018). Encuesta Nacional sobre Dis-

criminación 2017: Prontuario de resultados.

4 Ibidem

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputada Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 23 Y 24 DE LA

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA

LIBRE DE VIOLENCIA, A CARGO DE LA DIPUTADA SOCO-
RRO IRMA ANDAZOLA GÓMEZ, DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DE MORENA

La suscrita, Socorro Irma Andazola Gómez, integran-
te de la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión
por el Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en el numeral 1, fracción I, del artícu-
lo 6 y 77 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración del pleno de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se reforman diversas disposiciones de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Desde hace varias décadas, las mujeres en la república
mexicana han sufrido violaciones de forma sistemáti-
ca en contra de sus derechos humanos. Hemos visto
como se ha recrudecido de forma alarmante una pro-
blemática que lamentablemente se ha incrementado y
pareciera ser que sin control, esa problemática se le
conoce como: violencia de género.

Este problema se combina de manera peligrosa y en
algunos casos impune, con la falta de acatamiento de
autoridades locales, a la hora de dar cabal cumpli-
miento a recomendaciones que por reglamento emiten
autoridades y grupos de trabajo especializados en el
tema en los procesos de revisión y análisis de circuns-
tancias y contextos de violencia de género en las enti-
dades federativas del país, cuando se trata de que la
Secretaría de Gobernación por medio de la Conavim
dictaminan la procedencia o la no procedencia de las
declaratorias de las alertas de violencia de género con-
tra las mujeres, a los gobiernos estatales.

Entendiendo por recomendaciones las conclusiones
que contendrán las propuestas de acciones preventi-
vas, de seguridad y justicia para enfrentar y abatir la
violencia.

Recordemos que la alerta de violencia de género con-
tra las mujeres es un mecanismo de protección de los
derechos humanos de las mujeres único en el mundo,

establecido en la Ley General de Acceso de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia y su trámite para
emitirla o concederla lo describe el reglamento de di-
cha ley.1

Sin embargo, ni en la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia ni en su regla-
mento se encontró algún supuesto en el que se prevea
la procedencia de sanciones por incumplimiento de re-
comendaciones realizadas o impuestas por alguna au-
toridad del ramo o sus grupos de trabajo, específica-
mente cuando se trata de que la Conavim declare la no
procedencia de alerta de violencia de género.

Por esa razón, a los gobiernos estatales o municipales
se les hace fácil aprovechar esa laguna legal para que
una vez que “cumplan parcialmente” con algunas re-
comendaciones recibidas y se les declare la no proce-
dencia de la alerta de género, dejen de dar seguimien-
to y abandonen de forma impune sus obligaciones y
compromisos aunque de por medio existan una gran
cantidad de recursos invertidos y sobre todo, que que-
de sin resolver la problemática que dio origen a las re-
comendaciones para erradicar la violencia de género
en la entidad, dejando múltiplemente vulnerados los
derechos de la población, en este caso de las mujeres.

De tal manera que como no existe en la ley, la preci-
sión de rendición de cuentas por incumplimiento de
parte de los gobiernos locales ni se especifican sancio-
nes para tales casos, entonces las recomendaciones de
los grupos de trabajo sólo sirven para determinar la
procedencia o no de la declaratoria de las alertas de
violencia de género pero en la ley correspondiente no
se tiene previsto lo que debe proceder en caso de que
no se dé seguimiento y se cumplan por completo di-
chas recomendaciones hasta su finalización.

Es decir, si a un gobierno local en una entidad federa-
tiva al que se notifica que hay una solicitud de decla-
ratoria de alerta de violencia de género –en su contra
por así decirlo– se le emiten una serie de recomenda-
ciones para que si las cumple, se le declare la no pro-
cedencia de la declaratoria correspondiente y una vez
que esto suceda, si ese gobierno deja inconcluso dicho
cumplimiento, en la práctica no existen sanciones de
ninguna especie ni siquiera a los funcionarios públicos
que no acataron por completo dichas recomendacio-
nes.
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Lo anterior resulta indignante debido a que para llegar
a una determinación de procedencia o no procedencia
de alerta de violencia de género contra las mujeres, se
pasa por un proceso costoso en recursos y tiempo, de-
bido a la cantidad de personas y materiales que se em-
plean e invierten para tal fin, es decir que el tiempo
que se emplea por parte del grupo de trabajo (que por
ley y su reglamento se instaura) en las revisiones por
especialistas en el tema, reuniones y todo lo relaciona-
do con este proceso, implica la aplicación de recursos
públicos y que si se da el caso que se describe en la
presente iniciativa, resulta en un posible fraude o que-
branto a las finanzas públicas cuando los responsables
no cumplen cabalmente con las recomendaciones para
solucionar una problemática de orden público como lo
es en este caso, la violencia de género. En otras pala-
bras, no es posible que a un gobernante se le exonere
de forma “condicionada” y quede impune cuando no
cumpla recomendaciones de autoridades y procesos
oficiales previstos en leyes y reglamentos del gobier-
no federal aplicables y sólo simule para encubrir su in-
eficiencia y mala administración. Violándose con la
omisión sistemática, entre otros ordenamientos, lo pre-
visto en el inciso b) de la fracción III del artículo 26 de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia.

Ante esta situación, encontramos evidencia suficiente
para señalar que existe un déficit por parte de las ins-
tituciones gubernamentales correspondientes para sa-
tisfacer la demanda social y dar solución a esta situa-
ción, el maltrato y los asesinatos de miles de niñas y
mujeres que tienen lugar en distintas regiones del pa-
ís, siguen sin resolverse y es ahí, en donde nuestro
quehacer como legisladoras y legisladores encuentra
una área de oportunidad para incidir de forma positiva
y levantar la voz para inducir por el camino institucio-
nal, la atención inmediata y eficaz de la problemática
referida en esta iniciativa.

Desafortunadamente, este problema no es nada nuevo
y ha trascendido varias administraciones locales y fe-
derales, en las que en algunos casos, ni la alternancia
ha sido factor de mejoría ya que, desde hace varios
años, vivimos un contexto en el que las autoridades en
México han demostrado su negligencia, falta de vo-
luntad política e incapacidad gubernamental para em-
prender acciones contundentes, imperando un clima
de permisividad a la violencia de género y feminicida
en el territorio nacional.2

La impunidad, corrupción y omisión de las autorida-
des municipales y estatales, busca poner bajo la som-
bra los crímenes relacionados con la violencia contra
las mujeres, que rebasa la violencia familiar y la dis-
criminación y a la que se imponen los grupos delin-
cuenciales, quienes acaban con la vida de las mujeres
de las maneras más inhumanas.2

En ese sentido, se han dado a conocer por diversos me-
dios y con información oficial, las penosas estadísticas
que prevalecen en nuestro país, dando a conocer que
en México se mata entre nueve y 10 mujeres al día y
con un total anual de 3 mil 580 muertes violentas de
las que sólo 834 son investigadas como feminicidios,
el número de asesinatos contra mujeres perpetrados en
2018 subió a nivel nacional 9.41 por ciento, en com-
paración con 2017, cuando se reportaron 3 mil 272 ca-
sos y sólo 735 de estos se indagan como feminicidios,
de acuerdo con las cifras del Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública.3

La cifra de asesinatos de mujeres creció en 16 entida-
des federativas: el 50 por ciento del país. Guanajuato,
Jalisco, Baja California, Campeche y Quintana Roo
son los estados donde porcentualmente se disparó este
delito.

De acuerdo con comentarios de la experta María Sal-
guero, geofísica y creadora del Mapa de Feminicidios
en México, explica con relación a la tasa de asesinatos
de mujeres por cada 100 mil habitantes que las entida-
des más violentas son Colima, Baja California, Gue-
rrero, Chihuahua, Zacatecas, Guanajuato y Quintana
Roo, pues registran un nivel mayor de 10 víctimas por
cada 100 mil mujeres.2

Asimismo, María Salguero resaltó que en Baja Cali-
fornia 80 por ciento de los asesinatos de mujeres ocu-
rrió en Tijuana, el municipio más sangriento de
2018.

María Salguero coincidió que no todos los estados re-
portan los asesinatos de mujeres como feminicidios,
“aunque lo sean. Es una forma de ocultar las cifras por
parte de las procuradurías”.3

Con ello se comprueba que la apreciación generaliza-
da es que los gobiernos prefieren mentir a atender de
forma decidida éste flagelo.
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Otra experta en el tema, María de la Luz Estrada, del
Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio
(OCNF), ha enfatizado que la violencia sistemática
que se vive en México, originada por diversas estruc-
turas delincuenciales, bandas criminales, también “es-
tá violentando a las mujeres”.4

María de la Luz Estrada ha insistido que hay una ne-
gativa de las autoridades por reconocer e investigar los
feminicidios como tal y se aferran en señalar que los
asesinatos vinculados al crimen son sólo por motivos
de delincuencia y los clasifican por homicidios dolo-
sos. Estrada consideró que se niegan a indagar todas
las muertes violentas como feminicidio porque “no
quieren que sus estadísticas o cifras de feminicidios
crezcan”.

Por su lado, es el Estado, por medio de sus institucio-
nes, el responsable de velar por la seguridad de las per-
sonas, así como de sancionar toda conducta que cons-
tituya violencia, evitando que las normas sociales y
jurídicas las coloquen en una situación de indefensión
o desigualdad. Cuando el Estado no cumple ello y es
omiso frente a la violencia, también viola los derechos
humanos. De ahí que la primera tarea de un Estado de-
mocrático que procura el respeto a los derechos y li-
bertades fundamentales, sea la de asumir y aplicar con
esta visión las reformas jurídicas y las políticas públi-
cas necesarias, para prevenir y sancionar la violencia
en sus diversas expresiones, especialmente contra las
mujeres, promoviendo una cultura de respeto a su dig-
nidad e integridad.

De todo lo anterior, un ejemplo muy claro lo encon-
tramos en Baja California donde, según datos estadís-
ticos, en 2018 se cometieron 304 homicidios violentos
en contra de mujeres y solo 16 se han considerado fe-
minicidios, siendo a nivel nacional el tercer estado con
mayor número de mujeres asesinadas.

Resulta indignante que a pesar de que en 2015 se soli-
citó la alerta de género, el gobierno del estado sólo si-
muló acciones en beneficio de las mujeres al decir que
cumplió con las 14 recomendaciones emitidas por el
grupo de Trabajo. Sólo por mencionar algunas de las
recomendaciones no cumplidas: el Centro de Justicia
para las Mujeres, para lo cual incluso se estableció la
Ley que crea el Centro de Justicia para las Mujeres del
Estado de Baja California, publicada en el Periódico
Oficial número 57, de fecha 11 de diciembre de 2015,

sección I, tomo CXXII, y se comprometía a iniciar
operaciones en 2018, hoy no hay siquiera el edificio
terminado y menos ha iniciado su operación para tal
efecto. El banco de datos sobre la violencia hacia las
mujeres no opera, asimismo, se emitieron protocolos
de investigación para los casos de feminicidio sin te-
ner perspectiva de género.

Aunado a lo anterior, no se explica, el hecho de que a
pesar de que el 31 de mayo de 2016 se dio a conocer
que el gobierno estatal y organizaciones civiles firma-
ron un acuerdo por el que se instalaron cuatro mesas
de trabajo para dar seguimiento a las 14 recomenda-
ciones antes referidas, y que en esa reunión, en voz de
la presidenta de la Red Iberoamericana pro Derechos
Humanos, Meritxell Calderón dijo textualmente: “He-
mos avanzado mucho desde que se solicitó la alerta.
Antes teníamos un rezago en esta materia y ahora es
como si hubiéramos avanzado 20 años porque ya te-
nemos una Ley de Igualdad, un protocolo para averi-
guar feminicidios, un Centro de Justicia para Mujeres
y otras cosas que no había en Baja California…”5 Ade-
más, se mencionó el 2017 como fecha posible de la
culminación y entrada en operación del Centro de Jus-
ticia para las Mujeres de Baja California… hoy haya
sido solo letra y discurso muertos, con las consecuen-
cias funestas que saltan a la vista y que por lo tanto, se
asume que No se cumplió con las recomendaciones
y el gobierno estatal solo impidió la declaratoria de
alerta de violencia de género por parte de la Segob-
Conavim en su momento.

Lo anterior nos hace reflexionar y asegurar que en las
Leyes correspondientes (Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia y la Ley de Ac-
ceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en
Baja California) y sus reglamentos existen “lagunas
legales” que ciertas instancias de gobierno de forma
astuta, aprovechan para burlar a la autoridad y sobre
todo, burlarse de la ciudadanía que como en muchos
otros casos, termina pagando la falta de probidad de
los servidores públicos, porque al día de hoy no existe
ninguna denuncia y mucho menos una sanción como
consecuencia de la aplicación de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas o de las leyes apli-
cables a escalas local o federal por el mal uso de re-
cursos por parte de servidores públicos.

Para decirlo más claro, el gobierno del estado se com-
prometió a cumplir con 14 recomendaciones que le im-
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puso la Segob por medio de la Conavim y con eso el
gobierno federal por conducto de estas últimas depen-
dencias mencionadas emitieron un dictamen en el que
prácticamente exoneraron al gobierno de Baja Califor-
nia por que dictaron la no procedencia de la declara-
toria de alerta de violencia de género, en espera de que
el gobierno de ésta entidad cumpliera lo que hoy sabe-
mos no cumplió. Sin embargo a pesar de que ya pasó
mucho tiempo de las fechas en que se debió dar cabal
cumplimiento a dichas recomendaciones, tristemente
en Baja California no existe un centro de justicia para
las mujeres de esa entidad, pero tampoco existe una
responsabilidad de los funcionarios que simplemente
engañaron y simularon para “salir del paso” y así de-
mostrar lo laxo de las normas asociadas al caso y por-
que no decirlo, lo laxo de las instancias del gobierno fe-
deral de la administración pasada involucradas.

Por ello se considera que, debido a la situación cre-
ciente y alarmante de falta de atención y ausencia de
cumplimiento de los compromisos por parte de algu-
nos gobiernos locales y estatales contraídos con las de-
pendencias del ramo federales, a la postre han resulta-
do en un crecimiento de delitos de violencia de género
sin atender, por lo que por todos estos argumentos se
confirma que algunas autoridades estatales no están
decididas a resolver y garantizar la seguridad, libertad
y derechos humanos de las mujeres y la paz social en
sus municipios.

De aprobarse la presente iniciativa, las diputadas y di-
putados de ésta legislatura, estaremos proveyendo los
cambios normativos necesarios para ofrecer a nuestros
representados, instrumentos legales que precisen las
responsabilidades del incumplimiento a recomenda-
ciones de autoridades en materia de la prevención y
erradicación de violencia de Género contra las mujeres
del país.

Por lo motivado y fundado someto a consideración de
esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General de Acceso de las Mujeres a
una Vida libre de Violencia

Único. Se reforma la fracción I del artículo 23 y se
adiciona la IV al artículo 24 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 23. La alerta de violencia de género contra
las mujeres tendrá como objetivo fundamental garan-
tizar la seguridad de las mismas, el cese de la violen-
cia en su contra y eliminar las desigualdades produci-
das por una legislación que agravia sus derechos
humanos, por lo que se deberá

I. Establecer un grupo interinstitucional y multidis-
ciplinario con perspectiva de género que dé el se-
guimiento respectivo y de quien sus conclusiones
y recomendaciones serán vinculatorias y obliga-
torias para su cumplimiento.

II. a V. …

Artículo 24. La declaratoria de alerta de violencia de
género contra las mujeres se emitirá cuando

I. y II. …

III. Los organismos de derechos humanos a nivel
nacional o de las entidades federativas, los organis-
mos de la sociedad civil y/o los organismos interna-
cionales, así lo soliciten; y

IV. El grupo de trabajo interinstitucional y mul-
tidisciplinario, en un término de seis meses a un
año, considere que no se implementaron las pro-
puestas y o recomendaciones contenidas en las
conclusiones del informe correspondiente.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Gobernación llevará a cabo
las modificaciones al o los reglamentos correspon-
dientes, que permitan la aplicación del presente decre-
to, a más tardar a los siguientes 60 días naturales a par-
tir de la publicación del presente.

Notas

1 https://www.gob.mx/inmujeres/acciones-y-programas/alerta-de-

violencia-de-genero-contra-las-mujeres-80739

2 Comunicado de prensa. Violencia feminicida en México: ni un

paso atrás. OCNF.
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3 https://www.sinembargo.mx/05-02-2019/3531979

4 https://www.sinembargo.mx/05-02-2019/3531979

5 http://jornadabc.mx/tijuana/31-05-2016/estado-y-organizacio-

nes-firman-convenio-para-trabajar-contra-violencia-de-genero

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputada Socorro Irma Andazola Gómez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 26 DE LA LEY DE FOMENTO

PARA LA LECTURA Y EL LIBRO, SUSCRITA POR EL DIPUTA-
DO JOSÉ SALVADOR ROSAS QUINTANILLA E INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito, José Salvador Rosas Quintanilla y los in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
ma el artículo 26 de la Ley de Fomento para la Lectu-
ra y el Libro.

Exposición de Motivos

Las pretensiones que el gobierno mexicano ha tenido
en últimos tiempos del fomento a la lectura, han deri-
vado en números negativos que atentan contra los ob-
jetivos de la propia Ley de Fomento a la Lectura. Se-
gún cifras recientes del Inegi, de 2015 a 2018 hubo un
decrecimiento de la actividad lectora de un 7.8 por

ciento, donde se pasó de 84.2 lectores por cada 100
personas a 76.4 lectores por cada 100 personas.1 Si
bien no se puede saber cuál ha sido la causa determi-
nante que generó la pérdida, asumir una causalidad
multifactorial permite entender la complejidad del fe-
nómeno y ver las diferentes aristas involucradas en la
falta de incentivos para una ampliación del público
lector mexicano. Entre las condicionantes, la falta de
librerías, la caída del poder adquisitivo y las demandas
temporales de la vida cotidiana, como las extensas jor-
nadas laborales, contribuyen a desincentivar la lectura.

El caso específico de la falta de librerías a lo largo y
ancho del país es una de las variables a recalcar. Con
tan sólo 2 mil 700 librerías y 7 mil 427 bibliotecas, la
relación de su distribución es preocupante. El 31 por
ciento de dichas librerías se encuentran en la Ciudad
de México,2 casi una tercera parte, seguida por Jalisco
y el estado de México.3 La concentración de las libre-
rías denota la falta de diversificación y, por lo tanto, de
canales para la comercialización de los textos. Esto
genera una dependencia en pequeñas y medianas po-
blaciones para tener los canales necesarios para la ob-
tención de libros de texto, dejándolos con opciones re-
ducidas a versiones digitales o paquetería, lo que
restringe el catálogo, aumenta los costos o imposibili-
ta su entrega. 

Por otra parte, la cuestión de los costos juega otro pa-
pel sumamente importante para el acceso a los textos.
Debido a las restricciones de los canales, la disposi-
ción de textos está sujeta a otro tipo de negocios que
podrían proveerlos, como restaurantes, tiendas de au-
toservicio o pequeños supermercados. El problema de-
riva en que muchos de los textos disponibles en esta
clase de lugares son textos antiguos o recién publica-
dos, es decir, de novedad. El caso de los primeros, los
cuales se pueden encontrar en diversas editoriales y
presentaciones, es el mejor de ambos, ya que presen-
tan una oferta diversa y costos accesibles al ser textos
que, potencialmente, ya carecen de regalías respecto al
autor. Su estatus de clásicos, igualmente, los posiciona
en el imaginario colectivo como productos conocidos
y potencialmente atractivos, ya que no tienen la nece-
sidad de abrirse paso en el mercado para situarse como
deseables. Por otra parte, los textos de novedad tienen
que posicionarse ante un mercado establecido. Usual-
mente, al estar sujetos a una editorial y las regalías de-
mandadas, los precios son mayores, lo que desincenti-
va la venta al no haber referentes claros respecto a su
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calidad, lo que asume riesgos al consumidor si, con un
presupuesto ajustado y una oferta limitada, desea to-
mar una decisión fuera de textos clásicos y de costos
menores.

Para ello, se sugiere una modificación al artículo 26 de
la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, la cual
está enfocada en poder reducir y presentar ofertas a
textos publicados recientemente, reduciendo el tiempo
para poder ofrecer una baja en sus precios, el cual pa-
saría de un año y medio a un año. Esto, argumentamos,
le daría el tiempo necesario a los textos para consoli-
darse como lecturas atractivas para los consumidores
y, a su vez, se empalmaría con los intereses de la ge-
neración de márgenes de ganancia para editoriales, au-
tores y puntos de venta. Incentivar la compra por vo-
lúmenes de los textos es una de las formas que pueden
otorgar no sólo beneficios para ambas partes, sino es-
tablecer una cultura de fomento a la lectura mediante
facilidades para la obtención de textos, la generación
de incentivos para la lectura de nuevos autores e,
igualmente, un seguimiento a las obras para la genera-
ción de fidelidad con las plumas creadoras, habilitan-
do potenciales ventas de obras futuras.

A efecto de clarificar los cambios que se proponen se
muestra continuación el siguiente cuadro:

Con esto, se ejemplifica de manera explícita el argu-
mento para proponer la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 26 de la
Ley de Fomento para la Lectura y el Libro

Único. Se reforma el artículo 26 de la Ley de Fomen-
to para la Lectura y el Libro para quedar de la si-
guiente manera:

Artículo 26. Los vendedores de libros podrán aplicar
precios inferiores al precio de venta al público men-
cionado en el artículo 22 de la presente ley, cuando se
trate de libros editados o importados con más de doce
meses de anterioridad, así como los libros antiguos,
los usados, los descatalogados, los agotados y los arte-
sanales.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Juan Carlos Talavera. (2018). México necesita más librerías: pre-

sidente de la Caniem, de Excélsior. Sitio web: https://www.excel-

sior.com.mx/expresiones/mexico-necesita-mas-librerias-presiden-

te-de-la-caniem/1234236

2 Cámara Nacional de la Industria Editorial Mexicana. (2014). In-

forme estadístico de librerías, de Cámara Nacional de la Industria

Editorial Mexicana. Sitio web: http://www.caniem.com/es/estadis-

tica-librerias

3 Ibídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputado José Salvador Rosas Quintanilla (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 38 DE LA LEY

ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, A
CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA ALEMÁN MUÑOZ CASTI-
LLO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

María Alemán Muñoz Castillo, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal en la LXIV Legislatura del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la fa-
cultad conferida en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77,
78 y demás aplicables del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración del pleno de es-
ta asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona el artículo 38 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, al tenor de la siguien-
te

Exposición de Motivos

1. El Estado tiene la obligación de garantizar la educa-
ción, el empleo y la inclusión de todas y todos los me-
xicanos de forma especial con los grupos o sectores
vulnerables, que enfrentan obstáculos físicos, sociales,
culturales, económicos o de tipo.

2. Esos derechos son protegidos en los artículos 1o.,
2o., 3o., 25 y 123 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, que señalan:

Artículo 1o. (…)

(…)

Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad. En
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar,
sancionar y reparar las violaciones a los derechos
humanos, en los términos que establezca la ley.

(…)

Artículo 3o. Toda persona tiene derecho a la edu-
cación. (…)

(…)

Corresponde al Estado la rectoría de la educación,
la impartida por éste, además de obligatoria, será
universal, inclusiva, pública, gratuita y laica.

La educación se basará en el respeto irrestricto de la
dignidad de las personas, con un enfoque de dere-
chos humanos y de igualdad sustantiva.

(…)

(…)

Los planteles educativos constituyen un espacio
fundamental para el proceso de enseñanza aprendi-
zaje. El Estado garantizará que los materiales di-
dácticos, la infraestructura educativa, su manteni-
miento y las condiciones del entorno, sean idóneos
y contribuyan a los fines de la educación.

(…)

Los planes y programas de estudio tendrán perspec-
tiva de género y una orientación integral…

(…)

II. El criterio que orientará a esa educación se basa-
rá en los resultados del progreso científico, luchará
contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres,
los fanatismos y los prejuicios.

(…)

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, a fin
de fortalecer el aprecio y respeto por la naturaleza,
la diversidad cultural, la dignidad de la persona, la
integridad de las familias, la convicción del interés
general de la sociedad, los ideales de fraternidad e
igualdad de derechos de todos, evitando los pri-
vilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos o
de individuos;

(…)

e) Será equitativo, para lo cual el Estado imple-
mentará medidas que favorezcan el ejercicio pleno
del derecho a la educación de las personas y com-
batan las desigualdades socioeconómicas, regiona-
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les y de género en el acceso, tránsito y permanencia
en los servicios educativos.

(…)

f) Será inclusivo, al tomar en cuenta las diversas
capacidades, circunstancias y necesidades de los
educandos. …

(…)

V. Toda persona tiene derecho a gozar de los be-
neficios del desarrollo de la ciencia y la innova-
ción tecnológica.

(…)

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del
desarrollo nacional para garantizar que éste sea in-
tegral y sustentable, (…) permita el pleno ejercicio
de la libertad y la dignidad de los individuos, gru-
pos y clases sociales, cuya seguridad protege esta
Constitución…

(…)

Bajo criterios de equidad social, productividad y
sustentabilidad se apoyará e impulsará a las empre-
sas de los sectores social y privado de la economía,
sujetándolos a las modalidades que dicte el interés
público y al uso, en beneficio general, de los recur-
sos productivos, cuidando su conservación y el am-
biente.

(…)

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al tra-
bajo digno y socialmente útil; al efecto, se promo-
verán la creación de empleos y la organización so-
cial de trabajo…

(…)

3. Del análisis integral de los anteriores preceptos te-
nemos que el Estado debe realizar acciones o políticas
que le permitan a todas las personas el acceso a una
educación inclusiva sin importar las barreras que en-
frentan los individuos (como la discapacidad, el origen
étnico o las condiciones socioeconómicas, entre
otras); a su desarrollo a través del empleo, también sin

importar si es en el ámbito formal (con una relación de
patrón-trabajador) o en el autoempleo, al acceso a
otros derechos, el acceso a servicios o productos que
entrega el Estado, a la convivencia familiar y social, a
su dignidad y a la no discriminación. Así como a go-
zar de los beneficios del desarrollo de la ciencia y la
innovación tecnológica.

4. Lograr lo anterior no es sencillo, debido a la inade-
cuada construcción de diferentes programas públicos
bajo estándares insuficientes que pueden ocasionar
discriminación por omisión, que nos obligan a los le-
gisladores a detectar y proponer modificaciones en la
legislación para combatirlos.

5. De acuerdo con el Inegi, el nivel de desempleo que
enfrenta México, con registros al mes de octubre de
2019, se encontraba en una tasa de desocupación de
3.6 por ciento a escala nacional. En el tercer trimestre
del mismo año, el porcentaje de la población ocupada
era de 27.7, con una tasa de desocupación de 7.7.1

6. Un grupo de comerciantes queretanos se han acer-
cado a plantearme problemas de su día a día, perso-
nas que se esfuerzan diario, de manera honesta, con-
tribuyendo con su esfuerzo al desarrollo de su familia
y su entorno, que se auto emplean y comprometen su
patrimonio para acercar productos a su comunidad y
que enfrentan las crisis económicas sin más herra-
mientas que su experiencia. Este grupo se encuentra
consciente de los beneficios de capacitarse y prepa-
rarse en temas que les permitirían asociarse, ampliar
su oferta, adquirir materia prima o productos a menor
precio, calidad, mejorar sus finanzas, conocer esque-
mas de ahorro y crédito, entre muchas otras que me-
joren su actividad y contribuyan a su crecimiento
personal.

7. Esa situación también la enfrentan profesionistas
emprendedores que requieren conocer otras discipli-
nas que complementan sus conocimientos, para crear
o fortalecer sus empresas o negocios.

8. Ambos grupos convergen en una necesidad, la de
contar con la capacitación suficiente en un esquema de
aprendizaje, que entienda principalmente que es una
actividad adicional y por lo tanto los cursos o talleres
deben ser intensivos, concretos, accesibles económica-
mente, en los horarios e inclusivos.
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9. En esta labor las instituciones educativas públicas o
privadas de nivel medio superior y superior y los ins-
titutos de capacitación pueden tener un papel muy im-
portante.

10. En México hay centros de formación para el traba-
jo en cada entidad federativa que ya ofrecen gran va-
riedad de talleres y cursos de capacitación, por lo que
la presente iniciativa pretende fortalecer su actividad
enfocada para las personas o grupos organizados que
auto emplean y que requieren una capacitación que
permitan la colaboración y que apoyen en su creci-
miento conjunto.

11. En 1991 se crearon los seis primeros Institutos de
Capacitación para el Trabajo: Aguascalientes, Micho-
acán, Morelos, Nuevo León, Sinaloa y Tamaulipas. En
2013 se creó el Instituto de Capacitación para el Tra-
bajo de la Ciudad de México, para atender a las em-
presas en materia de capacitación a su personal, ade-
más para dar la oportunidad a jóvenes que no han
podido ingresar en las modalidades de educación me-
dia superior, proporcionándoles herramientas para in-
gresar al mercado laborar o autoemplearse. Los dos úl-
timos institutos de capacitación creados en 2014
fueron Yucatán y Zacatecas.2

12. Los cursos de capacitación que ofrecen estos cen-
tros atienden diferentes disciplinas como administra-
ción, artes, asistencia social, comunicación, construc-
ción, asistencia educativa, gastronomía, entre otros,
que se enlazan con las empresas o industria y atienden
las necesidades de su personal.3

13. Siendo los temas de capacitación, por ejemplo, en
administración: administración de negocios y servicio
y comunicación con el cliente; o en contabilidad: re-
gistro de operaciones contables de bienes propios y
ajenos y elaboración de estados financieros,4 entre
otras y como podrá advertirse se trata de conocimien-
tos que les servirán en su actividad diaria.

14. En el Instituto Estatal de Capacitación de Gua-
najuato ofrecen programas para inserción laboral,
productividad, autoempleo y oferta de especialida-
des, y uno de sus modelos es la carrera de técnico
con terminal en comercialización para pequeños ne-
gocios que tiene como objetivo formar técnicos a
través de un proceso de educación pertinente y fle-
xible donde puedan aplicar sus experiencias del tra-

bajo diario que conlleve a un desarrollo y creci-
miento de su negocio.5

15. En conclusión, en México en la administración fe-
deral y la estatal, ya se tiene un avance en esta mate-
ria, de la que ahora se propone se oriente a las perso-
nas que se autoemplean y que, si se encuentran
organizadas, no dependan de la oferta educativa para
poder capacitarse, que además tengan la posibilidad de
que se realicen los cursos ajustados a sus necesidades,
que sea integral y que tengan continuidad.

16. En otro aspecto, también las universidades realizan
un esfuerzo importante, por ello se propone que, en
coordinación con las autoridades, puedan ofrecer tam-
bién capacitación para las personas que se autoemple-
an y que son emprendedores, como la Universidad Au-
tónoma de Querétaro donde su oferta educativa
contempla más de 20 cursos en diversas disciplinas.

Por lo expuesto presentamos la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se adiciona el artículo 38 de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral

Único. Se reforma la fracción XXVII y se adiciona la
XXVII Bis al artículo 38 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, para quedar como sigue:

Artículo 38. A la Secretaría de Educación Pública co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. a XXVI. (…)

XXVII. Organizar, promover y supervisar progra-
mas de capacitación y adiestramiento en coordina-
ción con las dependencias del gobierno federal, los
gobiernos de los estados, de la Ciudad de México
y de los municipios, las entidades públicas y priva-
das, así como los fideicomisos creados con tal pro-
pósito. A este fin organizará, igualmente, servicios
de educación básica para adultos y sistemas de
orientación vocacional de enseñanza abierta y de
acreditación de estudios.

XXVII Bis. Organizar, promover, proponer in-
centivos y supervisar en coordinación con las de-
pendencias del gobierno federal, los gobiernos de
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los estados, de la Ciudad de México y de los mu-
nicipios, con las instituciones educativas y de ca-
pacitación, programas de capacitación gratuita o
a bajo costo para emprendedores y para el auto-
empleo, en lo individual o de grupos organiza-
dos, con el objetivo de que mejoren la calidad de
sus productos o servicios, sus habilidades técni-
cas o artísticas, de atención al público, comercia-
lización, en materia contable y financiera, a ma-
nera enunciativa.

Los programas de capacitación, cursos o talleres
podrán ser solicitados por grupos organizados
en los temas de su interés, para lo cual los cen-
tros de capacitación establecerán los requisitos.

XXVIII. a XXXIV. (…)

Transitorio

Único. El presente decreto se publicará en el Diario
Oficial de la Federación y entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Notas

1 https://www.inegi.org.mx/temas/empleo/

2 http://www.dgcft.sems.gob.mx/welcome/index/submenu/18

3 http://www.icatebcs.gob.mx/oferta-educativa/

4 http://www.icateq.edu.mx/descargas/especialidades.pdf

5 http://ieca.guanajuato.gob.mx/ieca/carrera-tecnico-terminal-en-

comercializacion-para-pequenos-negocios/

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de 
San Lázaro, a 20 de febrero de 2020.

Diputada María Alemán Muñoz Castillo (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 194 BIS Y 271
DE LA LEY FEDERAL DE DERECHOS, A CARGO DE LA DI-
PUTADA ADRIANA GABRIELA MEDINA ORTIZ, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

Quien suscribe, diputada Adriana Gabriela Medina
Ortiz, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano en la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en los artículos
71, fracción II de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, así como el Artículo 6, nume-
ral 1, fracción I y los Artículos 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someten a la
consideración de esta asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona un artículo
194 H Bis y reforma el artículo 271 de la Ley Fede-
ral de Derechos para fortalecer en materia protec-
ción ambiental, infraestructura ambientalmente
sustentable, salud y educación a los municipios y
entidades federativas con alta exposición a daños
medioambientales derivados de un intenso flujo de
vuelos, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

El crecimiento comercial, industrial y tecnológico de
las sociedades en un mundo globalizado ha sido clave
en el desarrollo económico de países, regiones y co-
munidades. Desafortunadamente este desarrollo eco-
nómico no necesariamente va proporcionalmente
acompañado de mejoras en las condiciones de vida de
los habitantes de esas sociedades y en muchas ocasio-
nes conlleva impactos ambientales que abonan al de-
terioro en la calidad de vida de las comunidades.

Entre los rubros que generalmente se ven afectados
ante modelos de desarrollo generados de manera des-
ordenada o sin perspectivas de sostenibilidad podemos
encontrar el medio ambiente, la salud, la educación o
la protección civil. Ello, puede tener como consecuen-
cia la destrucción de ecosistemas, daño en la calidad
de los recursos naturales, proliferación de enfermeda-
des, exposición a riesgos, el calentamiento global, de-
bilidades estructurales para la recuperación ante de-
sastres de origen natural o antropogénico y el deterioro
generalizado en la calidad de vida y el espacio públi-
co. 

Ante estas realidades, desde 1997 se remonta el origen
del marco internacional en materia de protección am-
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biental, cuando se celebró la cumbre de Kioto, Japón,
en la que la mayoría de los gobiernos reconocieron es-
te tipo de problemas y tendencias. Por ello, desde esos
años “algunos países se comprometieron” a impulsar
esfuerzos generacionales para disminuir el impacto
ambiental que han tenido globalmente las dinámicas
económicas. Por ejemplo, en materia de generación de
CO2, “la Unión Europea fijó una meta de reducción
del 8 por ciento, y Estados Unidos y Japón acordaron
reducir las emisiones en un 7 por ciento y 6 por cien-
to, respectivamente”.1

En este contexto, en nuestros días el debate sobre re-
ducir las emisiones ha involucrado también al sector
de los transportes en general y el transporte aéreo en
particular, pues si bien es cierto que “a medida que au-
menta el número de pasajeros en un vehículo, aumen-
tan las emisiones totales de CO2 de dicho vehículo,
pero las emisiones por pasajero disminuyen”,2 lo cual
planteaba un escenario ambientalmente favorable para
el transporte aéreo en la década de 1990 del siglo XX,
también es cierto que en ciertos casos el crecimiento
exponencial que las operaciones aéreas han alcanzado
actualmente en determinados aeropuertos tiende a
opacar los aspectos positivos de este tipo de cálculos
al concentrar diversos tipos de contaminación deriva-
da de las operaciones aéreas en un mismo punto.

Cabe señalar que una de las alternativas ante este tipo
de fenómenos se puede considerar mecanismos de re-
cuperación ecológica, políticas específicas en materia
educativa y otras soluciones que en muchos casos re-
sultan onerosas. Ante esta situación de costos, entre las
respuestas para abordar el problema de las emisiones
con respecto al transporte se han encontrado los im-
puestos verdes que desde sus primeras expresiones se
presentaban principalmente en:

“-Impuestos sobre las emisiones cuyas tasas se fijan
en función del volumen de emisión y del grado de
daño ecológico, conocidos como -impuestos de Pi-
gou-. 

-Impuestos indirectos sobre los insumos de produc-
ción o sobre bienes de consumo cuya utilización
puede perjudicar el medio ambiente (por ejemplo,
los impuestos selectivos al consumo de gasolina). 

-Disposiciones sobre otros impuestos relacionadas
con la ecología. 

-Disposiciones que contemplan una depreciación
acelerada y tasas impositivas más bajas en el caso
de equipos y métodos de producción que permitan
ahorrar energía y reducir la contaminación”.

Consecuentemente podemos afirmar que hoy es un he-
cho que entre las respuestas más estudiadas ante di-
chos problemas está la proliferación de los impuestos
verdes o reformas de impuestos ecológicos. Asimis-
mo, se puede observar que “la característica común de
la reforma del régimen de los impuestos ecológicos ha
sido la aplicación de un gravamen sobre las emisiones
de dióxido de carbono. En todos los países se ha de-
mostrado que la forma más eficiente de alcanzar las
metas ecológicas es aplicar impuestos específicos so-
bre las emisiones de dióxido de carbono, que es con
mucho el gas que produce más efecto de invernade-
ro”.3

En este orden de ideas, resulta necesario reflexionar
sobre la posibilidad de generar mecanismos de recau-
dación orientados a la protección ecológica en general
y particularmente orientados a amortiguar las repercu-
siones del crecimiento exponencial del transporte aé-
reo y su concentración en aeropuertos con altos nive-
les de afluencia en los que se concentran millones de
operaciones aéreas al año.4

Es decir, si consideramos la concentración de eventos
de contaminación a partir del incremento de operacio-
nes aéreas focalizadas en los puntos de llegada y sali-
da y el transcurrir de pasajeros que requieren por lo
menos servicios elementales como agua corriente y
drenaje encontraremos que en aquellos puntos donde
se concentran más de 10 millones de pasajeros al año,
la demanda de recursos naturales y el impacto am-
biental necesariamente es una consecuencia. Para po-
ner en perspectiva tan sólo el tema de los aterrizajes y
despegues, tomemos en cuenta por ejemplo, que “un
avión Airbus A380, con capacidad máxima de com-
bustible de 323,546 litros… uno de los más grandes y
con mayor capacidad de pasajeros, emplea la cantidad
de energía que equivaldría al combustible usado por
3.500 automóviles”.5 Es decir, considerando que una
aeronave con las características del Airbus A380 pue-
de transportar hasta 544 pasajeros,6 y pensando que
únicamente volaran aviones llenos (lo cual no sucede
y en consecuencia se requieren más aviones para una
estimación realista), en un año un aeropuerto en el que
confluyen 10 millones de pasajeros registraría 18 mil
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382 despegues o aterrizajes al año,7 es decir 50.36
vuelos diarios, lo que representaría que en un mismo
espacio diariamente se generarían aproximadamente
las emisiones de CO2 equivalentes a 176 mil 260 au-
tomóviles.

Derivado de estas realidades, a lo largo del mundo se
han impulsado esfuerzos para aminorar el impacto de
la aviación en el medio ambiente y actualmente “Fran-
cia, Alemania, Italia, Bélgica, Países Bajos, Dinamar-
ca, Luxemburgo, Suecia y Bulgaria aprobaron una de-
claración conjunta para pedir a la Comisión Europea la
creación de un impuesto sobre la aviación”.8

En nuestro país, el impacto ambiental de los aeropuer-
tos con mayor afluencia es cada vez más evidente y en
consecuencia, por ejemplo, dentro del debate para la
transformación del sistema aeroportuario de la Ciudad
de México, el aeropuerto empiezo a ser reconocido por
la población como una de las explicaciones probables
a la escasez de agua en zonas aledañas a los aeropuer-
tos. Este fenómeno parece presentarse en los aero-
puertos con mayor afluencia del país, tal y como se re-
fleja en la relatoría “Especial en DHAyS en su misión
a México en mayo de 2017”, integrada en el “Estudio
sobre Protección de Ríos, Lagos y Acuíferos desde la
Perspectiva de los Derechos Humanos” publicado por
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la
Universidad Nacional Autónoma de México.9

Aunado a lo anterior debe considerarse que la exposi-
ción a contaminación por el sonido que generan las
operaciones aéreas “suele afectar a urbanizaciones o
núcleos urbanos periféricos”. Al respecto, hay infor-
mes de la Comisión Europea que encuentran correla-
ciones directas entre el ruido nocturno del transporte
aéreo y la incidencia de enfermedades coronarias.10

Cabe señalar que mientras la industria aeronáutica ha
hecho algunos esfuerzos para disminuir los efectos
acústicos de su operación, estudios de instituciones
como la Universidad Complutense de Madrid han
planteado que “la contaminación acústica en los ámbi-
tos aeroportuarios presenta una peculiar problemática,
mayor en lo que se refiere a la convención de los pa-
rámetros físicos en los que se sustenta y a los sistemas
de medición-evaluación de rumorosidad”.11

Derivado de todo anterior y considerando que México
cuenta con 77 aeropuertos mil 465 aeródromos y 530

helipuertos; que en nuestro país anualmente se mue-
ven 859. 3 Millones de toneladas de mercancía vía aé-
rea, y que de acuerdo con las cifras de la SCT, en vue-
los nacionales, domésticos e internacionales se ha
registrado una alza constante desde 2012 en la ocupa-
ción, el problema adquiere otras dimensiones en los
municipios y alcaldías donde se ubican los aeropuertos
con mayor tráfico aéreo y, a su vez, ese problema irá
en aumento junto al alza en la frecuencia de aterriza-
jes y despegues. Ello, si tomamos en cuenta que las ae-
rolíneas nacionales registran un crecimiento anual to-
tal de 8.5 por ciento12 y que existen al menos cuatro
municipios o alcaldías en el país en los que la afluen-
cia de pasajeros supera los 10 millones anuales.

Tan solo en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad
de México durante 2019 las operaciones superaron los
419 mil 790 despegues o aterrizajes, es decir aproxi-
madamente mil 150 despegues o aterrizajes cada 24
horas, lo que significan 47 despegues o aterrizajes en
promedio cada hora.

En consecuencia, el impacto de esa actividad derivó en
2019 en la movilización y prestación de servicios para
más de 50 millones 308 mil 49 pasajeros al año.13

Así como la población de la alcaldía de Venustiano
Carranza, en la Ciudad de México, se expone a pro-
blemas medioambientales y de salud, sin considerar
los riesgos implícitos en la posibilidad de accidentes
aéreos que posiblemente superen las capacidades de la
dicha alcaldía para atender una eventual emergencia
de protección civil.

Adicionalmente, podemos encontrar ejemplos simila-
res en cuanto a riesgos de protección civil y afectacio-
nes medioambientales en municipios como Tlajomul-
co, en Jalisco, donde se ubica el “Aeropuerto
Internacional de Guadalajara Miguel Hidalgo y Costi-
lla”, con una afluencia anual por encima de los 14 mi-
llones de pasajeros;14 el municipio de Benito Juárez,
donde se encuentra el Aeropuerto Internacional de
Cancún cuya afluencia anual ha llegado a los 23 mi-
llones de pasajeros,15 o el municipio de Apodaca, don-
de se encuentra el Aeropuerto Internacional de Monte-
rrey que en 2019 ha alcanzado los 11 millones de
pasajeros al año.16

En consecuencia, la presente iniciativa propone adi-
cionar un artículo 194H Bis y reformar el artículo
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271 de la Ley Federal de Derechos para establecer
pagos anuales por parte de las aerolíneas que operan
en los aeropuertos cuya afluencia anual supera los
10 millones de pasajeros. Estos pagos varían de
acuerdo a la cantidad de pasajeros que movilizó la
aerolínea y en función de si la aerolínea realiza ope-
raciones nacionales e internacionales o sólo nacio-
nales o sólo internacionales. Asimismo, la recauda-
ción sería orientada a fortalecer los esfuerzos
municipales y estatales en materias de salud, educa-
ción infraestructura ambientalmente amigable y pro-
tección ambiental, así como la protección ambiental
desde la federación.

En consecuencia se espera que el pago de este derecho
no impacte trascendentalmente en la operación de las
aerolíneas por la manera en que está diseñado, los
montos concebidos y las estimaciones anunciadas a
partir de este año para el transporte carretero. Adicio-
nalmente, se espera que de aprobarse esta iniciativa se
coadyuve a diversificar el mercado y proyectar, a par-
tir del propio mercado una mejor optimización del uso
del espacio aéreo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me sirvo so-
meter a consideración de esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de:

Decreto

Que adiciona un artículo 194 H Bis y se reforma el
artículo 271 a la Ley Federal de Derechos

Artículo Único. Se adiciona un artículo 194 H Bis y
se reforma el artículo 271 de la Ley Federal de Dere-
chos para quedar como sigue:

Artículo 194-H Bis. Por los servicios de operación
aeroportuaria en instalaciones cuya afluencia
supere los 10 millones de pasajeros al año las aero-
líneas deberán cubrir un pago anual por concepto
de afectación por impacto ambiental, conforme a
las siguientes cuotas:

I. Las aerolíneas que desarrollen operaciones na-
cionales e internacionales en aeropuertos con
afluencia superior a los 10 millones de pasajeros
al año, deberán cubrir el monto anual equiva-
lente a 10 pesos multiplicados por el número de
pasajeros a los que prestaron servicios en dichos

aeropuertos durante el ejercicio fiscal inmediato
anterior

II. Las aerolíneas que desarrollen únicamente
operaciones nacionales en aeropuertos con
afluencia superior a los 10 millones de pasajeros
al año, deberán cubrir el monto anual equiva-
lente a 5 pesos multiplicados por el número de
pasajeros a los que prestaron servicios en dichos
aeropuertos durante el ejercicio fiscal inmediato
anterior.

III. Las aerolíneas que desarrollen únicamente
operaciones internacionales en aeropuertos con
afluencia superior a los 10 millones de pasajeros
al año, deberán cubrir el monto anual equiva-
lente a 5 pesos multiplicados por el número de
pasajeros a los que prestaron servicios en dichos
aeropuertos durante el ejercicio fiscal inmediato
anterior.

Para el cálculo de los pagos únicamente se conside-
rarán las operaciones realizadas en aeropuertos cu-
ya afluencia supere los diez millones de pasajeros
durante el ejercicio fiscal.

Para los efectos del artículo 2o. de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, no se incluirá en la recaudación fe-
deral participable, la recaudación total que se ob-
tenga de los derechos a que se refiere el artículo
194-H BIS de esta Ley, y se distribuirá, en un 70
por ciento a los municipios y demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México en los que estén
ubicados los aeropuertos con afluencia anual supe-
rior a los 10 millones de viajeros, el 20 por ciento a
la entidad federativa correspondiente, a fin de que
se apliquen en términos de lo dispuesto por el artí-
culo 271 de esta Ley; el 10 por ciento irá a la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales
para desempeñar las funciones de Cuidado del Me-
dio Ambiente encomendadas en Ley General de
Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente
(LGEEPA). La distribución de estos recursos entre
los municipios y demarcaciones de la Ciudad de
México, y entre las entidades federativas corres-
pondientes, se determinará con base en el porcen-
taje de viajeros que hubiesen concurrido a los ae-
ropuertos a través de operaciones aeroportuarias,
en beneficio de los respectivos municipios o demar-
cación de la Ciudad de México.
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Artículo 271. Los ingresos que se obtengan por la re-
caudación de los derechos a que se refieren los artícu-
los 194 H Bis, 268, 269 y 270 de esta Ley podrán ser
empleados en acciones para mejorar las condiciones
de los centros educativos y de los servicios de salud,
así como en inversión física con un impacto social,
ambiental y de desarrollo urbano positivo, incluyendo:

I. a V. …

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor en el ejer-
cicio presupuestal inmediato posterior al ejercicio pre-
supuestal vigente al día de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Notas
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ciembre 2019, SCT, disponible en https://www.aicm.com.mx/wp-

content/uploads/2013/09/AICM-EN-CIFRAS-DICIEMBRE-

2019.pdf 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 21 Y 23 DE LA

LEY PARA LA COORDINACIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPE-
RIOR, A CARGO DEL DIPUTADO IVÁN ARTURO PÉREZ NE-
GRÓN RUIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Quien suscribe, Iván Arturo Pérez Negrón Ruiz, di-
putado federal, integrante del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social de la LXIV Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 71 fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6 fracción I, 77 y 78, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración del pleno de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman y adicionan los artículos 21 y 23 de la
Ley para la Coordinación de la Educación Supe-
rior, argumentada y sustentada al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El artículo 3o., párrafo tercero, fracciones IV y V, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos establece que el Estado garantizará la calidad de la
educación obligatoria y gratuita, teniendo dicha Insti-
tución la responsabilidad de promover y atender todos
los tipos y modalidades educativos necesarios para el
desarrollo de la nación, siendo uno de éstos precisa-
mente la educación superior.

Dentro de este concepto, la fracción VII de dicho artí-
culo constitucional reconoce la autonomía de las uni-
versidades y demás instituciones de educación supe-
rior, respeto de lo cual se indica que tendrán la facultad
y la responsabilidad de gobernarse a sí mismas, respe-
tando la libertad de cátedra e investigación así como
de libre examen y discusión de ideas, además de ad-
ministrar su patrimonio, entre otros temas altamente
significativos que le dan contenido y sustancia a la au-
tonomía universitaria.

La autonomía universitaria es un concepto central pa-
ra las instituciones de educación superior. Refiere no
solamente la capacidad de gobernarse, sino también,
como lo dispone la fracción VII del artículo tercero
constitucional, la realización de los fines a cargo del
Estado: educar, investigar y difundir la cultura, respe-
tando la libertad de cátedra, planes y programas de es-
tudio; determinación de los términos de ingreso, pro-
moción y permanencia de su personal académico y,
leitmotiv, administrar su patrimonio 
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Desde hace aproximadamente 89 años en que se reco-
noció la autonomía universitaria, ésta se ha constitui-
do como un precedente fundamental dentro del siste-
ma mexicano de educación superior. “invocar la
autonomía universitaria es señalar la posibilidad que
tienen desde hace (más) de 50 años a nivel nacional es-
tas comunidades de garantizar la educación superior y
ofrecerla al alcance del pueblo.” Tiene, en la autono-
mía universitaria, el Estado “un compromiso perma-
nente por respetar irrestrictamente la autonomía para
que las instituciones de cultura superior se organicen,
administren y funcionen libremente (…). Fortalecer
estas instituciones arraigadas y obligadas con la colec-
tividad nacional e independiente entre sí, es requisito
indispensable para el cumplimiento de su objeto,” se-
ñaló con toda razón el decreto modificatorio del artí-
culo 3º constitucional del 9 de junio de 1980, poste-
riormente modificado, mediante iniciativa del 26 de
febrero de 2013, para quedar como actualmente lo co-
nocemos.

La autonomía universitaria corre dentro del cauce ins-
titucional y forma parte de las instituciones del Estado
mexicano. Son, de acuerdo a su naturaleza, entidades
públicas con personalidad jurídica y patrimonio pro-
pios. En este caso, corresponde al Legislativo y, en
particular, a esta Cámara de Diputados, proporcionar
un renglón de financiamiento que atienda los criterios
básicos para evitar su opacidad administrativa y fo-
mentar una educación de calidad. De ahí depende el
desarrollo nacional. En él se construye, promisorio, un
futuro en favor de la soberanía, la independencia y el
desarrollo regional, por eso la necesidad de reordenar
sus cauces y reformar aquello que impide su incorpo-
ración plena al desarrollo nacional, en virtud de inte-
reses mezquinos que limitan su capacidad de organi-
zación y despliegue institucional.

Respecto al financiamiento de las instituciones de edu-
cación superior, el Estado mexicano reconoce la
obligación que tiene el Congreso de la Unión para
“fijar las aportaciones económicas correspondien-
tes a ese servicio público” (fracción VIII del artícu-
lo 3o. constitucional), siendo éstas las que se recono-
cen a través de las denominadas aportaciones
federales para entidades federativas y municipios o
ramo 33, mecanismo presupuestario diseñado para
transferir a los estados y municipios recursos que les
permitan fortalecer su capacidad de respuesta y aten-
der demandas de gobierno, condicionando su gasto a

la consecución y cumplimiento de los objetivos que
para cada tipo de aportación establece la Ley de Coor-
dinación Fiscal, a través de los fondos siguientes:

I. Nómina educativa y gasto operativo.

II. Servicios de salud.

III. Infraestructura social.

IV. Fortalecimiento de los municipios y de las al-
caldías de la Ciudad de México.

V. Aportaciones múltiples.

VI. Educación tecnológica y de adultos.

VII. Seguridad pública de los estados y de la Ciu-
dad de México.

VIII. Fortalecimiento de las entidades federativas.

Con tales recursos, la Federación apoya a los gobier-
nos locales que deben atender las necesidades de su
población; buscando además, fortalecer los presupues-
tos de las entidades federativas y las regiones que con-
forman.1

En razón a su vinculación con el sistema educativo, las
aportaciones económicas tienen un reconocimiento
expreso en el texto constitucional,2 de carácter obliga-
torio, el cual se norma a través del Ramo 33 como se
ha señalado con anterioridad; sin embargo, la Ley pa-
ra la Coordinación de la Educación Superior, que data
del 30 de diciembre de 1978, no ha sufrido las ade-
cuaciones necesarias que permitan un funcionamiento
adecuado y oportuno en beneficio de las instituciones
de educación superior, presentando cuarenta años de
retraso, siendo necesario armonizar su contenido y ali-
nearla con los ordenamientos vigentes en materia de
coordinación intergubernamental y financiamiento pú-
blico. 

Sin duda, la Ley de Coordinación Fiscal constituye un
referente fundamental para encuadrar la asignación de
recursos a los Estados, y de éstos a las diferentes uni-
versidades públicas del país. Requerimos para ello, sin
embargo, realizar un profundo reconocimiento de la
“función social” que desempeñan estas instituciones y
la necesidad de optimizar los procesos de aprobación,
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autorización, asignación y ministración de recursos, ya
que en la situación actual, además de tortuoso, el pro-
cedimiento de asignación resulta anacrónico y falto de
vinculación con otros ordenamientos que se han veni-
do actualizado a partir del 30 de marzo de 2006 en que
se publicó la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria.

Todo lo anterior será en pro de los jóvenes mexicanos
siempre y cuando las universidades, en su calidad de
sujetos obligados, observen de manera indubitable los
principios de publicidad, transparencia, acceso a la in-
formación, racionalidad del gasto público y rendición
de cuentas, que establece la legislación aplicable en la
materia.

III. Problemática desde la Perspectiva de Género,
en su caso.

IV. Argumentos que la Sustenten

La Ley para la Coordinación de la Educación Supe-
rior, expedida el 30 de diciembre del año de 1978, tie-
ne por objeto, de acuerdo a lo dispuesto por el artícu-
lo 1o., el de establecer bases para la distribución de la
función educativa de tipo superior entre la Federación,
los Estados y los Municipios, así como prever las
aportaciones económicas correspondientes, a fin de
coadyuvar al desarrollo y coordinación de la educa-
ción superior, dando cumplimiento al artículo 3o.,
fracción VIII, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

En correlación, el artículo 21 de la citada Ley, dispone
lo siguiente:

“Articulo 21. La Federación, dentro de sus posibi-
lidades presupuestales y en vista de las necesida-
des de docencia, investigación y difusión de la
cultura de las instituciones públicas de educación
superior, les asignará recursos conforme a esta Ley
para el cumplimiento de sus fines.

Además, las instituciones podrán llevar a cabo pro-
gramas para incrementar sus recursos propios y am-
pliar sus fuentes de financiamiento.” 

Como se desprende del artículo en comento, tenemos
primeramente que la Ley para la Coordinación de la
Educación Superior deja a criterio del gobierno fede-

ral para que “dentro de sus posibilidades presupuesta-
les” asigne los recursos a las universidades del país,
tanto del ámbito federal como del orden estatal, te-
niendo como componentes para definir ese criterio,
conceptos tan amplios como “necesidades de docen-
cia”, mismo que podría traducirse simplemente como
sueldos de profesores. 

Por su parte, el numeral 23 del ordenamiento referido,
dispone que dichos recursos se determinarán “aten-
diendo a las prioridades nacionales y a la participación
de las instituciones en el desarrollo del sistema de edu-
cación superior y considerando la planeación institu-
cional y los programas de superación académica y de
mejoramiento administrativo, así como el conjunto de
gastos de operación previstos”.

Con estos “parámetros” el gobierno federal, a través
de la Secretaría de Educación Pública, celebra con los
Gobiernos Estatales y con las Universidades Públicas
Estatales, “Convenios Marco de Colaboración para
Apoyo Financiero” y sus respectivos anexos de ejecu-
ción y, a través de estos instrumentos, la Federación
(de acuerdo a sus posibilidades presupuestales) esta-
blece los montos de recursos que otorgará a la Univer-
sidad en cuestión, a la vez que compromete a los go-
biernos estatales a otorgar su aportación
correspondiente. Los esquemas de financiamiento va-
rían de Universidad a Universidad, siendo los esque-
mas 50-50 y 70-30 las fórmulas más consistentes. 

Ante tales circunstancias, la realidad de las universida-
des públicas estatales muestra que las asignaciones que
hacen los gobiernos federal y locales en esos convenios
colaboración resultan insuficientes para sufragar los
gastos necesarios para el funcionamiento y operación
de las mismas, pues lo recurrente es que apenas inicia-
do el tercer trimestre del ejercicio, se presente la nece-
sidad de recursos adicionales o extraordinarios para ha-
cer frente a los gastos de operación irreductibles que
representan, principalmente, los servicios personales.

Además de ello, la ambigüedad en los criterios para
determinar las asignaciones presupuestales de estas
instituciones de educación superior, es preciso men-
cionar que lo que prevalece desafortunadamente en
esas asignaciones es el cálculo político, los intereses
de grupo, la cooptación de clientelas electorales y has-
ta los chantajes políticos, proceso en el que participan
diversos actores institucionales, que participan dentro
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de un proceso simulado de “presupuestación” que re-
sulta ser insuficiente, en virtud de lo cual estimulan a
las máximas autoridades educativas de las universida-
des a realizar las “gestiones” necesarias ante los go-
biernos federal y estatal, para obtener recursos ex-
traordinarios que permitan cubrir las necesidades de la
institución; las cuales resultan ser secundadas por
amenazas de paros de labores por parte de los sindica-
tos, presión social de éstos y de la comunidad univer-
sitaria, hasta que, como cada año, salen los gobiernos
al rescate, se cuelgan la medalla, y preparan el presu-
puesto deficitario para el año siguiente. 

Este círculo, contrario al interés público, debe modifi-
carse. La autonomía universitaria no debe confundirse,
dando paso a “arreglos” extra institucionales que lasti-
man nuestro estado de derecho y el desarrollo creativo
de la investigación científica. El Estado, los poderes
públicos de los tres niveles de gobierno, debemos asu-
mir con responsabilidad los cambios que amerita nues-
tro país; no podemos seguir avanzando con una mira-
da impronta que minimiza la realidad lacerante que
viven las universidades públicas de nuestro país. 

Avancemos con un proyecto progresista, que ponga en
el vértice de las políticas públicas, un proyecto de uni-
versidad pública con calidad, de excelencia y para ha-
cer que esto suceda, necesitamos fortalecer su capaci-
dad institucional, a través del mejoramiento de su
capacidad financiera y de operación institucional.

V. Fundamento Legal

Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 71, fracción II; Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, artículo 58, fracción I; Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, artículos 6, fracción I,
77, numeral 1, y 78. 

VI. Denominación del Proyecto de Ley o Decreto

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 21 y 23 de la Ley para la Coordinación de la Edu-
cación Superior.

VII. Ordenamientos a Modificar

Artículos 21 y 23 de la Ley para la Coordinación de la
Educación Superior.

VIII. Texto Normativo Propuesto

Artículo 21. La Federación, dentro de sus posibilida-
des presupuestales, en vista del cumplimiento de sus
fines y de las necesidades de docencia, investigación y
difusión de la cultura de cada institución pública de
educación superior, deberá considerar los siguientes
indicadores para efectos de asignación de recursos:

a) Matrícula de alumnos registrada durante el ciclo es-
colar previo al ejercicio fiscal que se autoriza;

b) Plantilla de trabajadores docentes y administrativos,
autorizada por las autoridades educativas competentes
en la materia, e

c) Infraestructura educativa instalada de las institucio-
nes públicas de educación superior de cada entidad fe-
derativa. 

Los recursos asignados no podrán ser menores a los
ejercidos en el ejercicio fiscal inmediato anterior al del
año de que se trate, en lo referente al gasto operativo
irreductible de las instituciones públicas de educación
superior, debiendo de regirse bajo principios de efica-
cia, eficiencia, transparencia, rendición de cuentas y
disciplina presupuestaria que establece la legislación
aplicable en la materia. 

Asimismo, las instituciones podrán llevar a cabo pro-
gramas para incrementar sus recursos propios y am-
pliar sus fuentes de financiamiento. 

Artículo 23. Los recursos que conforme al Presupues-
to de Egresos de la Federación se asignen a las institu-
ciones de educación superior se determinarán aten-
diendo, además de a lo dispuesto por el artículo 21, a
las prioridades nacionales y a la participación de las
instituciones en el desarrollo del sistema de educación
superior y considerando la planeación institucional y
los programas de superación académica y de mejora-
miento administrativo, sin menoscabo del conjunto de
gastos de operación previstos. 

Para decidir la asignación de los recursos a que se re-
fiere el párrafo anterior, en ningún caso se tomarán en
cuenta consideraciones ajenas a los fines de carácter
educativo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
21. En su calidad de sujetos obligados, observarán de
manera indubitable los principios de publicidad, trans-
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parencia, acceso a la información, racionalidad del
gasto público y rendición de cuentas, que establece la
legislación aplicable en la materia.

IX. Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal del año 2019 debe-
rá considerar lo dispuesto en el presente Decreto, en la
asignación de recursos presupuestales a las institucio-
nes públicas de educación superior para dicho ejerci-
cio fiscal.

Notas

1 http://hacienda.gob.mx/ApartadosHaciendaParaTodos/aporta-

ciones/33/aportaciones.html

2 Con la reforma a la fracción IV del artículo 3o. constitucional, y

la adición específica del párrafo quinto, del 13 de diciembre de

1934, se faculta al “Congreso de la Unión, con el fin de unificar y

coordinar la educación en las entidades de la República, (…), a fi-

jar las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio

público (…).” Véase Diario Oficial de la Federación, del 13 de di-

ciembre de 1934. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_0

20_13dic34_ima.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
Ciudad de México, a 20 de febrero de 2020.

Diputado Iván Arturo Pérez Negrón Ruiz (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 28 DE LA CONS-
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICA-
NOS, SUSCRITA POR INTEGRANTES DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRD

Las y los suscritos diputados, integrantes del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Democrá-
tica en la LXIV Legislatura, con fundamento en los ar-
tículos 71, fracción II, de Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 77, 78 y 102, numeral 2,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
la consideración de esta honorable asamblea, la pre-
sente iniciativa que reforma y adiciona el artículos
28, párrafo sexto de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, conforme a la siguiente: 

Planteamiento del Problema

El desafío más apremiante que enfrenta la nación me-
xicana después de más tres décadas de promediar un
magro crecimiento ligeramente superior a 2.3 por
ciento hasta 2018,1 y paralizarse en 2019, en cero por
ciento,2 es, sin duda, revitalizar y potenciar las válvu-
las impulsoras que posibiliten crecimiento y, con ello
el empleo, y al mismo tiempo, posibilite una redistri-
bución del ingreso más equitativo con inclusión social.

Desde la citada reforma constitucional, Banco de Mé-
xico, en su responsabilidad institucional de banca cen-
tral para todo el territorio nacional y regulador, con la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, constituyen
los pilares fundamentales del Sistema Financiero Me-
xicano. 

Sin embargo, desde la dimensión regulatoria-institu-
cional, Banco de México, el catálogo de las funciones
que se desempeña es vasto, podríamos señalar algu-
nas, como: ser el rescatista de última instancia, cola-
boración conjunta con la Secretaría de Hacienda en la
determinación del tipo de cambio, emisión de moneda,
entre otras. 

Sin embargo, hay una significativa ausencia: la asig-
nación de la responsabilidad explicita (legal o cons-
titucional), tendiente a coadyuvar a estimular el cre-
cimiento económico o el pleno empleo; asunto por
demás polémico, que desde hace tiempo ha sido inser-
to en las discusiones académicas, legislativas, entre
otras.
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El presente planteamiento adopta esta propuesta legis-
lativa, la cual, vale señalar, ha cobrado mayor relevan-
cia, en la medida, en que la Reserva Federal de los Es-
tados Unidos (la institución homóloga del Banco de
México) de nuestro mayor vecino comercial, sí posee
un doble mandato:

De un lado, mediante la política monetaria se enfoca a
mantener el poder adquisitivo de la moneda; pero tam-
bién, de otro lado, debe impulsar el crecimiento eco-
nómico con pleno empleo.

La presente iniciativa persigue este afán: Hacer explí-
cito un segundo mandato a Banco de México (el pri-
mero ya lo tiene desde 1993 y, como más adelante se
expone, ha sido exitoso). 

Por tanto, esta propuesta, buscará conferirle atribucio-
nes a Banco de México en lo relativo a la responsabi-
lidad de coadyuvar a alentar mayor crecimiento eco-
nómico y pleno empleo, a través de la instrumentación
de la política monetaria, desde luego, sin contravenir
el primer mandato, que ya ostenta, de preservar la es-
tabilidad del poder adquisitivo de la moneda. 

Argumentos

Como ya afirmábamos líneas atrás, el desafío más
apremiante que enfrenta la nación mexicana después
de más tres décadas de promediar un magro creci-
miento ligeramente superior a 2 por ciento hasta 2018,
y paralizarse en 2019, en cero por ciento, según lo in-
dican las cifras del Inegi, es, sin duda, revitalizar y po-
tenciar las válvulas impulsoras que posibiliten creci-
miento y, con ello el empleo, y en general, y posibilite
una redistribución del ingreso más equitativo con in-
clusión social.

Para atender este propósito, la teoría económica deli-
nea un conjunto de instrumentos en materia de políti-
ca económica, que los gobiernos disponen e instru-
mentan a través los organismos o entes institucionales
responsables del diseño e implementación de políticas
públicas, particularmente, en función de las múltiples
fases que conforman el ciclo económico:3 recupera-
ción, auge, crisis y recesión.

Faces del Ciclo Económico

Recuperación,4 Expansión,5 Auge6 y Recesión7

En esencia estos mecanismos de política económica
buscan, desde atemperar los eventos impactos negati-
vos de la demanda, ya sea al alza o a la baja; o de la
escasez (oferta), que en el mercado interno podrían
acarrear resultados adversos o poco satisfactorios, Y
más aún, podrían adicionar una fuerte dosis de com-
plicación de conjuntarse con factores externos adver-
sos.

Un caso emblemático fue la crisis financiera del 2008
acontecida en los Estados Unidos, que ante los riesgos
que amenazaban con colapsar su sistema financiero, se
adoptaron políticas enfocadas a neutralizar o atenuar
dichos riesgos, pero lo más sorprendente, que las dis-
tinguió fue la celeridad de su instrumentación.

Ciertamente, la amenaza de contagio a todo el orbe lo
exigía, no obstante, millones de empresas desaparecie-
ron por este motivo alrededor del mundo.

Para enfrentar la crisis financiera, la Reserva Federal
de los Estados Unidos (la institución homóloga del
Banco de México) de nuestro mayor vecino comercial,
que al consignar este doble mandato, en materia de
monetaria, de velar por el mantenimiento del poder ad-
quisitivo de la moneda; pero, al mismo tiempo, impul-
sar el crecimiento económico con pleno empleo, con-
siguió reencauzar a la economía norteamericana por la
senda del crecimiento como lo muestra la gráfica.
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Dos fueron vectores relevantes los que se afirmaron
para afrontar el desafío: la política fiscal y la política
monetaria. Desde el primer ángulo, concretamente, se
reedito la política expansionista del gasto público, re-
comendada siete décadas atrás por John Maynard
Keynes. 

Desde la perspectiva de la política monetaria, fue la
Reserva Federal de los Estados Unidos la encargada
de aplicar una postura monetaria también expansionis-
ta, consistente, fundamentalmente, en la reducción de
las tasas de interés. 

La combinación de ambas políticas públicas en con-
junto, como partes integrantes de la institucionalidad
del Estado, en funciones de gobierno, lograron mitigar
en gran medida los prejuicios e impactos negativos so-
bre la actividad económica en nuestro principal socio
comercial.

Pero para ello fue imperativo instrumentar un cuantio-
so rescate financiero para atajar la acelerada e incon-
trolada incertidumbre en el sistema financiero, y miti-
gar así la exorbitante quiebra de miles de empresas
que pendían del rescate de grandes empresas del sec-
tor industrial, comenzando con las tres grandes de De-
troit: Ford, General Motors y Crysler.

Lo anterior confirmó el acierto de contar con una insti-
tución autónoma en esta materia como es el Banco de
México, responsable de desplegar la política monetaria.

Sin embargo, actualmente, el Banco de México, como
parte de las instituciones autónomas constitucionales,
no tiene asignada ninguna responsabilidad explicita
tendiente a estimular el crecimiento económico o el
pleno empleo.

No obstante, en la coyuntura actual, han surgido di-
versas y crecientes y voces críticas que claman en tor-
no de que se modifique la Constitución para añadir un
doble mandato el Banco Central.

El marco constitucional que constituye la base de la
política monetaria del Banco Central nos remite al ar-
tículo 28 de la Constitución Política, el cual establece
que el Estado contará con un Banco Central con ca-
rácter autónomo en el ejercicio de sus funciones y en
su administración, siendo su objetivo prioritario pro-
curar la estabilidad del poder adquisitivo de la mo-
neda nacional.

Dichas atribuciones se remontan a la reforma constitu-
cional aprobada en 1993 y forman parte del paquete
presentado por el entonces presidente Carlos Salinas
de Gortari, una nueva persona de derecho público con
carácter autónomo. 

El origen de la propuesta de desvinculación de los
bancos centrales de los ciclos políticos se orientó a
garantizar la consistencia en la política monetaria
en el largo plazo, es decir, no estar subordinada al
Ejecutivo o la discrecionalidad, por parte de los dise-
ñadores de política pública en un periodo específico.8

En el caso mexicano, de igual forma, la evidencia em-
pírica muestra la efectividad de la reforma constitu-
cional, relativa a la autonomía al Banco de México en
política monetaria, donde el objetivo central se cum-
plió cabalmente, pues, la inflación literalmente se des-
plomó al pasar de niveles cercanos a 150 por ciento en
1988, a niveles de tres por ciento, en 2016, y repuntes
en 2017 y 2019, a niveles de 6.77 por ciento y regre-
sar a los niveles de 3 por ciento,9 respectivamente.

Tasa de Inflación 1988-2018
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El elemento fundamental que procura Banxico, en ma-
teria de política monetaria, es la estabilidad de precios;
lo cual se consagra en la Constitución; pero también,
vale subrayar, sus atribuciones están definidos y se ar-
monizan sus respectivos estatutos legales, por ejem-
plo, el Consejo de Gobernadores del Sistema de la Re-
serva Federal de los Estados Unidos de América tiene
como finalidad el de mantener y consolidar el desarro-
llo de la moneda y el crédito 

Con la presente iniciativa se busca recuperar y combi-
nar tanto la política monetaria como la fiscal y finan-
ciera, como instrumentos, en su dimensión colectiva y
cauce institucional de política pública, para garantizar
la soberanía monetaria, revisando el papel del Banco
de México y la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico en la conducción de la política económica, parti-
cularmente, en sus vertientes fiscal y monetaria, con el
objeto de mantener un ritmo de crecimiento económi-
co acorde con las necesidades de nuestros recursos na-
turales, capital humano, pero sobre todo, para satisfa-
cer las necesidades de nuestra población nacional.

Concretamente, se plantea la ampliación de facultades
al Banco de México y a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, con el objeto de crear condiciones fi-
nancieras y crediticias necesarios para invertir en el
desarrollo de infraestructura productiva sectorial y re-
gional, que reactive el dinamismo e integración entre
los sectores económicos y fundamentalmente que re-
presenten un fuerte impacto en la generación de em-
pleos e incrementen la eficiencia económica principal-
mente en aquellas regiones del país donde se registran
los mayores niveles de pobreza y en los sectores que
se consideran estratégicos y prioritarios para el des-
arrollo nacional. 

Ampliar el objetivo prioritario del Banco de México
significa, también, comprometer a la institución, a
promocionar el desarrollo nacional a través de la esta-
bilidad de la moneda, las tasas de interés acordes y ni-
veles de riesgo país con grado de inversión para pro-
mover la inversión, entre otras.

Y en el caso de la Secretaría de Hacienda, impulsar el
empleo y el crecimiento, para lo cual habrá de presio-
nar el ejercicio del gasto en las dependencias o secre-
tarías, a fin de eliminar, por ejemplo, los subejercicios
presupuestales en el rubro de inversión pública que
durante los últimos años han mostrado, principalmen-

te, las secretarías de Comunicaciones y Transportes y
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Petróleos
Mexicanos, y la Comisión Federal de Electricidad. 

En esta tesitura, las y los legisladores del Partido de la
Revolución Democrática (PRD) proponen con esta
iniciativa, esencial y prioritariamente, adicionar al
mandato constitucional de mantener el poder adquisi-
tivo de nuestra moneda, al tiempo de alentar el creci-
miento económico con pleno empleo, a través de re
direccionar del gasto público, y con ello integrar, pro-
mover y desarrollar cadenas de valor a nivel sectorial,
y de acuerdo con la vocación regional, todo ello, en el
marco del Plan Nacional de Desarrollo.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción la siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto que reforma y adiciona el artículo 28, pá-
rrafo sexto, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos 

Artículo Primero. Se reforma el párrafo sexto del ar-
tículo 28 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 28. …

… 

…

…

…

El Estado tendrá un banco central que será autónomo
en el ejercicio de sus funciones y en su administración.
Sus objetivos prioritarios serán procurar la estabili-
dad del poder adquisitivo de la moneda nacional, así
como coadyuvar al crecimiento económico con ple-
no empleo en el país, fortaleciendo con ello la recto-
ría del desarrollo nacional que corresponde al Estado.
Ninguna autoridad podrá ordenar al banco conceder fi-
nanciamiento. El Estado contará con un fideicomiso
público denominado Fondo Mexicano del Petróleo pa-
ra la Estabilización y el Desarrollo, cuya Institución
Fiduciaria será el banco central y tendrá por objeto, en
los términos que establezca la ley, recibir, administrar
y distribuir los ingresos derivados de las asignaciones
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y contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artí-
culo 27 de esta Constitución, con excepción de los im-
puestos.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

I. a XII. …

…

…

…

I. a VIII …

…

….

…

…

…

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. Se derogan las disposiciones y ordenamien-
tos que se opongan al presente decreto.

Notas

1 Inegi. 

2 Con cifras preliminares todo apuntaba a (-) 0.1 por ciento.

3 El ciclo económico es un fenómeno que corresponde a las osci-

laciones reiteradas en las tasas de crecimiento de la producción, el

empleo y otras variables macroeconómicas, en el corto plazo, du-

rante un período de tiempo determinado, generalmente varios

años. Los ciclos económicos tienen una serie de características co-

munes que tienden a repetirse pero cuentan con amplitudes y perí-

odos muy variables. https://medium.com/@facilitadorimpulsa/co-

noce-las-4-fases-del-ciclo-econ por

cientoC3%B3mico-53a904d26b47

4 Esta fase del ciclo económico nace en el punto de inflexión de la

recesión a la expansión que se denomina como la fase de recupe-

ración o reactivación. Durante el período de renacimiento o recu-

peración, hay expansiones y aumento de las actividades económi-

cas. En que la demanda comienza a elevarse, la producción

aumenta y esto provoca un aumento de la inversión.

5 Durante esta nueva fase del ciclo económico las expectativas de

los consumidores están aumentando, la producción industrial está

creciendo, los tipos de interés han tocado fondo y la curva de tipos

de interés está empezando a ser más pronunciada.

6 Las tasas de interés pueden estar aumentando rápidamente, con

una curva de tipos plana. En esta fase del ciclo económico las ex-

pectativas de los consumidores están empezando estabilizan y el

crecimiento de la producción industrial es también plana.
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7 Este no es un buen momento para las empresas o los desemple-

ados. Es la fase del ciclo económico más negativa donde la varia-

ción del PIB es negativa, trimestre a trimestre, los tipos de interés

están cayendo, las expectativas de los consumidores han tocado

fondo y la curva de tipos de interés es normal.

8 Kydland. Finn E. and Prescott, Edward C. (1977). “Rules Rather

than Discretion: The Inconsistency of Optimal Plans”, The Journal

of Political Economy, Vol. 85, No. 3. (Jun., 1977), Pág. 487.

9 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-

nes/2020/inpc_2q/inpc_2q2020_01.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputados: Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica), José Guadalu-

pe Aguilera Rojas, Abril Alcalá Padilla, Ma. Guadalupe Almaguer

Pardo, Mónica Almeida López, Mónica Bautista Rodríguez, Frida

Alejandra Esparza Márquez, Raymundo García Gutiérrez, Antonio

Ortega Martínez, Claudia Reyes Montiel y Norma Azucena Rodrí-

guez Zamora.

QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LAS LEYES DE MIGRACIÓN; Y GENERAL DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, A

CARGO DE LA DIPUTADA FLORA TANIA CRUZ SANTOS,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La que suscribe, Flora Tania Cruz Santos, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena de la LXIV Le-
gislatura de la honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en el artículo 73, fracciones II, XVI y XXIX-P, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, y los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta soberanía iniciativa con pro-

yecto de decreto por el que se reforman, adicionan
y derogan diversas disposiciones de la Ley de Mi-
gración y de la Ley General de Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, en materia de derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes en contexto de migración,
de conformidad con la siguiente:

Exposición de Motivos

Desde la antigüedad, el ser humano ha estado en cons-
tante tránsito. Algunas personas se desplazan en busca
de trabajo o de nuevas oportunidades económicas, pa-
ra reunirse con sus familiares o para estudiar. Otros se
van para escapar de conflictos, persecuciones, del te-
rrorismo o de violaciones de derechos humanos. Algu-
nos lo hacen debido a efectos adversos del cambio cli-
mático, desastres naturales u otros factores
ambientales.

El fenómeno de la migración de niñas, niños y adoles-
centes en el Estado mexicano ha incrementado en las
últimas décadas y las consecuencias han sido lamenta-
bles, por mencionar algunos ejemplos, el cuerpo de un
niño de origen haitiano fue recuperado por rescatistas
de la Patrulla Fronteriza el 2 de julio de 2019, luego de
haberse reportado su desaparición cerca de la frontera
con Acuña, Coahuila. El reporte del Instituto Nacional
de Migración en México señalaba que el menor des-
apareció en la madrugada, por lo que Protección Civil
y Bomberos del municipio de Acuña iniciaron la bús-
queda. Los elementos de la Patrulla Fronteriza en Te-
xas lo encontraron muerto.1

Aunado a lo anterior, por la frontera sur del país in-
gresa mensualmente a territorio tabasqueño un aproxi-
mado de cinco mil niños, niñas y adolescentes mi-
grantes, los cuales son violentados en sus derechos
humanos por autoridades municipales, locales y fede-
rales, según datos de la asociación civil Aldea por los
Niños. De acuerdo con la presidenta de la organiza-
ción, las instituciones responsables de otorgarles ese
tipo de atención o de instrumentar no están haciendo
su trabajo.2

Asimismo, en Boca del Río, Veracruz, desde inicios
del 2019 el DIF estatal ha brindado atención para 135
niños migrantes no acompañados, originarios de Hon-
duras, El Salvador y Guatemala, principalmente, ya
que luego de los aseguramientos que realiza el Institu-
to Nacional de Migración, se pide apoyo al DIF para
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atender a los menores que viajan solos para que per-
manezcan a resguardo dentro de la institución hasta
por una semana y luego son regresados a su lugar de
origen.3

El Instituto Nacional de Migración dio a conocer que
el número de los niños migrantes se ha incrementado,
al grado que tan solo en lo que va de enero a abril del
año en curso, 15 mil 499 menores han entrado al terri-
torio nacional. A través de un informe distribuido a los
medios de comunicación, el Instituto Nacional de Mi-
gración detalló que en el mes de abril se ha registrado
la numeralia más alta, ya que se tiene un registro de 6
mil 842 menores. De esta cifra el 57 por ciento de los
menores son provenientes de Honduras, el 29 por cien-
to de Guatemala, así como el 9 por ciento de El Salva-
dor y de otras naciones un 5 por ciento.4

A través de diversos medios de comunicación se ha vi-
sibilizado las diversas rutas5 que utilizan las personas
en contexto de migración. Organizaciones civiles y al-
bergues que operan en el sur de México han detectado
que los traficantes de personas –conocidos como “po-
lleros” o “coyotes”– utilizan balsas o pequeñas embar-
caciones para bordear las costas de Chiapas. Algunas
zarpan del puerto de Ocós, en el departamento de San
Marcos, Guatemala, y realizan escalas en pueblos cos-
teros de los municipios de Mazatán, Acapetahua y To-
nalá, Chiapas, ya en México. De allí siguen por el Gol-
fo de Tehuantepec, sin alejarse mucho de la costa,
hasta el puerto de Salina Cruz, en Oaxaca.

Estando en Salina Cruz, los migrantes se dirigen a Ix-
tepec, Oaxaca, por donde pasa el ferrocarril que va ha-
cia Veracruz, y de allí siguen el viaje por tren o auto-
buses hasta Tamaulipas, en el noreste y frontera con
Texas, Estados Unidos. Otros se desvían a la capital
del estado, Oaxaca, y de allí siguen en autobuses de
pasajeros hacia Puebla. Luego se mueven a Ciudad de
México. Es la llamada ruta tradicional, la más corta
pero también peligrosa pues de acuerdo con la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos en el trayecto los
migrantes sufren golpes, secuestros, abusos sexuales y
robos.

La Bestia, El tren de la muerte, El devoramigrantes,
son muchos los nombres que le han puesto al tren que
cruza México de sur a norte y en el que los migrantes
son robados, violados, secuestrados o asesinados. Y
son muchos los que creen que maquinistas y encarga-

dos de los cambios de vías están coludidos con las ma-
ras y los narcotraficantes. Que ellos son los que bajan
la velocidad del tren en determinados tramos o avisan
de los horarios de salida de los convoyes. 

El corredor México – Estados Unidos de América es el
más importante del mundo según la Organización In-
ternacional para las Migraciones. Cada año 140 mil
ilegales cruzan los casi 600 kilómetros de frontera con
Guatemala para entrar en el país y se estima que unos
50 mil de ellos pasan por aquí. Se les distingue per-
fectamente a los migrantes, llevan una mochila con al-
go de ropa y comida, una mochila pequeña, por si tie-
nen que salir huyendo de los controles de migración.
Pero sobre todo llevan en el rostro la incertidumbre de
un viaje largo, peligroso e incierto. Van cabizbajos, co-
mo queriendo pasar desapercibidos. Es lo que los psi-
cólogos llaman el “síndrome de Ulises”, el estrés cró-
nico y múltiple que sufren casi todos los migrantes.
Las sacudidas de los vagones nos mueven de un lado
a otro. Hay que agarrarse a cualquier manivela, tuerca
o saliente que encuentres. El tren aúlla y coge veloci-
dad. Saltar o caerte es morir. Muchos migrantes han
fallecido al quedarse dormidos.6

Para muchos migrantes que no pueden abordar el tren
La Bestia en el sureste del país, hay pocas alternativas
para viajar a Estados Unidos. Caminar por brechas en-
tre cerros para evadir los controles migratorios, o
arriesgarse a tomar transporte público que es frecuen-
temente revisado por la Policía Federal y el Instituto
Nacional de Migración. Algunos abordan autobuses
particulares que viajan desde Chiapas hasta Tijuana,
un recorrido de varios días por unos 3 mil kilómetros
de carreteras. Estos autobuses constituyen un negocio
irregular, pues no son empresas registradas como
transportistas, pero realizan varios viajes cada semana.
Oficialmente son compañías de turismo. La ruta es
muy utilizada por mujeres y niños migrantes, quienes
también suelen viajar en transporte público.

La Organización Internacional para las Migraciones
define a un migrante como cualquier persona que se
desplaza o se ha desplazado a través de una frontera
internacional o dentro de un país, fuera de su lugar ha-
bitual de residencia independientemente de: (i) su si-
tuación jurídica; (ii) el carácter voluntario o involunta-
rio del desplazamiento; (iii) las causas del
desplazamiento; o (iv) la duración de su estancia.
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En la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible se reco-
noce por primera vez la contribución de la migración
al desarrollo sostenible. 11 de los 17 Objetivos de Des-
arrollo Sostenible contienen metas e indicadores que
son pertinentes para la migración o el desplazamiento.
El principio básico de la Agenda es “no dejar a nadie
atrás” y esto incluye a los migrantes. La principal re-
ferencia a la migración en los Objetivos de Desarrollo
Sostenible se establece en la meta 10.7: Facilitar la mi-
gración y la movilidad ordenadas, seguras, regulares y
responsables de las personas, incluso mediante la apli-
cación de políticas migratorias planificadas y bien ges-
tionadas. Otros objetivos tratan también distintos as-
pectos de la migración tales como la trata de personas,
las remesas y la movilidad internacional de estudian-
tes, entre otros. 

De acuerdo con la Organización Internacional para las
Migraciones, en 2017, el número de migrantes inter-
nacionales alcanzó los 258 millones en todo el mundo,
frente a los 244 millones de 2015. Las mujeres mi-
grantes constituyeron el 48 por ciento de estos. Asi-
mismo, se estima que hay 36.1 millones de niños mi-
grantes, 4.4 millones de estudiantes internacionales y
150.3 millones de trabajadores migrantes. Aproxima-
damente, Asia acoge el 31 por ciento de la población
de migrantes internacionales, Europa el 30 por ciento,
las Américas acogen el 26 por ciento, África el 10 por
ciento y Oceanía, el 3 por ciento.7

Toda vez que la presente iniciativa es referente a las
niñas, niños y adolescentes en contexto de migración
es oportuno mencionar que se puede identificar tres si-
tuaciones que en el marco de los procesos migratorios,
condicionan la vida de niños, niñas y adolescentes: (i)
los niños que migran junto a sus padres/familias; (ii)
los niños que permanecen en el país de origen cuando
sus familiares directos trasladan su residencia a otro
país; y (iii) los niños que migran solos, sin la compa-
ñía de sus padres o responsables.8

a) Familia migrante: niños que migran junto con sus
padres/familias 

El traslado de toda la familia a un nuevo territorio en
búsqueda de mejores perspectivas y la instalación en
un entorno social diferente, resulta muchas veces des-
conocido y hostil para todos sus miembros, pero espe-
cialmente para los más vulnerables, como ocurre en el
caso de los niños, niñas y adolescentes. En estas cir-

cunstancias debe atenderse a las condiciones del tras-
lado, así como a las condiciones de inserción en el Es-
tado receptor. En este sentido, el proceso de adapta-
ción e integración del niño, niña y/o adolescente al
nuevo medio no debe estar signado por la discrimina-
ción. Un aspecto a tener en cuenta en este escenario es
si el desplazamiento implicó la separación de uno de
sus padres. Por otra parte, una amenaza de esta situa-
ción, son los casos en que en el trayecto los niños son
separados de sus padres por las autoridades durante la
repatriación, transformándose así en un niño, niña o
adolescente no acompañado o separado de su familia. 

b) Los niños, niñas y adolescentes que permanecen en
el país de origen cuando sus familiares directos trasla-
dan su residencia a otro país 

La jefa, el jefe o los jefes de familia parten dejando
atrás a sus hijos e hijas, provocando el debilitamiento
en el ejercicio de la responsabilidad paterna y mater-
na, con severas consecuencias en el cuidado y des-
arrollo de los niños y niñas. Debemos considerar que
la afectación de la familia y fundamentalmente la des-
integración de esta debido al proceso migratorio, per-
judica el cumplimiento adecuado de los roles parenta-
les, alterando directamente el desarrollo humano de
las niñas y los niños, sobre todo en los procesos evo-
lutivos en el que el relacionamiento parental directo es
muy necesario. Detrás de cada historia de un padre o
una madre migrante hay niños, niñas y adolescentes
que sufren por el desprendimiento de sus vínculos
afectivos más importantes y crecen sin el derecho a
disfrutar de la vida en familia. Asimismo, la migración
de uno o ambos padres desestabiliza la unidad familiar
y obliga a los restantes miembros del hogar o a otros
familiares cercanos a asumir nuevos roles como jefes
y/o jefas de familia. De esta manera, las abuelas y
abuelos o los hermanos mayores quedan al cuidado de
los niños y niñas de la familia mientras los padres se
encuentran en el extranjero, lo cual genera confusión
de roles y niveles altos de estrés en las personas. Por
lo general, el nuevo arreglo familiar asume esta situa-
ción como transitoria, a la espera del llamado del mi-
grante instalado en el país receptor para que los fami-
liares más directos se le unan en el proceso migratorio,
culminando con la reunificación familiar. En los casos
descritos, y particularmente en contextos de pobreza,
la migración puede promover el desarraigo del medio
escolar determinando que niños y niñas se involucren
en actividades de trabajo infantil. Particularmente
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aquellos adolescentes que deben hacerse cargo de sus
hermanos menores probablemente dejen sus estudios
asumiendo responsabilidades desmedidas para su
edad. 

El Diagnóstico sobre la Familia Mexicana reveló que,
en las familias migrantes, el cónyuge deseaba por en-
cima de los beneficios económicos, la permanencia de
su pareja en el hogar. Actualmente vivimos el fenóme-
no de la “feminización de la migración”, es decir, el
aumento del número de mujeres migrantes que se han
visto en la necesidad de generar ingresos para su ho-
gar. Una significativa proporción de estas mujeres se
encuentran a cargo del hogar y del cuidado de sus hi-
jos e hijas. Además de los rompimientos afectivos, los
riesgos que las mujeres enfrentan en su transitar son
mayores que los de los hombres. 

c) Niños, niñas y adolescentes migrantes no acompa-
ñados 

Se conoce como niños, niñas y adolescentes no acom-
pañados a todo ser humano menor de 18 años separa-
do de ambos padres y de otros parientes y que tampo-
co están al cuidado de un adulto al que, por ley o
costumbre, incumbe su responsabilidad. Son conside-
rados niñas, niños y adolescentes separados de su fa-
milia cuando lo están de sus padres, pero no necesa-
riamente de otros miembros adultos de su familia. En
ambos casos, las obligaciones de los Estados en virtud
de la Convención de los Derechos del Niño para con
los niños que se encuentran dentro de su territorio, es
igual. El disfrute de los derechos son aplicables a to-
dos los niños con independencia de su nacionalidad o
apatridia ni su situación en términos de inmigración.
Estas obligaciones jurídicas son tanto de carácter ne-
gativo como positivo, dado que obligan a los Estados
tanto a abstenerse de medidas que infrinjan los dere-
chos de los niños, niñas y adolescentes como a tomar
las medidas que garanticen el disfrute de estos dere-
chos. El principio de no discriminación se aplica a to-
do el trato con estos niños, prohibiendo en particular la
discriminación basada en su situación de no acompa-
ñado o en su condición de migrante. 

En este sentido, una primera medida fundamental de
los Estados receptores para la protección de los dere-
chos humanos de los niños migrantes no acompaña-
dos, es tomar todas las disposiciones necesarias para
identificarlos como tales lo antes posible, particular-

mente en la frontera. Posteriormente, todas las deci-
siones que tengan repercusiones importantes en la vi-
da del niño deben efectuarse considerando su interés
superior, como principio fundamental del conjunto de
derechos. 

Según la organización no gubernamental Casa Alian-
za, en el año 2006 existía un estimado de 25 mil niños
de entre 11 y 17 años de edad que migraron a los Es-
tados Unidos. La mayoría de ellos lo hicieron como
consecuencia de la pobreza y de la violencia que se vi-
ve en la región. En México cada año son repatriados
50 mil niños migrantes, la mitad de los cuales hicieron
el viaje solos. A su vez se calcula que, de cada diez mi-
grantes mexicanos menores de 18 años, seis de ellos
viajan solos, al tiempo que crece el número de mi-
grantes menores solitarios procedentes de Centroamé-
rica. 

Del total de los niños atendidos en la Red de Albergues
conformada por el gobierno de México y organizacio-
nes civiles, el 88 por ciento tienen entre 13 y 17 años,
el 10 por ciento se encuentra entre los 6 y 12 años, y
el 2 por ciento entre 0 y 5 años. Además, el 66 por
ciento son hombres y el resto mujeres. La Red del Pro-
grama durante el 2005, atendió un total de 18 mil 392
niñas, niños y adolescentes migrantes y/o repatriados
y en 2006 se atendieron 20, 5 mil 168, una cifra que se
eleva significativamente, siendo el caso de mayor gra-
vedad en la región. Aproximadamente, unos 10 mil ni-
ños y niñas no acompañados son repatriados de Esta-
dos Unidos cada año, según cifras del Sistema
Nacional DIF. De estos niños, el 70 por ciento son va-
rones, y el 80 por ciento son adolescentes entre los 13
y los 17 años. 

De acuerdo con lo señalado en el “Informe sobre la
Problemática de Niñas, Niños y Adolescentes Centro-
americanos en Contexto de Migración Internacional
No acompañados en su Tránsito por México, y con
Necesidad de Protección Internacional”, publicado por
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en
octubre de 2016, cada vez son mayores los flujos mi-
gratorios de niñas, niños y adolescentes no acompaña-
dos, tan solo en el año 2014, el Instituto Nacional de
Migración aseguró a 9 mil 90 adolescentes de entre 12
a 17 años de edad; en el 2015 las cifras casi se dupli-
caron a 17 mil 911 asegurados; y de enero a julio de
2016 se documentaban 8 mil 370. 
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Por su parte, la Unidad de Política Migratoria de la Se-
cretaría de Gobernación, con base en información re-
gistrada en las estaciones migratorias, oficinas centra-
les y locales del Instituto Nacional de Migración,
reportó en su encuesta “Eventos de extranjeros pre-
sentados ante la autoridad migratoria, según grupos de
edad, condición de viaje y sexo, 2016”, que, durante
ese año, fueron presentados 40 mil 114 NNA-Migra-
ción, de los cuales 22 mil 495 redundaban entre los 12
a 17 años de edad. 

Asimismo, de la encuesta “Eventos de menores pre-
sentados ante la autoridad migratoria, según continen-
te, país de nacionalidad, grupos de edad, condición de
viaje y entidad federativa, enero-diciembre de 2016”,
se observa que en ese mismo rango de edad, 325 NNA-
Migración fueron presentados en la Estación Migrato-
ria, de los que 251 eran No Acompañados. Asimismo,
de enero a junio de 2017, han sido presentados al INM,
7 mil 926 NNA-Migración, de los cuales 4 mil 487 van
de los 12 a 17 años de edad, y 60 en ese mismo rango
de edad, fueron presentados en la Estación Migratoria,
de los que 42 eran No Acompañados.

Derivado de los párrafos anteriores es que resulta que
la migración de niñas, niños y adolescentes no consti-
tuye un hecho aislado en el contexto actual del país, es
un hecho generalizado y el cual podría contraer res-
ponsabilidad internacional por la violación a los dere-
chos humanos de niñas, niños y adolescentes migran-
tes.

Es por lo anterior que, a la luz del enfoque de dere-
chos, las acciones de intervención deben estar dirigi-
das a implementar soluciones duraderas que finalmen-
te atiendan la raíz del problema. En el caso de los
niños migrantes que viajan solos, el Comité de los De-
rechos del Niño, en su Observación General número
6,9 comenta:

“De acuerdo con un criterio basado en los derechos,
la búsqueda de una solución duradera comienza con
un análisis de las posibilidades de reunificación fa-
miliar. La localización de la familia es un ingre-
diente esencial de la búsqueda de una solución du-
radera y debe gozar de prioridad. De esta manera, la
reunificación familiar toma un lugar relevante en el
diseño y la aplicación de las políticas públicas en la
materia. Es necesario incursionar en esta actividad
considerando en todo momento la interpretación del

interés superior del niño. Especialmente, la reunifi-
cación familiar debe ser consignada bajo esta pers-
pectiva con sumo cuidado cuando se suscita en el
país de origen e implica un riesgo razonable de que
el retorno se traduzca en la violación de los dere-
chos humanos fundamentales de los niños, niñas y
adolescentes. En tales circunstancias es preferible
que el Estado receptor ofrezca acogida como prin-
cipal opción para el bienestar del niño. Respecto de
este tema, el Comité recomienda: En este contexto,
debe recordarse que la supervivencia del menor es
primordial y presupuesto del disfrute de los demás
derechos […], se recuerda especialmente a los Es-
tados Partes ‘toda solicitud hecha por un niño o por
sus padres para entrar en un Estado Parte o para sa-
lir de él a los efectos de la reunión de la familia se-
rá atendida por los Estados Partes de manera positi-
va, humanitaria y expeditiva’ y ‘no traerá
consecuencias desfavorables para los peticionarios
ni para sus familiares’. Los niños, niñas y adoles-
centes separados o no acompañados deben tener ac-
ceso a los mismos derechos que los niños naciona-
les y en pie de igualdad con éstos.”

En las Observaciones finales del Comité de los Dere-
chos del Niño,10 de fecha 05 de junio de 2015, se han
dictado ciertas recomendaciones al Estado Mexicano,
para dar cumplimiento a las obligaciones contraídas en
materia de niñas, niños y adolescentes migrantes, mis-
mas que son retomadas para las presentes modifica-
ciones a la legislación migratoria en México, que a la
letra dicen:

“59. El Comité recibe con satisfacción la aproba-
ción del Protocolo para la Asistencia Consular de
Niñas, Niños y Adolescentes migrantes no acompa-
ñados, así como la atención prestada por el Estado
parte a la difícil situación de niñas y niños no acom-
pañados en su territorio, en particular, su creciente
colaboración con los países de la región para ayu-
darlos y protegerlos de la violencia. No obstante,
expresa su preocupación por: 

(a) Las niñas y los niños que se encuentran en los
centros de detención para migrantes y los reportes
de violencia y abusos que se cometen en su contra
en esos centros; 

(b) Las niñas y niños migrantes que son sujetos de
asesinatos, secuestros, desapariciones, violencia se-
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xual, explotación y abuso, y por la falta de datos
oficiales desagregados en este respecto; 

(c) Los reportes de que niños y niñas migrantes son
deportados sin un proceso preliminar para determi-
nar su interés superior, a pesar del reconocimiento
legal de este principio en la Ley de Migración y la
LGDNNA;

60. El Comité recomienda que el Estado parte: 

(a) Adopte todas las medidas necesarias para poner
fin a la detención administrativa de niñas y niños
migrantes y continúe estableciendo refugios comu-
nitarios para ellos, de conformidad con los artículos
94 y 95 de la LGDNNA, asegurando que estos re-
fugios se ajusten a la Convención y sean monitore-
ados regularmente. El Protocolo de Atención Niñas,
Niños y Adolescentes migrantes no acompañados
en refugios se debe implementar de manera efecti-
va y evaluarse regularmente;

(b) Intensifique los esfuerzos para prevenir asesi-
natos, secuestros, desapariciones, violencia se-
xual, explotación y abuso de niñas y niños mi-
grantes, e investigar, enjuiciar y sancionar a los
responsables, inclusive cuando el autor es un
agente del Estado; 

(c) Establezca un Proceso de Determinación del In-
terés Superior del Niño en las decisiones relativas a
la infancia migrante y siempre lleve a cabo un debi-
do proceso con garantías procesales para determi-
nar las circunstancias individuales, las necesidades
y el interés superior del niño, antes de tomar una de-
cisión sobre su deportación. Debe prestar especial
atención a la reunificación familiar; 

(d) Garantice que niñas y niños migrantes son in-
formados sobre su estatus legal, asegurando que en-
tiendan plenamente su situación y proporcione los
servicios de defensa pública y/o tutores en todo el
proceso. Niñas y niños también deben ser informa-
dos acerca de su posibilidad de contactar a sus Ser-
vicios Consulares; 

(e) Asegure que todo el personal profesional que
trabaja con o para niñas y niños migrantes esté de-
bidamente capacitado y hablen su lengua materna,
en particular, el personal de fronteras e inmigración,

trabajadores sociales, abogados defensores, tutores
y la policía. 

(f) Adopte medidas integrales para prestar asisten-
cia a niñas y niños migrantes nacionales y despla-
zados, y garantizar su acceso a la educación y la sa-
lud y su protección frente a la violencia; 

(g) Recopilar datos desagregados relativos a los ca-
sos de violencia contra niñas y niños migrantes y
desplazados, incluidos los casos de desapariciones
y desapariciones forzadas.” 

La Agencia de la ONU para los Refugiados impulsó en
el Estado mexicano y en otros países alrededor del mun-
do, una Estrategia Global11 para enfrentar de los princi-
pales desafíos y preocupaciones que existen sobre el te-
ma de las prácticas y políticas de detención
administrativa. Con tres objetivos principales de la es-
trategia son: (i) finalizar de la detención de menores de
edad; (ii) asegurar que las leyes establecen la disponibi-
lidad de alternativas a la detención y su implementación
práctica; y (iii) asegurar que las condiciones de deten-
ción, en los casos en que la detención sea necesaria e in-
evitable, cumplan con los estándares internacionales.

Esta Estrategia Global incluye la promoción, sensibili-
zación y campañas sobre este tema, la cooperación y la
creación de capacidades, el fortalecimiento de alianzas,
el intercambio de información, la recopilación de datos
y la elaboración de informes, la investigación y el moni-
toreo. Lo anterior, surge de la necesidad que se ha visi-
bilizado en la comunidad internacional de que México es
un país de origen, tránsito y destino para el fenómeno de
la migración y por lo que México se ha constreñido a di-
versas obligaciones en materia de migración.

Aunado a lo anterior, en la Declaración de Nueva York
para los refugiados y migrantes de fecha 19 de sep-
tiembre de 2016,12 se establece que los Estados estu-
diarán la posibilidad de revisar las políticas que pena-
lizan los desplazamientos transfronterizos y tratarán
de emplear medidas sustitutivas de la detención; que
se recurrirá a la detención de menores “en el entorno
menos restrictivo, durante el período más breve posi-
ble, en condiciones que respeten los derechos huma-
nos de cada niño y de manera que se tenga en cuenta
como consideración primordial el interés superior del
niño”, y que se trabajará “para poner fin a esa prácti-
ca”. 
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Además, en el contenido propuesto para el Pacto Mun-
dial para una Migración Segura, Ordenada y Regular,
se hace hincapié en “la protección efectiva de los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales de los
migrantes”. Ello sitúa la temática de la detención de
los inmigrantes y las alternativas a la detención en un
lugar prominente para las futuras labores de coopera-
ción y los compromisos a nivel internacional en el
marco del Pacto Mundial sobre Migración. 

En los Principios y Directrices Recomendados sobre
los Derechos Humanos en las Fronteras Internacio-
nales del Acnudh,13 se reconoce que los Estados tie-
nen intereses legítimos en la ejecución de los contro-
les fronterizos, entre los que se encuentran la mejora
de la seguridad, la protección de los derechos huma-
nos y la lucha contra la delincuencia organizada
transnacional. 

Por lo que atañe a la detención de niñas, niños y ado-
lescentes migrantes, las principales recomendaciones
formuladas en los Principios y Directrices Recomen-
dados para evitar la detención son las estipuladas en la
directriz 7 y 8, que expresamente dicen: 

“La Directriz 7 se refiere a identificación y remisión
y alienta a los Estados a elaborar directrices prácti-
cas y procedimientos estandarizados a este respec-
to, además de solicitar la presencia de los provee-
dores de servicios pertinentes en las fronteras. La
Directriz afirma que los niños deberían ser identifi-
cados rápidamente y que cualquier persona que ale-
gue ser niño debería ser tratado como tal y dársele
acceso a los procesos adecuados de determinación
de la edad. Además, los supervivientes a la tortura,
la violencia y el trauma deberían ser remitidos a ser-
vicios médicos y psicosociales, y debería evitarse la
repetición del trauma en cualquier medida que se
adopte en las fronteras.

1. Establecer o fortalecer los mecanismos naciona-
les de remisión y los canales de comunicación entre
las autoridades estatales, las instituciones naciona-
les de derechos humanos, las organizaciones inter-
nacionales y las organizaciones de la sociedad civil
pertinentes. Las autoridades de fronteras deberían
estar capacitadas para utilizar los mecanismos de
remisión y disponer de la información y las instala-
ciones necesarias para poder hacerlo.

2. Desarrollar directrices prácticas y procedimien-
tos estandarizados para permitir a las autoridades de
fronteras la identificación y remisión rápida y pre-
cisa de los migrantes que puedan estar en situación
de particular riesgo en las fronteras internacionales.
Tales directrices y procedimientos deberían des-
arrollarse en cooperación con las organizaciones
nacionales, internacionales y de la sociedad civil
pertinentes. 

3. Asegurarse de que en las fronteras internaciona-
les estén presentes los proveedores de servicios per-
tinentes, tales como intérpretes competentes, inclui-
dos intérpretes de lenguaje de señas, proveedores de
servicios de asistencia jurídica, proveedores de ser-
vicios de salud, tutores de menores separados y
otros.

4. Crear unidades o listas de expertos en derechos
humanos que puedan destinarse a las fronteras in-
ternacionales para ayudar en la identificación de los
migrantes que puedan estar en situación de particu-
lar riesgo en las fronteras internacionales y en su re-
misión a las autoridades responsables.

5. Asegurarse de que las regulaciones del sistema de
entrada proporcionan a los solicitantes de asilo la
oportunidad de tener acceso a información sobre el
derecho a solicitar asilo y de acceder a procedi-
mientos de asilo justos y eficientes. 

6. Asegurarse de que las medidas adoptadas en re-
lación con las mujeres embarazadas y las madres
nuevas y/o lactantes incluyan el acceso a servicios
de salud materna, la atención prenatal y postnatal,
servicios obstétricos de urgencia, y el acceso a in-
formación y servicios de salud sexual y reproducti-
va.

7. Garantizar que los niños se identifiquen con
prontitud y que cualquier persona que declare ser
un niño sea tratado como tal y que, cuando corres-
ponda, se le dé acceso a procesos adecuados de de-
terminación de la edad, se le nombre a un tutor, y se
le remita a las autoridades de protección del menor
y a otros servicios pertinentes. Los procesos de de-
terminación de la edad deben ser una medida de úl-
timo recurso, realizarse de manera rápida, adaptada
a los niños, sensible al género y multidisciplinaria,
y llevarse a cabo por funcionarios de protección de
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la infancia o funcionarios con suficiente experien-
cia y formación pertinentes. Debería darse el bene-
ficio de la duda a la persona que se está evaluando,
quien debería tener la oportunidad de apelar la de-
cisión ante un organismo independiente.

8. Asegurarse de que los supervivientes a la tortura,
los tratos crueles, inhumanos y degradantes, la vio-
lencia y los traumas, incluidas las víctimas de la
violencia sexual y de género, sean remitidos a unos
servicios médicos y psicosociales adecuados y
competentes, y que se evite la repetición del trauma
en cualquier medida adoptada en las fronteras inter-
nacionales.

9. Establecer procedimientos para garantizar que se
informe de inmediato a las personas, en formatos
accesibles y en un idioma que se sepa que entien-
den, sobre los procedimientos de identificación y
remisión que vayan a seguirse, sus derechos y obli-
gaciones durante estos procedimientos, las posibles
consecuencias de su incumplimiento y las vías de
recurso que tienen a su disposición. 

10. Asegurarse de que los migrantes reciban infor-
mación acerca de las organizaciones nacionales e
internacionales que proporcionan asistencia jurídica
y otros tipos de asistencia a los migrantes, incluida
su información de contacto actualizada y las mane-
ras de entrar en contacto con estas organizaciones.
Asegurarse también de que se proporcione informa-
ción a todas las personas que necesiten protección
internacional sobre las organizaciones que prestan
la asistencia pertinente.

11. Investigar y tomar las medidas disciplinarias co-
rrespondientes contra cualquier autoridad de fronte-
ras que obstruya el acceso de los migrantes a los
servicios de protección y asistencia por no haberlos
remitido a los servicios de protección y asistencia
adecuados, e imponer medidas para garantizar que
esto no se repita.

En la Directriz 8 se pide a los Estados que modifiquen
la legislación para establecer una presunción contra la
detención en la ley y prescribir legalmente alternativas
a la detención conformes a los derechos humanos.
Cuando la detención sea necesaria, las condiciones en
los centros en los que se detenga a los migrantes de-
berían cumplir con las normas internacionales. Estos

centros deberían ser supervisados y evaluados por or-
ganismos independientes y debería contarse con me-
canismos nacionales de prevención. Cuando corres-
ponda, debería permitirse a los migrantes detenidos
entrar en contacto con sus autoridades consulares, así
como con los actores pertinentes en materia de dere-
chos humanos.

1. Modificar la legislación para establecer una pre-
sunción jurídica contra la detención y prescribir ju-
rídicamente alternativas a la detención conformes
con los derechos humanos, para que la detención
sea un último recurso que se imponga únicamente
tras la consideración de otras alternativas menos
restrictivas y cuando éstas se hayan considerado in-
adecuadas para lograr fines legítimos.

2. Evitar las detenciones arbitrarias garantizando
que cualquier privación de libertad que tenga lugar
en fronteras internacionales (incluido el transporte
en zonas de frontera o alrededor de las mismas) sea
una medida de último recurso y que los motivos de
cualquier detención estén claramente definidos 

10 Sin perjuicio de sus obligaciones en virtud del
derecho internacional aplicable y/o las disposicio-
nes pertinentes del derecho interno. 

en la ley, que las detenciones sean de alcance y du-
ración limitados, necesarias y proporcionadas, y
que los motivos de la detención se expliquen a los
migrantes. 

3. Examinar y evaluar individualmente a los mi-
grantes en las fronteras internacionales para garan-
tizar que la detención sólo se impone por objetivos
legítimos y por un período de tiempo limitado con
arreglo al derecho internacional de derechos huma-
nos y sólo cuando no haya otras alternativas a la de-
tención disponibles.

4. Establecer y reforzar las garantías procedimenta-
les en la detención, incluidas la autorización y la su-
pervisión judiciales, la posibilidad de interponer un
recurso y de obtener asistencia jurídica, para garan-
tizar la legalidad, proporcionalidad y necesidad de
cualquier privación de libertad y revisar periódica-
mente la necesidad y proporcionalidad de la deten-
ción continuada.
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5. Derogar cualquier disposición legal que permita
de manera explícita o implícita la detención indefi-
nida, para que las personas que se encuentren en si-
tuaciones que puedan conducir potencialmente a
una detención indefinida o prolongada no sean so-
metidas a este tipo de privación de libertad. Conce-
der residencia temporal a todos los migrantes que
no puedan ser expulsados, a los apátridas, a aque-
llos a quienes se haya negado la admisión en el te-
rritorio de su antiguo país de origen o residencia, o
a aquellos que se enfrenten a obstáculos prácticos
para volver a su país de origen o residencia. 

6. Garantizar en la legislación, las políticas y la
práctica que nunca se detenga a los niños a causa de
su situación migratoria o la de sus padres, o de su
entrada o estancia irregular, mediante su liberación
o, cuando corresponda, la adopción de alternativas
a la detención comunitarias, basadas en los dere-
chos humanos y no privativas de libertad de con-
formidad con el interés superior del niño.

7. Garantizar que las condiciones en los centros de
detención cumplen con las Reglas mínimas de las
Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos
y con todas las demás normas internacionales perti-
nentes sobre las condiciones de reclusión.

8. Asegurarse de que el personal de los centros de de-
tención sea seleccionado cuidadosamente y reciba
formación sobre derechos humanos y cuestiones de
género, así como sobre prácticas culturales y religio-
sas pertinentes, y competencias lingüísticas básicas
en las lenguas que hablen los migrantes detenidos. 

9. Velar por que los migrantes en detención admi-
nistrativa sean detenidos en instalaciones apropia-
das y adecuadas, y no sean detenidos con condena-
dos o sospechosos de actos delictivos.

10. Asegurarse de que los hombres y las mujeres se-
an detenidos por separado, a menos que pertenez-
can a la misma familia, y de que se contrate y liste
a un número adecuado de personal masculino y fe-
menino en los centros de detención para que siem-
pre se cuente con mujeres entre el personal allí don-
de haya mujeres detenidas.

11. En los casos excepcionales en que se detenga a
niños, garantizar que estos niños se alojen con sus

familiares a menos que existan razones de peso pa-
ra su separación; que los niños no acompañados no
sean alojados con adultos que no sean parientes su-
yos; y que todos los niños tengan acceso a una aten-
ción médica y una educación adecuadas. Son los or-
ganismos de protección del niño, y no las agencias
de inmigración, los que deberían asumir la respon-
sabilidad principal sobre los niños.

12. Asegurarse de que la detención no expone los
migrantes a riesgos de violencia, malos tratos o
abuso físico, mental o sexual. Cuando la seguridad
física y mental no pueda garantizarse en la deten-
ción, las autoridades deberían ofrecer alternativas a
la detención.”

En la Recomendación No. 51/2017:14 “Sobre el Caso
de Violaciones a los Derechos Humanos a la Seguri-
dad Jurídica, a la privacidad y al Interés Superior de la
Niñez en agravio de 17 adolescentes detenidos en la
Estación Migratoria en el Estado de Puebla”, de fecha
24 de octubre de 2017.

Considera que los niños, niñas y adolescentes migran-
tes se ubican en una situación de extrema vulnerabili-
dad, no solamente porque la sufren en sus países de
origen, sino también porque la enfrentan en el camino
que recorren en donde se encuentran a merced de los
posibles abusos de diversos agentes estatales, así co-
mo del crimen organizado. Su tránsito en México co-
mo territorio de acogida o de paso, presenta las mis-
mas amenazas que cualquier persona en situación
migratoria irregular, sin embargo, su vulnerabilidad es
mayor en tanto se encuentran en una etapa de desarro-
llo personal.

De acuerdo con el ombudsman nacional todas las de-
cisiones, acciones y procesos que realicen las autori-
dades en materia de migración deben llevarse a cabo
en apego a los cuatro principios rectores que señala la
Convención sobre los Derechos del Niño: (i) A la no
discriminación; (ii) Al interés superior de la niñez; (iii)
Al derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo;
y (iv) Al respeto a la opinión de la niñez en todo pro-
cedimiento que lo afecte, de modo que se garantice su
participación. 

La Universidad Lanús, el Center for Gender Refugee
Studies, y otros organismos y organizaciones señalan
en el informe Niñez y Migración en Centro y Norte
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América que: “Representan un desafío urgente de de-
rechos humanos, desarrollo humano, refugiados y hu-
manitario. El problema radica en los países de origen
de Honduras, El Salvador, Guatemala y México, don-
de la infancia se ha convertido en sinónimo de presen-
ciar y sufrir violencia; experimentar violaciones de los
derechos humanos y discriminación por diversos mo-
tivos; sufrir exclusión social; y verse privado de edu-
cación, oportunidades de empleo, servicios médicos e
incluso alimentos. Estas condiciones fuerzan a los ni-
ños y/o a sus padres a migrar. Los desafíos continúan
durante el tránsito, especialmente en México—donde
los actores gubernamentales y los carteles criminales
acechan a los niños y sus familias con violaciones, se-
cuestros, extorsiones o palizas, y donde las institucio-
nes gubernamentales aplican políticas de control mi-
gratorio destinadas a castigar y disuadir la migración,
en lugar de proteger a los niños y respetar sus derechos
humanos.”

Asimismo, la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos ha documentado diversas violaciones a dere-
chos humanos de niñas, niños y adolescentes migran-
tes, y se manifestó existen diversas confusiones de las
acciones que le competen a cada autoridad y lo ante-
rior derivo en diversas vulneraciones a derechos hu-
manos, como a continuación se describen:

“418. Ante las diversas atribuciones coincidentes
que la normatividad establece al Instituto Nacional
de Migración, la Comisión Mexicana de Ayuda a
Refugiados, Sistema de Protección Integral de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, a los Sistemas DIF y a
la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes en la protección integral de
NNACMNA, se advierten confusiones en las accio-
nes que cada una de ellas tiene que realizar lo que
podría repercutir en la protección de los derechos
humanos de este grupo vulnerable, pues a más de
un año de la expedición de la LGPDNNA, aún en-
contramos a NNACMNA en recintos migratorios;
sin una debida atención para su protección integral,
toda vez que no se ha diseñado la base de datos que
permita tener un adecuado seguimiento de la niñez
migrante, aunado a que no se han establecido los li-
neamientos que permitan llevar a cabo de manera
adecuada la determinación del ISN. Por lo que se
tiene que agilizar el proceso de implementación de
la reforma.

419. Este Organismo Nacional ha documentado di-
versas quejas recibidas durante los años 2010 al
2016, en las que NNACMNA exponen la lesión a
sus derechos humanos con base en sus vivencias en
su tránsito por nuestro país, y su encuentro con la
autoridad policiaca o migratoria. De dichas quejas,
así como de las 650 entrevistas realizadas a
NNACM, que tuvieron lugar en estaciones migrato-
rias, albergues y casas de asistencia social en Méxi-
co, se desprende que el flujo migratorio de esa po-
blación ha aumentado de manera exponencial de
2010 a la fecha, siendo que las principales razones
por las cuales migran de sus países de origen son: 

1. Contexto de violencia, criminalidad e inseguri-
dad ciudadana; 

2. Razones económicas derivadas de la desigualdad
social y precariedad económica; y 

3. Reunificación familiar. 

Aunado a lo anterior: 

426. En los artículos 112 de la LM y 8 de la Circu-
lar No. 001/2010, se indica que las NNACM debe-
rán ser canalizados de manera inmediata a los Sis-
temas DIF, con el objeto de privilegiar su estancia
en lugares donde se les proporcione la atención ade-
cuada mientras se resuelve su situación migratoria;
sin embargo, en la experiencia del trabajo diario re-
alizado por personal de este Organismo Nacional se
advierte que esa canalización es nula. A manera de
ejemplo, se integran en esta Comisión Nacional los
expedientes: CNDH/2014/7171/Q, con sus acumu-
lados CNDH/5/2015/573, CNDH/5/2015/116/Q,
CNDH/5/2015/597/Q, CNDH/5/2015/116/Q y
CNDH/5/2015/6396/Q, en los que se documentó
que las NNACM no acompañados no fueron trasla-
dados de manera inmediata a un CAS de los Siste-
mas DIF. 

429. En los artículos 89, 94 y 95 de la LGDNNA se
indica que el Sistema Nacional, los DIF estales o
municipales brindarán protección a las NNACM-
NA hasta que se resuelva su situación migratoria,
por lo que tienen la obligación de habilitar espacios
de alojamiento o albergues para recibirlos; sin em-
bargo, este Organismo Nacional ha documentado
que los Sistemas DIF se excusan por la falta de ca-
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pacidad para albergar a los NNACM, generando
con ello que permanezcan en los recintos migrato-
rios que no son adecuados, ni cuenten con el perso-
nal especializado para su atención, situación que
quedó evidenciada en las Recomendaciones
22/2015 y 27/2015.” 

Sirve de apoyo las siguientes recomendaciones15 emi-
tidas por la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos para las modificaciones que se presentan en es-
ta iniciativa, que a la letra dicen:

“454. Es una contradicción que el Instituto Nacio-
nal de Migración continúe determinando el Interés
Superior de la Niñez pues esa es la institución que
decide su detención, controla el cumplimiento de
esta medida, y resuelve su situación jurídica, siendo
en la mayoría de los casos el retorno asistido.

455. Los niños, niñas y adolescentes migrantes ba-
jo ninguna circunstancia deben ser privados de su
libertad en recintos migratorios. 

456. Las niñas, niños y adolescentes migrantes de-
ben ser canalizados y trasladados por personal del
INM de manera inmediata a un CAS de los Siste-
mas DIF donde deberán permanecer mientras se re-
suelve su situación migratoria, el reconocimiento de
la condición de refugiado, o bien jurisdiccional. 

458. La Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados
debe priorizar las solicitudes del reconocimiento de
la condición de refugiado de niñas, niños y adoles-
centes migrantes, así como realizar las entrevistas
de los mismos de manera personal y en un lugar
adecuado, por servidores especializados en aten-
ción a la niñez.

459. Existe la necesidad imperiosa de que se anali-
ce la pertinencia de que la figura del Oficial de Pro-
tección a la Infancia, a la luz de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes.” 

En la Opinión Consultiva OC-21/14 de fecha 19 de
agosto de 2014,16 solicitada por la República Argenti-
na, la República Federativa de Brasil, la República
del Paraguay y la República Oriental del Uruguay, so-
bre los Derechos y Garantías de Niñas y Niños en el
Contexto de la Migración y/o en necesidad de Protec-
ción Internacional, establece que, la detención equi-

vale a “la privación de la libertad o al confinamiento
dentro de un lugar cerrado donde al solicitante de asi-
lo no se le permite salir a su voluntad, incluso, aunque
sin limitarse, prisiones o instalaciones de detención,
centros de recepción cerrados, instalaciones o centros
de retención”. Asimismo, entiende que “las distincio-
nes entre la privación de la libertad (detención) y res-
tricciones menores a la circulación son de ‘grado o in-
tensidad y no de naturaleza o sustancia’”. Por
consiguiente, “independientemente del nombre que se
le dé a un determinado lugar de detención, las cues-
tiones importantes son si el solicitante de asilo está
siendo privado de facto de su libertad y si esta priva-
ción es legal según el derecho internacional”. Se otor-
ga así, pues, una precisión adicional al concepto de
privación de libertad en supuestos en que se restringe
la libertad ambulatoria pero que dicha restricción ge-
nera, en la situación concreta, una afectación de tal
envergadura a los derechos de la persona, como pue-
de ser el derecho a solicitar y recibir asilo, que dicha
restricción resulta asimilable a una medida privativa
de libertad por el “tipo, duración, efectos y forma de
implementación”. 

En dicha opinión consultiva se estableció que las in-
fracciones relacionadas con el ingreso o con la perma-
nencia de niñas, niños y adolescentes migrantes nunca
deben tener sanciones similares a las que se estipulan
para los tipos penales:

“148. Como puede advertirse de los términos de la
propia consulta, la pregunta sometida parte de dos
premisas fundadas en el derecho internacional de
los derechos humanos y acogidas por la jurispru-
dencia de esta Corte, esto es, (i) el principio de ulti-
ma ratio de la privación de libertad de niñas y niños
y (ii) la exigencia de motivar la necesidad de recu-
rrir a medidas privativas de libertad de carácter cau-
telar por infracciones a la ley migratoria, como me-
dida excepcional. 

150. En razón de que las infracciones relacionadas
con el ingreso o permanencia en un país no pueden,
bajo ningún concepto, tener consecuencias iguales
o similares a aquellas que derivan de la comisión de
un delito y en atención a las diferentes finalidades
procesales existentes entre los procesos migratorios
y los penales, la Corte estima que el principio de ul-
tima ratio de la privación de libertad de niñas y ni-
ños no constituye un parámetro operativo en el ám-
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bito sometido a consulta, esto es, a los procedi-
mientos migratorios. 

151. Por otra parte, en el caso Vélez Loor Vs. Pa-
namá la Corte Interamericana estableció la incom-
patibilidad con la Convención Americana de medi-
das privativas de libertad de carácter punitivo para
el control de los flujos migratorios, en particular de
aquellos de carácter irregular. Específicamente, de-
terminó que la detención de personas por incumpli-
miento de las leyes migratorias nunca debe ser con
fines punitivos, de modo tal que las medidas priva-
tivas de libertad sólo deberán ser utilizadas cuando
fuere necesario y proporcionado en el caso en con-
creto a los fines de asegurar la comparecencia de la
persona al proceso migratorio o para garantizar la
aplicación de una orden de deportación y única-
mente durante el menor tiempo posible. En conse-
cuencia, la Corte objetó por arbitrarias aquellas po-
líticas migratorias cuyo eje central es la detención
obligatoria de los migrantes irregulares, sin que las
autoridades competentes verifiquen en cada caso en
particular, y mediante una evaluación individualiza-
da, la posibilidad de utilizar medidas menos restric-
tivas que sean efectivas para alcanzar aquellos fi-
nes.”

Es derivado de todo lo anterior, que se considera opor-
tuno realizar diversas modificaciones a la Ley de Mi-
gración y a la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, con la finalidad de dar mayor protec-
ción a los derechos de niñas, niños y adolescentes mi-
grantes de conformidad con los parámetros internacio-
nales y con los compromisos asumidos por el Estado
Mexicano.
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Por lo expuesto, someto a consideración de esta hono-
rable Cámara de Diputados, la siguiente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de Migración y de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes

Primero. Se adiciona una fracción XIX, recorriéndo-
se las subsecuentes en su orden, al artículo 3; se adi-
ciona el segundo párrafo del artículo 111, recorriéndo-
se en lo subsecuente; se reforma la fracción I del
artículo 29; el artículo 74; el tercer párrafo del artícu-
lo 111; al artículo 112; y al artículo 120; y se deroga
la fracción III del artículo 107; y las fracciones XIII y
XIV del artículo 109 todos de la Ley de Migración pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. … a XVIII. …

XIX. OPI: al Oficial de Protección de la Infan-
cia, personal especializado en protección a la in-
fancia;

XX. Oficina consular: a las representaciones del Es-
tado mexicano ante el gobierno de otro país en las
que se realizan de carácter permanente las siguientes
funciones: proteger a los mexicanos que se localizan
en su circunscripción, fomentar las relaciones co-
merciales, económicas, culturales y científicas entre
ambos países y expedir la documentación a mexica-
nos y extranjeros en términos de la Ley del Servicio
Exterior Mexicano y su Reglamento; 

XXI. Presentación: a la medida dictada por el Insti-
tuto mediante la cual se acuerda el alojamiento tem-
poral de un extranjero que no acredita su situación
migratoria para la regularización de su estancia o la
asistencia para el retorno. 

XXII. Protección complementaria: a la protección
que la Secretaría otorga al extranjero que no ha si-
do reconocido como refugiado, consistente en no
devolverlo al territorio de otro país en donde su vi-
da se vería amenazada o se encontraría en peligro
de ser sometido a tortura u otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes; 

XXIII. Refugiado: a todo extranjero que se encuen-
tre en territorio nacional y que sea reconocido como
refugiado por parte de las autoridades competentes,
conforme a los tratados y convenios internacionales
de que es parte el Estado Mexicano y a la legisla-
ción vigente; 

XXIV. Reglamento: al Reglamento de la presente
Ley; 

XXV. Retorno asistido es el procedimiento por el
que el Instituto Nacional de Migración hace aban-
donar el territorio nacional a un extranjero, remi-
tiéndolo a su país de origen o de residencia habitual; 

XXVI. Remuneración: a las percepciones que reci-
ban las personas en el territorio de los Estados Uni-
dos Mexicanos por la prestación de un servicio per-
sonal subordinado o por la prestación de un servicio
profesional independiente; 
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XXVII. Secretaría: a la Secretaría de Gobernación; 

XXVIII. Servicio Profesional de Carrera Migrato-
ria: al mecanismo que garantiza la igualdad de
oportunidades para el ingreso, permanencia y des-
arrollo de los servidores públicos con cargos de
confianza del Instituto. 

XXIX. Situación migratoria: a la hipótesis jurídica
en la que se ubica un extranjero en función del cum-
plimiento o incumplimiento de las disposiciones mi-
gratorias para su internación y estancia en el país.

Se considera que el extranjero tiene situación mi-
gratoria regular cuando ha cumplido dichas disposi-
ciones y que tiene situación migratoria irregular
cuando haya incumplido con las mismas; 

XXX. Tarjeta de residencia: al documento que ex-
pide el Instituto con el que los extranjeros acreditan
su situación migratoria regular de residencia tem-
poral o permanente; 

XXXI. Trámite migratorio: Cualquier solicitud o
entrega de información que formulen las personas
físicas y morales ante la autoridad migratoria, para
cumplir una obligación, obtener un beneficio o ser-
vicio de carácter migratorio a fin de que se emita
una resolución, así como cualquier otro documento
que dichas personas estén obligadas a conservar, no
comprendiéndose aquélla documentación o infor-
mación que solo tenga que presentarse en caso de
un requerimiento del Instituto, y 

XXXII. Visa: a la autorización que se otorga en una
oficina consular que evidencia la acreditación de los
requisitos para obtener una condición de estancia en
el país y que se expresa mediante un documento que
se imprime, adhiere o adjunta a un pasaporte u otro
documento. La visa también se puede otorgar a tra-
vés de medios y registros electrónicos pudiéndose
denominar visa electrónica o virtual. La visa autori-
za al extranjero para presentarse a un lugar destina-
do al tránsito internacional de personas y solicitar,
según el tipo de visado su estancia, siempre que se
reúnan los demás requisitos para el ingreso.

Artículo 29. Corresponde al Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia, a los Sistemas Esta-
tales DIF y al de la Ciudad de México: 

I. Proporcionar asistencia social para la atención de
niñas, niños y adolescentes migrantes que requieran
servicios para su protección;

II. … a IV. …

Artículo 74. Cuando así convenga al interés superior
de la niña, niño o adolescente migrante extranjero no
acompañado, dicho niño, niña o adolescente será do-
cumentado provisionalmente como Visitante por Ra-
zones Humanitarias en términos del artículo 52, frac-
ción V, de esta Ley, mientras la Secretaría en
coordinación con la Procuraduría Federal de Pro-
tección de Niñas, Niños y Adolescentes ofrecen al-
ternativas jurídicas o humanitarias temporales o per-
manentes al retorno asistido. 

En el Reglamento se establecerá el procedimiento que
deberá seguirse para la determinación del interés su-
perior de la niña, niño o adolescente migrante no
acompañado, mismo que será determinado por la
autoridad migratoria competente con opinión de la
Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes.

Artículo 107. Las estaciones migratorias, deberán
cumplir al menos los siguientes requisitos:

I. … a II. …

III. Se deroga. 

IV. … a X. …

…

Artículo 109. …

I. … a XII. …

XIII. Se deroga.

XIV. Se deroga.

XV. ...

Artículo 111. El Instituto resolverá la situación migra-
toria de los extranjeros presentados en un plazo no
mayor de 15 días hábiles, contados a partir de su pre-
sentación.
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Cuando se trate de niñas, niños y adolescentes no
acompañados el plazo mencionado en el párrafo
anterior no será mayor a 8 días hábiles.

El alojamiento en las estaciones migratorias y en los
centros únicamente podrá exceder de los plazos a que
se refiere los párrafos anteriores cuando se actuali-
cen cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. … a V. …

…

…

Artículo 112. Cuando alguna niña, niño o adolescente
migrante, sea puesto a disposición del Instituto queda-
rá bajo la responsabilidad y se deberá garantizar el res-
peto a sus derechos humanos, sujetándose particular-
mente a lo siguiente: 

I. El Instituto procederá a canalizar de manera in-
mediata a la niña, niño o adolescente migrante al
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la
Familia, a los Sistemas Estatales DIF y de la Ciudad
de México, con objeto de privilegiar su estancia en
lugares donde se les proporcione la atención ade-
cuada, mientras se resuelve su situación migratoria
y dará aviso al consulado de su país. 

Por ninguna circunstancia las niñas, niños y adoles-
centes migrantes extranjeros podrán ser alojados en
una estación migratoria. Si los mismos son consi-
derados acompañados, la familia se les traslada-
rá a las instalaciones del Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia, a los Sistemas Es-
tatales DIF y de la Ciudad de México, deberá asig-
nárseles en dicha estación un espacio específico pa-
ra su estadía distinto al del alojamiento de las
niñas, niños y adolescentes no acompañados. La
autoridad deberá respetar en todo momento los de-
rechos de los niños, niñas y adolescentes migrantes
previstos en el presente ordenamiento y la legisla-
ción aplicables, dándose aviso inmediato a la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos y a las
comisiones estatales de derechos humanos, así co-
mo a la Procuraduría de Protección de Niñas,
Niños y Adolescentes en la entidad que correspon-
da, a efecto de que coadyuven en la garantía y pro-
tección de sus derechos.

II. …

III. Se notificará al consulado del país de naciona-
lidad o residencia del niño, niña o adolescente, la
ubicación de las instalaciones del Sistema Nacional
o Sistemas Estatales para el Desarrollo Integral de
la Familia al cual se le canalizó y las condiciones
en las que se encuentre, salvo que a juicio del Insti-
tuto o a solicitud del niño, niña o adolescente pu-
diera acceder al asilo político o al reconocimiento
de la condición de refugiado, en cuyo caso no se en-
tablará contacto con la representación consular; 

IV. El Oficial de Protección de la Infancia entre-
vistará al niño, niña o adolescente con el objeto de
conocer su identidad, su país de nacionalidad o re-
sidencia, su situación migratoria, el paradero de sus
familiares y sus necesidades particulares de protec-
ción, de atención médica y psicológica. 

Un representante de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos y de la Procuraduría Federal
de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes po-
drá estar presente en estas entrevistas, sin perjuicio
de las facultades que le corresponden al represen-
tante legal o persona de confianza del niño, niña o
adolescente; 

V. … a VI. …

Las autoridades competentes deberán generar
modelos y protocolos de actuación para: 

a) Asegurar el respeto a los principios y la
protección de los derechos de niñas, niños y
adolescentes en procedimientos administrati-
vos migratorios;

b) Garantizar el procedimiento administrati-
vo migratorio, que incluirá los derechos esta-
blecidos en el artículo 92 de la Ley General de
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescen-
tes;

c) Seguimiento para su protección durante su
alojamiento en esos centros; y

d) La determinación de su situación jurídica
migratoria. 
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Artículo 120. …

En el caso de niñas, niños y adolescentes, mujeres em-
barazadas, víctimas o testigos de delitos cometidos en
territorio nacional, personas con discapacidad y adul-
tos mayores, se aplicará el procedimiento de retorno
asistido con la intervención de los funcionarios consu-
lares o migratorios del país receptor. Asimismo, se de-
berán tomar en consideración: 

I. … a II. …

En el caso de niñas, niños y adolescentes migrantes y
el de víctimas o testigos de delitos cometidos en terri-
torio nacional, no serán deportados y atendiendo a su
voluntad o al interés superior para garantizar su mayor
protección, podrán sujetarse al procedimiento de retor-
no asistido o de regularización de su situación migra-
toria.

Segundo. Se reforma el tercer párrafo del artículo 89;
el primer párrafo del artículo 94; y el artículo 97, de la
Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
para quedar como sigue:

Artículo 89. …

…

En tanto el Instituto Nacional de Migración determine
la condición migratoria de la niña, niño o adolescente,
el Sistema Nacional DIF o sistema de las entidades,
según corresponda, deberá brindar la protección que
prevé esta Ley y demás disposiciones aplicables. Asi-
mismo, dará aviso inmediato a la Procuraduría Fe-
deral de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes
para que esta dicten las medidas de protección es-
pecial que requieren, atendiendo a la situación es-
pecífica de cada uno de ellos.

…

Artículo 94. Para garantizar la protección integral de
los derechos, los Sistemas Nacional, Estatales y Muni-
cipales DIF, habilitarán espacios de alojamiento o al-
bergues para recibir a niñas, niños y adolescentes mi-
grantes. Cuando los mismos son considerados
acompañados, se deberá otorgar un espacio especí-
fico para su estadía distinto al del alojamiento de
las niñas, niños y adolescentes no acompañados.

…

Artículo 97. Cualquier decisión sobre la devolución
de una niña, niño o adolescente al país de origen o a un
tercer país seguro, sólo podrá basarse en los requeri-
mientos de su interés superior y con opinión de la
Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes.

Transitorio 

Único. La presente Ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a
20 de febrero de 2020. 

Diputada Flora Tania Cruz Santos (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 14 Y 15 DE LA

LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA LA

ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFAN-
TIL; Y 19 DE LA LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL,
SUSCRITA POR LA DIPUTADA LIZBETH MATA LOZANO E IN-
TEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que propone, Lizbeth Mata Lozano, diputada de la
LXIV Legislatura, e integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, en ejercicio de la fa-
cultad que otorga el artículo 71 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 6
numeral 1 fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía, Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que
se reforman y adicionan los artículos 14 y 15 de la Ley
General de Prestación de Servicios para la Atención,
Cuidado y Desarrollo Integral Infantil, y se reforma y
adiciona el artículo 19 de la Ley General de Desarro-
llo Social, a fin de garantizar que el presupuesto pú-
blico asignado a las Estancias Infantiles no pueda ser
inferior, al del año fiscal anterior, con base en la si-
guiente:

Exposición de Motivos

Desde siempre ha sido importante que las niñas y ni-
ños cuenten para su buen desarrollo integral, un cuida-
do y atención que garanticen sus derechos humanos,
que permitan satisfacer las necesidades esenciales que
implican un correcto desarrollo de la infancia, de este
modo, tendrán una base de crecimiento sólida.

Es así que en varios países en el mundo se han im-
plementado programas de estancias de cuidado in-
fantil para apoyar a madres trabajadoras y mejorar el
bienestar de sus hijos. Por un lado, las estancias ofre-
cen a un número creciente de hombres y mujeres que
participan o quieren participar en el mercado laboral
alternativas para el cuidado de sus hijos pequeños
mientras trabajan o estudian. Por otro lado, los pro-
gramas que promueven una alimentación adecuada y
estimulación temprana buscan tener un impacto posi-
tivo en el estado de salud, nutrición y desarrollo de
los niños.

En México, desde hace mucho tiempo existen medidas
y programas que atienden en materia de estancias in-
fantiles, pero es importante mencionar que desde 2011
se reformó la Constitución Política de los Estados Uni-
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dos Mexicanos (CPEUM) y se creó la Ley General de
Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado y
Desarrollo Integral Infantil, en la reforma constitucio-
nal se estableció en el artículo 4° noveno párrafo que
“en todas las decisiones y actuaciones del Estado, ve-
lará y cumplirá con el principio del interés superior de
la niñez, garantizando de manera plena sus derechos a
la educación y sano esparcimiento para su desarrollo
integral, principio que deberá guiar el diseño ejecu-
ción, seguimiento y evaluación de las políticas públi-
cas dirigidas a la niñez”. Al existir el interés superior
del menor, el Estado se ve obligado a atender a las es-
tancias infantiles en el país.

Por otro lado, el 24 de octubre de 2011 fue publicado
en el Diario Oficial de la Federación, la Ley General
de Prestación de Servicios para la Atención, Cuidado
y Desarrollo Integral Infantil, mediante la cual se re-
gula la participación de los sectores privado y social,
en materia de prestación de servicios para la atención,
cuidado y desarrollo integral infantil, garantizando el
acceso de niñas y niños a dichos servicios en condi-
ciones de igualdad, calidad, calidez, seguridad y pro-
tección adecuadas, que promuevan el ejercicio pleno
de sus derechos.

Sin embargo, antes de que la Ley General de Presta-
ción de Servicios para la Atención, Cuidado y Des-
arrollo Integral Infantil existiera, ya estaban operando
guarderías (estancias infantiles y centros de atención
infantil), establecidas también en la Ley del Seguro
Social, a partir de 1973, incluyendo como parte del ré-
gimen obligatorio,  el servicio de guarderías infantiles
para los hijos de madres trabajadoras, denominándose-
les Guarderías Ordinarias, con sus variaciones en la
Ley a través de los años.

De este modo, se han venido implementando en Méxi-
co, además de las estancias infantiles del Instituto Me-
xicano del Seguro Social (IMSS) y del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado (ISSSTE), el Programa Estancias Infantiles pa-
ra apoyar a madres trabajadoras, que tiene como obje-
tivo general o fin contribuir, mediante el aumento de la
oferta de espacios de cuidado y atención infantil, a
abatir el rezago en materia de acceso y permanencia en
el trabajo de madres que trabajan, buscan empleo o es-
tudian y los padres solos con hijos o niños bajo su cui-
dado en hogares que cumplan con los criterios de ele-
gibilidad; el programa se otorga mediante el uso de

servicios de cuidado y atención infantil, que contribu-
yan al desarrollo de los niños y niñas.

Es importante mencionar que el Programa Estancias
Infantiles para apoyar a madres trabajadoras ha opera-
do otorgando apoyos económicos en 2 modalidades a
nivel nacional: a) Apoyo a madres trabajadoras y pa-
dres solos; y b) Impulso a los servicios de cuidado y
atención infantil. Las modalidades consisten en:

1. Modalidad de apoyo a madres trabajadoras y
padres solos

En esta modalidad la población objetivo eran las ma-
dres, padres solos y tutores que trabajan, buscaran em-
pleo o estudian, cuyo ingreso per cápita estimado por
hogar no rebasara la Línea de Bienestar y declararan
que no tenían acceso a servicios de cuidado y atención
infantil a través de instituciones públicas de seguridad
social u otros medios, y que tuvieran bajo su cuidado
al menos a una niña o niño de entre 1 y hasta 3 años 11
meses de edad (un día antes de cumplir los 4 años), o
entre 1 y hasta 5 años 11 meses de edad (un día antes
de cumplir los 6 años), en casos de niñas o niños con
alguna discapacidad.

En esta modalidad la Unidad Responsable del progra-
ma (sectorizado en lo que era la Secretaría de Des-
arrollo Social) entregaba el apoyo para cada niño re-
gistrado a las responsables de las Estancias Infantiles
para ofrecer el servicio de cuidado y atención.

2. Modalidad de impulso a los servicios de cuidado
y atención infantil

En esta modalidad la población objetivo eran las per-
sonas físicas o personas morales, que deseaban esta-
blecer y operar una Estancia Infantil, o que contaran
con espacios para brindar el servicio de cuidado y
atención infantil para la población objetivo del Pro-
grama en la modalidad de Apoyo a Madres Trabajado-
ras y Padres Solos, conforme a los criterios y requisi-
tos establecidos en las Reglas de Operación.

El mencionado Programa de Estancias Infantiles para
Apoyar a Madres Trabajadoras inicia su operación du-
rante el ejercicio fiscal de 2007. Hasta mayo de 2011
el programa beneficiaba a 249 mil 282 madres y pa-
dres solos, recibiendo a 265 mil 415 niños en 9 mil
255 estancias en todo el país. El programa ha operado
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de forma ininterrumpida y hasta el momento ha otor-
gado subsidios a un total de 9 mil 312 estancias infan-
tiles, en las cuales se atiende un total de 309 mil 484
niñas y niños, que hasta el 31 de diciembre pasado, re-
cibían 950 pesos mensuales por cada niña o niño.

Este programa ha sido reconocido por el Programa de
las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), ya
que considera que es una iniciativa que permite mejo-
rar el desarrollo infantil temprano en niños y niñas con
y sin discapacidad, además de aumentar sus expectati-
vas de inclusión en la educación regular. Por lo tanto,
queda en evidencia que ha sido un programa exitoso
para la reducción de la brecha social y de género, y
que garantiza el goce pleno de los derechos humanos
de los niños, madres y padres, por lo que resulta nece-
sario ampliar el acceso a estancias infantiles para fa-
vorecer la participación económica de quienes forman
parte de este sector de la sociedad y reducir la des-
igualdad económica y la pobreza.

A partir del Ejercicio Fiscal de 2019 se abrogan las re-
glas de operación del PEI, se elimina la segunda mo-
dalidad y se crea el “Programa de Apoyo para el Bien-
estar de las Niñas y Niños, Hijos de Madres
Trabajadoras” entregándose el apoyo directamente a
los padres y madres de familia con transferencias mo-
netarias. Es importante precisar que para éste progra-
ma se aprobaron para 2019 en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación: 2 mil 41 millones 621 mil 313 de
pesos y para este año 2 mil 192 millones 429 mil 843
pesos.

Además, para 2019 hubo una reducción de 54 por ci-
nento (-2 mil 256 millones de pesos), con respecto al
aprobado para el PEI en 2018 el cual contó con un pre-
supuesto de 4 mil 70 millones 264 mil 507 pesos.

La reducción al programa, podría provocar el cierre de
más la mitad de estos centros de atención infantil, de-
jando en el desamparo a más de 300 mil menores en
todo el país. Ante la falta del subsidio, los centros que
se encontraban dentro del programa han comenzado a
cerrar o a incrementar el costo de sus servicios, mismo
que miles de madres y padres no pueden solventar.

Las estancias infantiles, conocidas por la legislación
como “Centros de atención infantil”, son indispensa-
bles en la República Mexicana, ya que factores como la
demanda de empleo de la madre o del padre solteros, o

bien del matrimonio donde ambos cónyuges trabajan,
los obliga a buscar el servicio de estancias o guarderí-
as infantiles para el cuidado de sus hijos, instalaciones
que actualmente están sujetas a una regulación.

Está claro que uno de los segmentos de edad más im-
portante en nuestro país, son las niñas y los niños; si
bien es cierto a nivel constitucional se ha ampliado la
protección de sus derechos,  en base a ello, es que de-
bemos generar los medios para que se fortalezca y ex-
tienda esta protección, más aun en el ámbito de su de-
recho a crecer en un ambiente de afecto, respeto,
seguridad, higiene y cuidados especiales, conforme a
su edad y género, y que cuando los padres de familia
lo requieran, estos cuidados estén a cargo de personal
capacitado y certificado para cumplir esas funciones,
garantizando a los menores un ambiente libre de vio-
lencia y de riesgos a su integridad física y emocional.

Por ello, es que debemos crear las herramientas que
permitan garantizar un adecuado financiamiento al
servicio de cuidado de niñas y niños de madres y pa-
dres trabajadores. Sin duda las guarderías y estancias
son instituciones enfocadas al cuidado y atención in-
fantil y representan un instrumento útil para apoyar a
padres y madres que trabajan, su existencia viene a re-
solver un problema familiar importante, y cuando fun-
cionan de forma óptima son ayuda valiosa para que las
niñas y niños estén seguros, con una nutrición apro-
piada, actividades pre educativas conforme a su edad
y bajo los lineamientos de la autoridad en la materia
procurando así su crecimiento en un ambiente de afec-
to y adecuado para su pleno desarrollo.

Ya que no es lo mismo que las niñas y niños reciban
una atención especializada, a que la reciban de un fa-
miliar, conocido, vecino, o amigo de los padres, pues
en muchas ocasiones no cuentan con instalaciones y
conocimiento indicados para garantizar el interés su-
perior del menor establecido en la CPEUM.

Por todo esto, esta iniciativa de reforma prevé que el
Estado garantice el financiamiento a los prestadores
del servicio que cumplan eficazmente con las normas
correspondientes como lo había estado haciendo du-
rante varios sexenios, y que no sea posible asignar me-
nos recurso en cada ejercicio fiscal que el anterior.

Por lo expuesto someto a su consideración la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Gaceta Parlamentaria Jueves 20 de febrero de 202090



Decreto por el que se reforman y adicionan los ar-
tículos 14 y 15 de la Ley General de Prestación de
Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo
Integral Infantil, y se reforma y adiciona el artícu-
lo 19 de la Ley General de Desarrollo Social

Primero. Se reforma el artículo 14 y se adiciona un
segundo párrafo al artículo 15; ambos a la Ley Gene-
ral de Prestación de Servicios para la Atención, Cuida-
do y Desarrollo Integral Infantil, para quedar como si-
gue:

Artículo 14. La rectoría de los servicios para la atención,
cuidado y desarrollo integral infantil corresponde al Es-
tado, que tendrá una responsabilidad indeclinable en la
autorización, funcionamiento, financiamiento, monito-
reo, supervisión y evaluación de dichos servicios.

Artículo 15. ...

El presupuesto público destinado al gasto social re-
lacionado con los servicios para la atención, cuida-
do y desarrollo integral infantil no podrá ser infe-
rior, en términos reales, al del año fiscal anterior,
por lo tanto, no podrá sufrir disminuciones, excep-
to en los casos y términos que establezca la Cáma-
ra de Diputados por causa justificada.

Segundo. Se adiciona una fracción X al artículo 19 de
la Ley General de Desarrollo Social, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 19. Son prioritarios y de interés público:

I. a VIII. …

IX. Los programas y obras de infraestructura para
agua potable, drenaje, electrificación, caminos y
otras vías de comunicación, saneamiento ambiental
y equipamiento urbano, y

X. Los programas para la prestación de servicios
para la atención, cuidado y desarrollo integral
infantil.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Dado en la honorable Cámara de Diputados, Ciudad
de México, a 20 de febrero de 2020.

Diputada Lizbeth Mata Lozano (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 115 DE LA LEY GENERAL DE

SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO RUBÉN IGNACIO MOREI-
RA VALDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

Rubén Ignacio Moreira Valdez, en su carácter de dipu-
tado a la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión
y con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados y demás correlativos,
somete a consideración del pleno de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se reforma el artículo 115 de la Ley General de Salud,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Los “cultivos genéticamente modificados”, o transgé-
nicos, son las plantas cuyo ADN ha sido alterado en un
laboratorio para darles propiedades que no pueden re-
cibir por medio de las técnicas de reproducción tradi-
cional.

Específicamente, se identifican genes seleccionados
de otros organismos y se insertan en el cultivo con el
propósito de crear un espécimen más deseable. Sin
embargo, una de las preocupaciones centrales de la
modificación genética es que la introducción en los
cultivos de material genético foráneo tiene el potencial
de producir efectos dañinos tanto en la salud de los hu-
manos como en el ambiente.1
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Los mexicanos, en promedio, consumimos 90 kilos de
tortilla cada año. Cuando los fabricantes de tortilla em-
piezan a sustituir el maíz blanco mexicano por el ma-
íz amarillo genéticamente modificado procedente de
Estados Unidos, porque es más barato, surte una serie
de posibles preocupaciones sanitarias, sobre todo de-
bido al uso de glifosato, herbicida declarado como
“probablemente carcinógeno para el ser humano”. El
creciente uso de maíz transgénico va acompañado de
una pérdida de su contenido nutricional y se aleja de la
práctica tradicional y del proceso de nixtamalización,
que consume más tiempo.

Por medio de la adopción del Protocolo de Cartagena
sobre Seguridad de la Biotecnología (PC) (2000), la
comunidad internacional había reconocido por prime-
ra vez los riesgos potenciales de la biotecnología mo-
derna en el Convenio sobre la Diversidad Biológica
(1992); sin embargo, no se desarrollaron los requisitos
específicos sobre cómo los países debían gestionar los
riesgos potenciales por el uso de estos químicos.

Con la adopción del Protocolo de Cartagena se creó un
conjunto de normas para los países miembros sobre
cómo regular la biotecnología moderna, esto obligaba
a cada país miembro a desarrollar un sistema regulato-
rio que funcionara y garantizara que los cultivos trans-
génicos no serían liberados en el ambiente sin antes
haber pasado por una evaluación integral de riesgo.

Pero en 2010 se dio la primera autorización para la co-
secha comercial de un cultivo transgénico en México
a una multinacional, la cual recibió algodón genética-
mente modificado en Chihuahua, Coahuila y Durango,
en el norte del país.

Con ese permiso, la Ley de Bioseguridad de Orga-
nismos Genéticamente Modificados finalmente se
puso a prueba en beneficio de la agroindustria, a la que
se le permitió avanzar en las fases experimental y pi-
loto, hasta llegar a la etapa comercial; con esto se man-
daba la señal de que pronto vendrían más cultivos co-
merciales.

Ese año, la Secretaría de Salud aprobó 188 productos
transgénicos para el consumo humano pero aun no es
requisito obligatorio el etiquetado transgénico en los
alimentos, lo que establece una violación al derecho
del consumidor a gozar de información para poder de-
cidir sobre su consumo.

A diferencia de lo que ocurre en Japón, China y la
Unión Europea, entre otros países, en el nuestro no
existe el etiquetado de alimentos transgénicos, por lo
cual, no tenemos forma de saber si nuestros alimentos
los contienen o no.

Las localidades, las ciudades, los estados y las regio-
nes alrededor del mundo tienen la facultad de tomar
sus propias decisiones en relación con los cultivos
transgénicos, así como de declararse zona libre de or-
ganismos genéticamente modificados (ZLOGM).

En México se limita esa prerrogativa, cualquier comu-
nidad interesada o productor de cultivos orgánicos que
desee declarar una ZLOGM debe cumplir una serie de
formalidades a través de un proceso burocrático com-
plicado.

Greenpeace explica que “los riegos sanitarios a largo
plazo no se están evaluando correctamente”. Añade
que “hay informes científicos en los que se muestran
evidencias de riesgos a la salud: alergias, aparición de
nuevos tóxicos y otros efectos inesperados son algu-
nos de los riesgos”.

Además la contaminación genética puede suponer un
cierto riesgo para la biodiversidad, por lo que hay que
valorar la posibilidad de que los nuevos rasgos im-
plantados puedan ser transmitidos a especies emparen-
tadas.2

Decreto por el que se adiciona la fracción IX al ar-
tículo 115 de la Ley General de Salud, en la que se
establece el etiquetado de productos transgénicos
en los envases

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 115
de la Ley General de Salud, para quedar como sigue:
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Artículo 115. La Secretaría de Salud tendrá a su cargo

…

VIII. Proporcionar a la Secretaría de Comercio y
Fomento Industrial los elementos técnicos en mate-
ria nutricional, para los efectos de la expedición de
las normas oficiales mexicanas; y

IX. Obligar a las empresas a informar mediante
etiquetas claras y visibles, el contenido de trans-
génicos en los productos que se comercialicen.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Los transgénicos en México: 20 años de resistencia y lucha. Gre-

enpeace, 

h t tps : / / s torage.googleapis .com/planet4-mexico-s ta te-

l e s s / 2 0 1 9 / 1 1 / 0 f c 9 a 6 1 4 - 2 0 a n i o s _ 1 8 o c t _ 1 3 h r s -

1 . p d f ? _ g a = 2 . 5 6 6 0 8 1 7 1 . 1 2 0 4 8 5 7 3 5 8 . 1 5 7 9 11 2 9 9 6 -

38115928.1570038105

2 Alimentos transgénicos. Cuídate Plus. Marca,

https://cuidateplus.marca.com/alimentacion/diccionario/alimen-

tos-transgenicos.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY DE FOMENTO

PARA LA LECTURA Y EL LIBRO, A CARGO DE LA DIPUTADA

ESMERALDA DE LOS ÁNGELES MORENO MEDINA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

Esmeralda de los Ángeles Moreno Medina, diputa-
da integrante de la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, del Grupo Parlamentario de En-
cuentro Social, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 4o., 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I; 77, 78 y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona una fracción IX al artí-
culo 4 de Ley de Fomento para la Lectura y el Li-
bro, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Ningún país puede aspirar a ser una sociedad plena-
mente democrática mientras persistan la desigualdad,
la discriminación, y la violencia contra las mujeres.
Lamentablemente, en México la igualdad de género
sigue siendo una asignatura pendiente que lastima no
sólo el tejido social sino también la dignidad de las
mujeres que además, numéricamente, constituyen más
de la mitad del país. México cerró el 2017 con una po-
blación en los hogares de 123.6 miles de personas; de
las cuales 51.3 por ciento son mujeres y 48.7 por cien-
to hombres.1

La igualdad de género está en el centro mismo de los
derechos humanos y los valores de las Naciones Uni-
das. Un principio fundamental de la Carta de las Na-
ciones Unidas, aprobada por los dirigentes del mundo
en 1945, es “derechos iguales para hombres y muje-
res” y la protección y el fomento de los derechos hu-
manos de las mujeres como responsabilidad de todos
los Estados. Sin embargo, millones de mujeres del
mundo entero siguen siendo víctimas de la discrimina-
ción.2

La Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer (Cedaw) cons-
tituye desde 1981 para el Estado mexicano, un com-
promiso ineludible para establecer las políticas
públicas de igualdad entre mujeres y hombres, y para
enfrentar la discriminación y la violencia contra muje-
res y niñas.
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La Plataforma de Acción de Beijing, compromiso
adoptado en 1995, obliga a garantizar la igualdad de
jure y de facto entre mujeres y hombres, tanto en el go-
ce de sus derechos humanos, como en el ejercicio ple-
no de sus libertades fundamentales. La Plataforma re-
conoce que la concreción de los derechos de las
mujeres y las niñas es piedra angular del desarrollo, la
democracia y la paz, y para eso estableció compromi-
sos en 12 esferas de especial preocupación sobre la
condición femenina en todo el mundo, la meta es lo-
grar que todas las mujeres, de todas las edades, puedan
ejercer sus libertades, tener oportunidades y recursos y
hacer realidad todos sus derechos, como el de vivir
una vida libre de discriminación y violencia.

La educación es factor de progreso y fuente de opor-
tunidades para el bienestar individual y colectivo; tie-
ne repercusiones en la calidad de vida; en la igualdad
social; en las normas y prácticas de la convivencia hu-
mana y en los estándares de bienestar material de las
naciones; influye en el desarrollo social, así como en
la capacidad y creatividad de las personas y las comu-
nidades. 

Asimismo, resulta innegable que el nivel educativo en
mujeres y hombres tiene consecuencias directas en sus
posibilidades de acceder a un empleo bien remunera-
do y a mejores condiciones de vida. Las mujeres, es-
pecialmente en las zonas rurales y marginadas del pa-
ís, han visto limitadas sus oportunidades en este rubro,
no obstante, se insertan cada vez más al sistema edu-
cativo, con lo cual las diferencias entre mujeres y
hombres se han reducido. Sin embargo, el proceso es
paulatino, de tal manera que persisten rezagos educa-
tivos que suelen ser más acentuados para la población
femenina, en el nivel medio.3

La lectura es una de las actividades más importantes y
útiles que el ser humano realiza a lo largo de su vida.
Es una actividad que por lo general comienza a adqui-
rirse muy lentamente desde temprana edad y se man-
tiene de por vida, es decir que no se pierde con el tiem-
po.4

“Por otro lado, la importancia de la lectura también
reside en el hecho de que es a través suyo que el ser
humano puede comenzar a recibir conocimientos de
manera formal e insertarse así en el proceso tan
complejo pero útil conocido como educación. La
lectura supone siempre atención, concentración,

compromiso, reflexión, todos elementos que hacen
a un mejor desempeño y a mejores resultados.”

La última medición del Inegi que indicó cuántos libros
leen los mexicanos durante el año mostró que las per-
sonas consumen en promedio 3.8 libros anualmente, lo
cual coloca México por debajo del promedio de Amé-
rica Latina qué es de 5.4 ejemplares.5

De acuerdo con el Módulo de Lectura de febrero de
2019 del Inegi,6 la lectura entre la población de 18 y
más años de edad no se incrementa, antes bien, pre-
senta un descenso; realizando un comparativo de los
levantamientos del módulo durante los meses de fe-
brero en los últimos cinco años, se observa que el por-
centaje de población que lee algún material considera-
do por el Módulo, tiene un decremento cercano a los
10 puntos porcentuales al comparar el dato de 2015
con 2019.

Pues para 2015, 84.2 por ciento leía; para 2016, 80.8
por ciento; para 2017, 79.7 por ciento; para 2018, 76.4
por ciento y para 2019 sólo 74.8 por ciento leía.

De acuerdo con el Módulo de Lectura 2019, la condi-
ción de práctica de lectura, se asocia positivamente
con el nivel de escolaridad de la población; el porcen-
taje de población de 18 y más años de edad que lee al-
gún material por los que se indaga se incrementa con-
forme el nivel de estudios. Asimismo, a mayor nivel
de estudios, el porcentaje de población que lee libros
es mayor, ya que 64.8 por ciento de aquellos que cuen-
tan con “al menos un grado de educación superior” de-
clararon leer al menos un libro en los últimos doce me-
ses.

La lectura por tipo de material es diferencial por sexo,
en 2019 se observa que 43.8 por ciento de los hombres
declararon haber leído al menos un periódico la sema-
na pasada, porcentaje muy superior a lo declarado por
las mujeres (24.8 por ciento).

Las mujeres aprendieron a leer, en general, mucho más
tarde que los hombres –como demuestran los numero-
sos estudios sobre alfabetización y analfabetismo–
porque la mentalidad tradicional relegaba su educa-
ción a la de los varones, y primaba el papel de esposa
y madre. Es evidente, por tanto, que las mujeres han
partido, históricamente, de una situación desfavorable
que aún hoy se mantiene en numerosos países.
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Los libros pueden ser una herramienta para el empo-
deramiento de la mujer. Debido a que la lectura da fa-
cilidad para exponer el propio pensamiento y posibili-
ta la capacidad de pensar. Potencia la capacidad de
observación, de atención y de concentración.

Para garantizar de manera eficaz los derechos huma-
nos de las mujeres es preciso, en primer lugar, una
comprensión exhaustiva de las estructuras sociales y
las relaciones de poder que condicionan no sólo las le-
yes y las políticas, sino también la economía, la diná-
mica social y la vida familiar y comunitaria.

Es preciso desactivar los nocivos estereotipos de gé-
nero, de modo que a las mujeres no se les perciba se-
gún las pautas de lo que “deberían” hacer sino que se
les considere por lo que son: personas singulares, con
sus propios deseos y necesidades.

Por ello, uno de los principales objetivos de la presen-
te iniciativa es promover acciones para fomentar una
vida sin violencia ni discriminación hacia las mujeres,
así como una auténtica cultura de la igualdad en la Ley
de Fomento para la Lectura y el Libro, mediante la
adición de una fracción IX al artículo 4o., en los si-
guientes términos:

Fundamentación

Artículos 4o. y 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, y de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 3, fracción
VIII; 6, fracción I, numeral 1; 77 numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Denominación del Proyecto

Decreto por el que se adiciona una fracción IX al
artículo 4o. de la Ley de Fomento para la Lectura
y el Libro

Artículo Único. Se adiciona una fracción IX al artícu-
lo 4o. de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro,
para quedar como sigue: 

Artículo 4o. …

I. a VI. …

VII. Estimular la competitividad del libro mexicano
y de las publicaciones periódicas en el terreno in-
ternacional;

VIII. Estimular la capacitación y formación profe-
sional de los diferentes actores de la cadena del li-
bro y promotores de la lectura, y

IX. Incorporar la perspectiva de género en las
políticas, programas, proyectos y acciones dirigi-
das al fomento y promoción de la lectura.”

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0

185-19182014000100005

2 www.ohchr.org/sp/issues/women/wrgs/pages/wrgsindex.aspx

3http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/MHM_20

18.pdf
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4 https://www.importancia.org/lectura.php

5 https://www.reporteindigo.com/piensa/cuanto-como-leen-mexi-

canos-inegi-dia-internacional-libro/

6 https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/molec/doc/re-

sultados_molec_feb19.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión de
los Estados Unidos Mexicanos, a los 20 días de fe-
brero de 2020.

Diputada Esmeralda de los Ángeles Moreno Medina
(rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY GENERAL DE

CULTURA FÍSICA Y DEPORTE, A CARGO DEL DIPUTADO

CUAUHTLI FERNANDO BADILLO MORENO, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Cuauhtli Fernando Badillo Moreno,
diputado de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena, en ejercicio de la facultad que le confieren
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de la
Cámara de Diputados la iniciativa con proyecto de
decreto por el artículo 99 de la Ley General de Cul-
tura Física y Deporte, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El ajedrez está considerado por el Comité Olímpico
Internacional como un deporte, y las competiciones
internacionales están reguladas por la Federación In-
ternacional de Ajedrez, FIDE1 del acrónimo de su

nombre en francés: Fédération Internationale des
Échecs. En este deporte los jugadores compiten a nivel
individual en diferentes torneos, aunque también exis-
ten competiciones por equipos, siendo una de las más
importantes las Olimpíadas de ajedrez.

El ajedrez es conocido como el juego ciencia, por su
valor pedagógico y es por ello practicado en todo el
mundo. Propicia en los educandos el desarrollo de sus
habilidades mentales y formación ética.

Aporta muchos beneficios a las personas que desarro-
llan este juego, tales como: la ayuda en resolución de
problemas y la toma de decisiones, al enfrentar dife-
rentes contratiempos, pueda definir y aplicar una es-
trategia de solución. Es por ello que la Organización
de las Naciones Unidades para la Educación, la Cien-
cia y la Cultura (Unesco), en el año de 1995 emitió re-
comendación sus países miembros sobre la incorpora-
ción del ajedrez como materia educativa en la
enseñanza básica.

El ajedrez es un juego accesible para cualquier grupo
social, por lo que su fomento y promoción entre la po-
blación podría mejorar la cohesión social, contribu-
yendo a la integración social, la lucha contra la discri-
minación, la reducción de las tasas de delincuencia e
incluso la lucha contra diferentes adicciones.

Fomentar y promocionar el ajedrez entre deportistas,
específicamente por parte de la Conade, implicaría
asumir un proceso de enseñanza-aprendizaje, capaz de
ofrecer a los alumnos una preparación armónica para
emplear los recursos intelectuales (habilidades y des-
trezas además de conocimientos), que les permitan ni-
veles de dominio cognitivo para resolver situaciones
de distinto tipo y grado.

Desarrollarán la habilidad de razonar antes de actuar,
en el ajedrez, conforme se vaya mejorando en el juego
se va incrementando la autoestima de la persona, se va
tomando más confianza para aprender y enfrentar
otras situaciones y campos de acción, el jugador obtie-
ne una gran confianza en sí mismo mejorando las re-
laciones con sus pares dentro y fuera del contexto, ya
que favorece su regulación emocional, permite al de-
portista aprender a controlar sus sentimientos de frus-
tración y convertirlos en energía positiva para enfren-
tar sus próximos retos.
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El ajedrez ejercita el órgano más importante en nues-
tro cuerpo: el cerebro. Por lo tanto, se requiere de una
buena aptitud física. La condición mental requiere es-
tar en buena condición física. Para este juego se re-
quiere de una alta capacidad de concentración por un
largo período.

El objetivo de todo deporte es ganar, eso implica com-
petitividad, característica que comparte con los demás
deportes. El ajedrez es una simulación de batalla, con
estrategias y dinámicas de lucha para derrotar al ad-
versario. El desgaste físico y mental de esa batalla es
enorme.

Pero uno de los factores importantes para los deportis-
tas y en lo que hay que enfatizar es la fortaleza men-
tal. Un deportista exitoso requiere algo más que una
buena técnica y preparación física, se necesita la habi-
lidad y fortaleza mental del deportista para vencer a su
rival es primordial. 

En nuestro país la Conade ejerce la actuación en el ám-
bito de la cultura física y el deporte, y es quien condu-
ce la política nacional en estas materias.

La presente iniciativa pretende que la Conade pro-
mueva y difunda el ajedrez, como estrategia para for-
talecer la creatividad, intuición, memoria y las capaci-
dades analíticas y cognitivas para su aplicación en las
actividades de cultura física y deporte. 

En virtud de lo antes expuesto y fundado me permito
someter a la consideración de esta soberanía la si-
guiente reforma:

Por lo anteriormente expuesto, someto a la considera-
ción de esta soberanía, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de:

Decreto que reforma el artículo 99 de la Ley Gene-
ral de Cultura Física y Deporte

Único. Se reforma el artículo 99 de la Ley General de
Cultura Física y Deporte, para quedar como sigue:

Artículo 99. La Conade promoverá, coordinará e im-
pulsará en coordinación con la SEP la enseñanza, in-
vestigación, difusión del desarrollo tecnológico, la
aplicación de los conocimientos científicos en materia
de activación física, cultura física y deporte, así como
la construcción de centros de enseñanza y capacitación
de estas actividades.

En cuanto a la enseñanza promoverá y difundirá el
ajedrez, como estrategia para fortalecer la creativi-
dad, intuición, memoria y las capacidades analíti-
cas y cognitivas para su aplicación en las activida-
des de cultura física y deporte.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Nota

1 https://www.fide.com/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 20 de febrero de 2020.

Diputado Cuauhtli Fernando Badillo Moreno (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 96 Y 105 DE LA LEY DE

MIGRACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO RAÚL GRACIA

GUZMÁN E INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

El diputado Raúl Gracia Guzmán y quienes suscriben,
las diputadas y los diputados del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional en la LXIV Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someten a con-
sideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman los artículos 96 y 105
de la Ley de Migración, al tenor de lo siguiente

Exposición de Motivos

1. El 25 de mayo de 2011 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación la Ley de Migración. Con este or-
denamiento se buscaba resolver los problemas que se
presentaban en ese momento derivado de los constan-
tes flujos migratorios y de las condiciones de inseguri-
dad que se vivían en el país. La pieza legislativa, con-
sideraba las experiencias anteriores y las leyes que la
precedían como la Ley de 1926, primera legislación
que consideraba el delito del contrabando de indocu-
mentados, la cual fue remplazada por la Ley de Mi-
gración que entró en vigor cuatro años después, en
1930, ley que mantenía el espíritu de la anterior, pero
simplificando algunos procedimientos y detalló defini-
ciones.

En 1936, el entonces presidente, Lázaro Cárdenas,
promulgó la Ley General de Población, la cual derogó
la legislación migratoria para abordar el fenómeno
desde el enfoque demográfico, en particular, en torno
al movimiento poblacional. La Ley de 1936 fue rem-
plazada por una legislación en 1974, la que a su vez
fue reformada en 1996. Cabe señalar que desde 1936
y hasta el 25 de mayo de 2011, momento en el que en-
tró en vigor la vigente Ley de Migración, la legislación
en materia de población reguló los flujos migratorios
en el interior del país (Centro de Estudios, 2015).1

2. La Ley de Migración tiene como objetivo regular lo
relativo al ingreso y salida de mexicanos y extranjeros
en el territorio mexicano, el tránsito y la estancia de
los extranjeros en el mismo, en un marco de respeto,

protección y salvaguarda de los derechos humanos
(Centro de Estudios, 2015). Por ello es un instrumen-
to de suma importancia para el país, la ubicación geo-
gráfica de México y las fronteras que comparte tanto
en el sur como en el norte, lo colocan como un territo-
rio de transito obligado para miles de personas. Deri-
vado de lo anterior, el flujo migratorio es enorme y ha
ido en aumento año con año; por ejemplo, la migra-
ción infantil se incrementó en 132 por ciento de 2018
a 2019, así lo informó el Instituto Mexicano de Migra-
ción:

La cantidad de niños centroamericanos que migraron a
México en el primer semestre de este año se incre-
mentó en 132 por ciento respecto al mismo periodo de
2018, informó el Instituto Nacional de Migración.

“De enero a junio de 2019 las cifras preliminares in-
dican que han sido presentados ante la autoridad
migratoria 33 mil 122 niñas, niños y adolescentes”,
informó el instituto. “Mientras, en el mismo perio-
do de 2018 la cifra de menores presentados fue de
14 mil 279”.

La autoridad migratoria detalló que, de los menores
detenidos en este año, 24 mil 597 se encontraron
acompañados y 8 mil 525 llegaron solos al país. Estas
cifras demuestran un incremento de 131.96 por ciento
de la niñez centroamericana de 0 a 17 años, que ha si-
do presentada y atendida por las autoridades adscritas
a esta institución, detalló el INM. El incremento de los
menores migrantes se acentuó en las mujeres, pues
prácticamente se triplicó: pasó de 4 mil 936 en 2018 a
13 mil 671 este año, mientras que los hombres sólo se
duplicaron, de 9 mil 343 a 19 mil 451 (Martínez,
2019).2

3. Referente a la nacionalidad de las personas migran-
tes que cruzan por territorio nacional, la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos (CNDH) dio a cono-
cer en el informe Los desafíos de la migración y los
albergues como oasis. Encuesta Nacional de Personas
Migrantes en Tránsito por México:

En conjunto, la población centroamericana entrevista-
da en la Encuesta Nacional de Personas Migrantes en
Tránsito por México involucra a 94.4 por ciento. El
restante 5.6 señaló pertenecer a diversas nacionalida-
des: haitiana, cubana, rusa, congoleña, entre otras
(CNDH, 2020).3
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Es importante señalar las causas de la migración. La
encuesta nacional indica lo siguiente:

Las causas por las cuales las personas migrantes deci-
den salir de su país. En consonancia con estudios pre-
vios, la búsqueda de trabajo o razones económicas, así
como la inseguridad y la violencia son las principales
causas por las cuales las personas entrevistadas deci-
dieron emigrar.

En el caso de las personas migrantes centroamericanas
entrevistadas, las causas de trabajo y económicas, así
como las razones de violencia e inseguridad dan cuen-
ta de las profundas condiciones de pobreza, desigual-
dad y desintegración del tejido social, especialmente
en el denominado Triángulo Norte de Centroamérica
(Guatemala, El Salvador y Honduras). Para las muje-
res, las principales causas por las cuales decidieron sa-
lir de su país son la inseguridad y la violencia 46.6 por
ciento, y las razones económicas pasan a segundo pla-
no 32. En contraste, los hombres migrantes señalaron
en primer lugar las causas económicas y de trabajo 51

por ciento y en segunda instancia la violencia e inse-
guridad 35.7 (CNDH, 2020).

4. Respecto a los problemas que enfrentan las autori-
dades migratorias de México, las detenciones suelen
ser por lo regular la principal dificultad, la encuesta
nacional hace espacial énfasis en estos términos:

De las personas migrantes que indicaron haber sido
detenidas por autoridades mexicanas, 88.3 por ciento
fue devuelto a su país. Por su parte, se preguntó si el
trato fue respetuoso de sus derechos humanos, a lo que
69.1 indicó que sí, 8.3 dijo que sí en parte y 21.7 indi-
có que no fue respetuoso. Igualmente, se preguntó si
durante su detención el trato fue pacífico o violento, a
lo que 78.1 señaló que fue pacífico, 5.6 dijo que fue
pacífico en parte y 15.6 indicó que fue violento.

La encuesta nacional coloca las detenciones como uno
de los mayores desafíos que enfrentan los migrantes
tanto en Estados Unidos como en México, al igual que
las condiciones de los centros de detenciones o esta-
ciones migratorias, las cuales no son adecuadas y se
muestran deficientes en todos los sentidos. Estados
Unidos es el país que más detenciones realiza, sin em-
bargo, las condiciones de violencia e inseguridad son
mayores en México que en el vecino país del norte,
siendo éste el país sólo de tránsito.

Consideraciones

I. Como diputado federal, considero de gran importan-
cia ser sensible a los acontecimientos sociales que
afectan nuestra localidad y ser la voz de quien no la
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tiene, para dar a conocer y exigir estabilidad social,
transparencia y liderazgo.

II. El 18 de diciembre de 2019, en la conmemoración
del Día Internacional del Migrante, la CNDH reveló
que el número de personas migrantes detenidas en Mé-
xico por la autoridad migratoria aumentó en 23 por
ciento: pasó de 131 mil 445 en 2018 a 169 mil 932 en
octubre de 2019 (comunicado de prensa, 2019).4 Lo
anterior demuestra el enorme reto que enfrenta el go-
bierno del país en materia migratoria.

Desde el inicio de las caravanas migrantes en octubre
de 2018 a la fecha, el flujo migratorio ha incrementa-
do, situación que genera las acciones de gobierno que
son visibles en medios de comunicación y redes socia-
les, ejemplo de ello, son las medidas de contención y
detención por parte de integrantes de la Guardia Na-
cional hacia los migrantes que intentan cruzar al terri-
torio nacional. Estas medidas, son criticadas por de-
fensores de derechos humanos y expertos en la
materia; consideran que el actuar del gobierno es in-
operante y viola pactos y convenciones firmados por
el estado mexicano en materia de derechos humanos,
hacen especial énfasis en criticar estas acciones ya que
violan el artículo 11 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

El actuar de la Guardia Nacional y de todos los fun-
cionarios encargados de hacer valer la ley debe ajus-
tarse a los “principios básicos sobre el empleo de la
fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encar-
gados de hacer cumplir la ley”.

Los principios básicos establecen con claridad que, los
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el
desempeño de sus funciones, utilizarán en la medida
de lo posible medios no violentos antes de recurrir al
empleo de la fuerza y de armas de fuego. Podrán utili-
zar la fuerza y armas de fuego solamente cuando otros
medios resulten ineficaces o no garanticen de ninguna
manera el logro del resultado previsto.

También señala que los funcionarios encargados de
hacer cumplir la ley no emplearán armas de fuego con-
tra las personas salvo en defensa propia o de otras per-
sonas, en caso de peligro inminente de muerte o lesio-
nes graves, o con el propósito de evitar la comisión de
un delito particularmente grave que entrañe una seria
amenaza para la vida, o con el objeto de detener a una

persona que represente ese peligro y oponga resisten-
cia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en ca-
so de que resulten insuficientes medidas menos extre-
mas para lograr dichos objetivos. En cualquier caso,
sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales.

Durante enero de 2020, caravanas migrantes intenta-
ron ingresar en el territorio nacional con la intención
de llegar a Estados Unidos o quedarse en México, sin
embargo, integrantes de la Guardia Nacional sirvieron
de muro de contención reprimiendo y haciendo distin-
tas detenciones a los grupos de migrantes, situación
que se dio a conocer por todos los medios de comuni-
cación en México y en el mundo, quienes publicaron
imágenes y videos que muestran los enfrentamientos
entre integrantes de la Guardia Nacional y los migran-
tes, el 21 de enero se difundieron videos que revelan el
escenario descrito.

El gobierno debe implantar una política migratoria que
respeto los derechos humanos y que se pueda dar una
migración ordenada, sin embargo, esto no ocurre en la
práctica. Por lo anterior es importante que la Ley de
Migración establezca con claridad que, los integrantes
de la Guardia Nacional se ajusten a los principios bá-
sicos sobre el empleo de la fuerza y de armas de fue-
go y los funcionarios encargados de hacer cumplir la
ley, a pesar de lo importante que debería de ser su ac-
tuación y el respeto a los principios básicos, la ley no
lo contempla en sus artículos 96 y 105, es necesario
que se realice esta reforma para que el actuar de los in-
tegrantes de la Guardia Nacional y todos los funciona-
rios lo hagan respetando la ley y los derechos humanos
de los migrantes.

III. El Pacto Mundial para la Migración Segura, Orde-
nada y Regular, en el Objetivo 13 Utilizar la detención
de migrantes solo como último recurso y buscar otras
alternativas establece que, “Nos comprometemos a ga-
rantizar que cualquier detención en el contexto de la
migración internacional cumpla las garantías procesa-
les, no sea arbitraria, se base en la ley, la necesidad, la
proporcionalidad y la evaluación individual, esté a
cargo de funcionarios autorizados y dure lo menos po-
sible, independientemente de que se produzca en el
momento de la entrada, en tránsito o en el proceso de
regreso, y del tipo de lugar donde ocurra. Nos com-
prometemos además a dar prioridad a las alternativas
no privativas de libertad acordes con el derecho inter-
nacional, y a adoptar un enfoque basado en los dere-
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chos humanos respecto de cualquier detención de los
migrantes, utilizando la detención únicamente como
último recurso.

g) Velar por que todas las autoridades gubernamen-
tales y las instancias privadas que se encargan de
administrar los centros de detención de inmigrantes
lo hagan de manera compatible con los derechos
humanos y tengan formación sobre la no discrimi-
nación y la prevención de las detenciones arbitra-
rias y la detención en el contexto de la migración in-
ternacional, y rindan cuentas de las violaciones o
abusos contra los derechos humanos;

Por lo que hemos observado en la política migratoria
de este gobierno, las detenciones seguirán en aumen-
to; por declaraciones de los propios funcionarios y del
presidente no se prevé que quieran cambiar su postu-
ra. Por ello es importante que en todas las detenciones
los funcionarios y los integrantes de la Guardia Nacio-
nal respeten la ley y los derechos humanos de los mi-
grantes. La Guardia Nacional es de reciente creación y
no fue diseñada para servir de muro de contención a
migrantes, si bien es cierto, tiene atribuciones que le
permiten mantener y restablecer el orden y la paz so-
cial, así como prevenir la comisión de delitos en los
centros de supervisión y control migratorio, realizar,
en coordinación con el Instituto Nacional de Migra-
ción, la inspección de los documentos migratorios de
personas extranjeras, a fin de verificar su estancia re-
gular; apoyar el aseguramiento que realice el Instituto
Nacional de Migración y a petición del mismo, res-
guardar las estaciones migratorias y a los extranjeros
que en ellas se encuentren, entre otras.

Como se observa, el diseño de la Guardia Nacional, no
se realizó para perseguir y contener migrantes, sin em-
bargo, se encuentra realizando esta labor.

Por lo expuesto se propone a esta soberanía la si-
guiente iniciativa con

Proyecto de decreto por el que se reforman los ar-
tículos 96 y 105 de la Ley de Migración

Único. Se reforman los artículos 96 y 105 de la Ley
de Migración, para quedar como sigue:

Artículo 96. Las autoridades colaborarán con el Insti-
tuto para el ejercicio de sus funciones, cuando éste así

lo solicite, sin que ello implique que puedan realizar
de forma independiente funciones de control, verifica-
ción y revisión migratoria. En el caso de que el Insti-
tuto solicite la intervención del personal de la
Guardia Nacional, los respondientes se deberán
apegar a los principios básicos sobre el empleo de la
fuerza y de armas de fuego por los funcionarios en-
cargados de hacer cumplir la ley.

Artículo 105. En los traslados de extranjeros presen-
tados o en proceso de retorno voluntario, el Instituto
podrá solicitar el apoyo de la Guardia Nacional de
conformidad con el artículo 96 de esta Ley y demás
disposiciones jurídicas aplicables. Por lo cual en todo
momento el personal de la Guardia Nacional res-
pondiente se deberá apegar a los principios básicos
sobre el empleo de la fuerza y de armas de fuego
por los funcionarios encargados de hacer cumplir
la ley.

Para explicar de manera detallada la iniciativa pro-
puesta a esta Soberanía, a continuación, expongo el si-
guiente cuadro comparativo:
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 México en la encrucijada: implicaciones internas e internacio-

nales de la migración. Centro de Estudios Internacionales Gilber-

to Bosques, Senado de la República. Recuperado de 

https://www.senado.gob.mx/BMO/index_htm_files/Mexico_en-

crucijada_distribucion.pdf Revisión hecha el 10 de enero de 2020.

2 Martínez, César. “Instituto Nacional de Migración: ‘aumenta 132

por ciento migración infantil’”. Recuperado de 

https://www.inm.gob.mx/gobmx/word/index.php/aumenta-132-

migracion-infantil/ Revisión hecha el 4 de diciembre de 2019.

3 Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Los desafíos de

la migración y los albergues como oasis. Encuesta Nacional de

Personas Migrantes en Tránsito por México. Recuperado de 

https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/Infor-

me-Especial-Desafios-migracion.pdf Revisión hecha el 20 de ene-

ro de 2020.

4 Comisión Nacional de los Derechos Humanos Comunicado de

prensa número DGC/481/2019. Recuperado de 

https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-

12/COM_481_2019.pdf Revisión hecha el 28 de enero de 2020.
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Ciudad de México, a 20 de febrero de 2020.

Diputado Raúl Gracia Guzmán (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 6O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CAR-
GO DE LA DIPUTADA MARÍA ALEMÁN MUÑOZ CASTILLO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

María Alemán Muñoz Castillo, diputada de la LXIV
Legislatura del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, en ejercicio
de la facultad conferida en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I,
77, 78 y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados somete a consideración del pleno
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo
6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos al tenor de la siguiente:

Gaceta Parlamentaria Jueves 20 de febrero de 2020102



Exposición de Motivos

1. La comunicación es esencial para el ser humano,
evolucionando a su ritmo, como un proceso natural y
social resultado de la vida comunitaria, que le exigía
sobrevivencia, adaptación, reproducción y un mayor
entendimiento de su entorno para satisfacer necesida-
des.

2. La evolución de la humanidad ha transitado por epi-
sodios luminosos, llenos de avances técnicos, científi-
cos y tecnológicos, el desarrollo de la cultura y las ar-
tes, así como la profundidad de su pensamiento; pero
también han existido épocas obscuras enmarcadas en
la dominación entre civilizaciones, grupos o estratos
de la sociedad, el imparable avance de la desigualdad
representada con la concentración de la riqueza y la
generalización de la pobreza en una escala global, el
deterioro ecológico, etc.

3. Todos estos episodios fueron enmarcados con la
evolución del lenguaje y de la comunicación, que in-
fluyeron sobre la organización social, económica, cul-
tural y hasta política dentro y fuera de las diferentes
sociedades.

4. Sin embargo, esta importancia fue entendida hasta
el relativamente reciente impulso de los llamados de-
rechos humanos, que permitieron percibir y cuestionar
inequidades en el desarrollo de la humanidad.

5. La iniciativa que hoy presentamos se centra preci-
samente en el reconocimiento del derecho humano a la
comunicación, no contemplado en el espectro norma-
tivo de muchas sociedades, incluyendo la mexicana. 

6. Se trata de que la regulación incluya por supuesto a
las personas que tienen condiciones diferentes a una
sociedad estandarizada, factor que ocasiona vulnerabi-
lidad y les limita el acceso a otros derechos, como la
alimentación, a la educación, a la movilidad y en ge-
neral, todos aquellos relacionados con el desarrollo y
la calidad de vida.

7. La iniciativa responde especialmente a la inquie-
tud y petición de grupos de personas sordomudas
que me han manifestado sus necesidades apremiantes
en diferentes materias, incluyendo la comunicación, que
ha sido erróneamente abordada las últimas décadas, res-
tringiendo con ello su adecuado desenvolvimiento.

8. Razón por la que, previo a analizar los mecanismos
o dispositivos a perfeccionar, estudiaremos cómo la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y los instrumentos normativos internacionales re-
gulan el derecho a la comunicación y el derecho de las
personas con discapacidad:

Constitución Política

Del derecho a la comunicación:

De los pueblos y comunidades indígenas. En el artí-
culo 2º prevé como una medida para abatir las caren-
cias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades
indígenas, “Extender la red de comunicaciones que
permita la integración de las comunidades, mediante la
construcción y ampliación de vías de comunicación y
telecomunicación. Establecer condiciones para que los
pueblos y las comunidades indígenas puedan adquirir,
operar y administrar medios de comunicación, en los
términos que las leyes de la materia determinen.”

De la manifestación de las ideas. El Artículo 6º insti-
tuye la libertad de expresión que “…no será objeto de
ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en
el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los
derechos de terceros, provoque algún delito, o pertur-
be el orden público”, también establece el derecho de
réplica. En su artículo 7º refiere “Es inviolable la li-
bertad de difundir opiniones, información e ideas, a
través de cualquier medio...”

Del derecho de acceso y difusión de la información.
También el Artículo 6º dice que “El derecho a la in-
formación será garantizado por el Estado”, que “Toda
persona tiene derecho al libre acceso a información
plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir
información e ideas de toda índole por cualquier me-
dio de expresión” además que “El Estado garantizará
el derecho de acceso a las tecnologías de la informa-
ción y comunicación, así como a los servicios de ra-
diodifusión y telecomunicaciones, incluido el de ban-
da ancha e internet.”

En el derecho a la educación. El artículo 3º establece
que el criterio que orientará a la educación se basará en
los resultados del progreso científico, luchará contra la
ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatis-
mos y los prejuicios y, además, entre otras, alentará el
fortalecimiento y difusión de nuestra cultura. 
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Señala que las universidades y las demás instituciones
de educación superior a las que la ley otorgue autono-
mía, tendrán la facultad y la responsabilidad de gober-
narse a sí mismas; realizarán sus fines de educar, in-
vestigar y difundir la cultura de acuerdo con los
principios de este artículo, respetando la libertad de
cátedra e investigación y de libre examen y discusión
de las ideas…

Crea la Comisión Nacional para la Mejora Continua
de la Educación, que tiene entre una de sus obligacio-
nes Generar y difundir información que contribuya a
la mejora continua del Sistema Educativo Nacional.

En el derecho a la cultura. Previsto en el Artículo
4º “Toda persona tiene derecho al acceso a la cultu-
ra y al disfrute de los bienes y servicios que presta el
Estado en la materia, así como el ejercicio de sus de-
rechos culturales. El Estado promoverá los medios
para la difusión y desarrollo de la cultura, atendien-
do a la diversidad cultural en todas sus manifesta-
ciones y expresiones con pleno respeto a la libertad
creativa. La ley establecerá los mecanismos para el
acceso y participación a cualquier manifestación
cultural.”

De los sistemas y medios de comunicación. Encon-
tramos en el CPEUM una regulación amplia en
materia de radiodifusión y telecomunicaciones en
los artículos 6, 27 y 28 entre otros, siendo compe-
tente para su regulación el Congreso de acuerdo
con su artículo 73, fracción XVII, que dice “Para
dictar leyes sobre vías generales de comunicación,
tecnologías de la información y la comunicación, ra-
diodifusión, telecomunicaciones, incluida la banda an-
cha e Internet, postas y correos…”

De los derechos de toda persona imputada. En el
Artículo 20 indica “Queda prohibida y será sanciona-
da por la ley penal, toda incomunicación, intimidación
o tortura.”

De los derechos políticos. El artículo 41 señala que
“Los partidos políticos nacionales tendrán derecho al
uso de manera permanente de los medios de comuni-
cación social.”, como entes públicos que tienen como
unos de sus objetivos, la promoción de personas en ca-
lidad de candidatos para puestos de representación po-
pular.

De la comunicación de los entes públicos. En el artí-
culo 134 se establece regula la propaganda guberna-
mental, que deberá tener carácter institucional y fines
informativos, educativos o de orientación social.

De los derechos de las personas con discapacidad.

De la igualdad. El artículo 1º instituye la igualdad y
la protección de los derechos humanos, las obligacio-
nes del Estado para garantizarlos, así como las sancio-
nes en caso de la violación de estos:

• Todas las personas gozarán de los derechos huma-
nos reconocidos en esta Constitución y en los trata-
dos internacionales de los que el Estado Mexicano
sea parte…

• Todas las autoridades, en el ámbito de sus compe-
tencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de con-
formidad con los principios de universalidad, inter-
dependencia, indivisibilidad y progresividad. 

• El Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y
reparar las violaciones a los derechos humanos, en
los términos que establezca la ley.

Prohíbe la discriminación:  Queda prohibida toda
discriminación motivada por origen étnico o nacional,
el género, la edad, las discapacidades, la condición so-
cial, las condiciones de salud, la religión, las opinio-
nes, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y
libertades de las personas.

De la educación. El criterio orientador de la educa-
ción referido en el Artículo 3º dice que “Será inclusi-
vo, al tomar en cuenta las diversas capacidades, cir-
cunstancias y necesidades de los educandos. Con base
en el principio de accesibilidad se realizarán ajustes
razonables y se implementarán medidas específicas
con el objetivo de eliminar las barreras para el apren-
dizaje y la participación;”

Del resto de derechos. La Constitución no contempla
específicamente una regulación específica para las
personas con discapacidad, respecto de cada derecho,
pero no las excluye de estos, como veremos a conti-
nuación a maneja de ejemplo:
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Artículo 4º

– Toda persona tiene derecho a decidir de manera
libre, responsable e informada sobre el número y el
espaciamiento de sus hijos.

– Toda persona tiene derecho a la alimentación nu-
tritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garanti-
zará.

– Toda persona tiene derecho a la protección de la
salud. 

– Toda persona tiene derecho a un medio ambiente
sano para su desarrollo y bienestar. 

– Toda persona tiene derecho al acceso, disposición
y saneamiento de agua para consumo personal y do-
méstico en forma suficiente, salubre, aceptable y
asequible. 

– Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda
digna y decorosa. 

– Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser
registrado de manera inmediata a su nacimiento. 

– Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfac-
ción de sus necesidades de alimentación, salud,
educación y sano esparcimiento para su desarrollo
integral. 

– Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura
y al disfrute de los bienes y servicios que presta el
Estado en la materia, así como el ejercicio de sus
derechos culturales. 

– Toda persona tiene derecho a la cultura física y a
la práctica

Artículo 123.

– Toda persona tiene derecho al trabajo digno y so-
cialmente útil… 

9 Podemos concluir que la Constitución protege el
“derecho a la comunicación” distinguiéndolo por sus
elementos, de los cuales no se realizará mayor mani-
festación que la referencia a los comúnmente acepta-
dos, en el siguiente esquema:

10- Es decir, a manera de ejemplo, la Constitución re-
gula el derecho del “emisor” de manifestarse libre-
mente o el del gobierno de difundir información de
carácter institucional y fines informativos, educativos
o de orientación social; el derecho del “receptor”, que
puede ser la misma persona, de tener el derecho de
acceso a la información. En este intercambio de
“mensajes” se utiliza el “código” es decir, el lenguaje
oral o escrito en español, teniendo como “canal” el ai-
re o el papel, según el caso, lo que puede variar con el
uso de dispositivos, sistemas o instrumentos de las
tecnologías de la información, de las cuales la pro-
pia Constitución General reconoce el derecho de
acceso a éstas.

11. La Constitución también reconoce la importancia
de la comunicación (manifestación de las ideas-difu-
sión) para tener acceso a otros derechos como la edu-
cación [(emisor) enseñanza-aprendizaje (receptor) y
viceversa], la cultura, la participación política o ciuda-
dana, el desarrollo de los pueblos indígenas y el acce-
so a la justicia. 

12. Y es en este momento en el que nos preguntamos
por qué si nuestra Carta Magna establece el “derecho
a la comunicación” (en el contexto descrito líneas arri-
ba), cómo es que existe en nuestro país rezago para al-
gunos sectores de la población: las personas indígenas
y las personas con discapacidad, principalmente los
ciegos, los sordos o los sordomudos; las personas anal-
fabetas, o las personas indígenas, o las que se encuen-
tran cumpliendo una pena de prisión por encontrarse
“incomunicados” por desconocimiento del idioma es-
pañol o el de las autoridades, su idioma o dialecto, si-
tuaciones relativamente fácil de identificar por las ca-
racterísticas físicas de las personas.  
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Sin embargo. existen barreras en la comunicación me-
nos perceptibles, pero igual de importantes atender y
sólo por mencionar una en la educación existe rezago
en el aprendizaje de las niñas y los niños que requie-
ren de una atención especial, no en los elementos
“emisor, receptor, código y “canal” sino en el “mensa-
je” que debe ser adaptado a su capacidad de aprendi-
zaje y atender al “contexto” de la comunicación. Grá-
ficamente lo veríamos así: 

13. Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad.

Derecho a la comunicación. En su artículo 2 esta-
blece las definiciones y precisamente destaca la im-
portancia de la comunicación y el lenguaje.

Artículo 2

Definiciones

La “comunicación” incluirá los lenguajes, la vi-
sualización de textos, el Braille, la comunicación
táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia
de fácil acceso, así como el lenguaje escrito, los sis-
temas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de
voz digitalizada y otros modos, medios y formatos
aumentativos o alternativos de comunicación, in-
cluida la tecnología de la información y las comu-
nicaciones de fácil acceso; 

Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral
como la lengua de señas y otras formas de comuni-
cación no verbal; Por “discriminación por motivos
de discapacidad” se entenderá cualquier distinción,
exclusión o restricción por motivos de discapacidad
que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o
dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio,

en igualdad de condiciones, de todos los derechos
humanos y libertades fundamentales en los ámbitos
político, económico, social, cultural, civil o de otro
tipo. Incluye todas las formas de discriminación,
entre ellas, la denegación de ajustes razonables;

Por “discriminación por motivos de discapaci-
dad” se entenderá cualquier distinción, exclusión o
restricción por motivos de discapacidad que tenga
el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin
efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igual-
dad de condiciones, de todos los derechos humanos
y libertades fundamentales en los ámbitos político,
económico, social, cultural, civil o de otro tipo. In-
cluye todas las formas de discriminación, entre
ellas, la denegación de ajustes razonables; 

Por “ajustes razonables” se entenderán las modifi-
caciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que
no impongan una carga desproporcionada o indebi-
da, cuando se requieran en un caso particular, para
garantizar a las personas con discapacidad el goce o
ejercicio, en igualdad de condiciones con las de-
más, de todos los derechos humanos y libertades
fundamentales; 

Por “diseño universal” se entenderá el diseño de
productos, entornos, programas y servicios que
puedan utilizar todas las personas, en la mayor me-
dida posible, sin necesidad de adaptación ni diseño
especializado. El “diseño universal” no excluirá las
ayudas técnicas para grupos particulares de perso-
nas con discapacidad, cuando se necesiten.

De los derechos de las personas con discapaci-
dad. La Convención protege el derecho a la
igualdad al señalar que “Los Estados Partes reco-
nocen que todas las personas son iguales ante la ley
y en virtud de ella y que tienen derecho a igual pro-
tección legal y a beneficiarse de la ley en igual me-
dida sin discriminación alguna.” Se destacan a
continuación los derechos relacionados con la co-
municación:

Obligaciones generales. 

– Adoptar todas las medidas legislativas, admi-
nistrativas y de otra índole que sean pertinentes pa-
ra hacer efectivos los derechos reconocidos en la
presente Convención; 
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– Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los
programas, la protección y promoción de los dere-
chos humanos de las personas con discapacidad; 

– Emprender o promover la investigación y el
desarrollo de bienes, servicios, equipo e instala-
ciones de diseño universal, en materia de comuni-
cación, lenguaje, ajustes razonables y diseño uni-
versal (Artículo 2);

– Emprender o promover la investigación y el des-
arrollo, y promover la disponibilidad y el uso de
nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de
la información y las comunicaciones, ayudas para
la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de
apoyo adecuadas para las personas con discapaci-
dad, dando prioridad a las de precio asequible; 

– Promover la formación de los profesionales y el
personal que trabajan con personas con discapaci-
dad respecto de los derechos reconocidos en la pre-
sente Convención, a fin de prestar mejor la asisten-
cia y los servicios garantizados por esos derechos. 

Libertad de expresión de las niñas y los niños.
Los Estados Partes garantizarán que los niños y las
niñas con discapacidad tengan derecho a expresar
su opinión libremente sobre todas las cuestiones
que les afecten…

Accesibilidad.

– Los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes
para asegurar el acceso de las personas con disca-
pacidad, en igualdad de condiciones con las demás,
al entorno físico, el transporte, la información y las
comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecno-
logías de la información y las comunicaciones, y a
otros servicios e instalaciones abiertos al público o
de uso público, tanto en zonas urbanas como rura-
les. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso,
se aplicarán, entre otras cosas, a: a) Los edificios,
las vías públicas, el transporte y otras instalaciones
exteriores e interiores como escuelas, viviendas,
instalaciones médicas y lugares de trabajo; b) Los
servicios de información, comunicaciones y de
otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de
emergencia.

– Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas
al público de señalización en Braille y en forma-
tos de fácil lectura y comprensión.

– Ofrecer formas de asistencia humana o animal e
intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpre-
tes profesionales de la lengua de señas, para faci-
litar el acceso a edificios y otras instalaciones abier-
tas al público.

– Promover otras formas adecuadas de asistencia y
apoyo a las personas con discapacidad para asegu-
rar su acceso a la información.

– Promover el acceso de las personas con discapa-
cidad a los nuevos sistemas y tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones, incluida Internet.

– Promover el diseño, el desarrollo, la produc-
ción y la distribución de sistemas y tecnologías de
la información y las comunicaciones accesibles en
una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y
tecnologías sean accesibles al menor costo.

– Participación en la vida política y pública. Los
derechos a votar y ser votando y facilitando de me-
dios tecnológicos para que puede ejercer funciones
públicas.

– Participación en la vida cultural, las activida-
des recreativas, el esparcimiento y el deporte.

– Los Estados Partes reconocen el derecho de las
personas con discapacidad a participar, en igualdad
de condiciones con las demás, en la vida cultural y
adoptarán todas las medidas pertinentes para asegu-
rar que las personas con discapacidad: a) Tengan
acceso a material cultural en formatos accesibles; b)
Tengan acceso a programas de televisión, películas,
teatro y otras actividades culturales en formatos ac-
cesibles;

– Las personas con discapacidad tendrán derecho,
en igualdad de condiciones con las demás, al reco-
nocimiento y el apoyo de su identidad cultural y lin-
güística específica, incluidas la lengua de señas y la
cultura de los sordos.

– Los Estados Partes reconocen que todas las per-
sonas son iguales ante la ley y en virtud de ella y
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que tienen derecho a igual protección legal y a be-
neficiarse de la ley en igual medida sin discrimina-
ción alguna.

14. Como se puede analizar la Convención si prevé
con claridad el derecho de las personas con disca-
pacidad a estar comunicadas y los derechos que re-
quieren de medidas en donde interviene la comuni-
cación para hacerlos efectivos. 

En el diagrama previamente mostrado lo veríamos así: 

15. Lo anterior nos lleva a la reflexión de que la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos re-
gula el derecho a la comunicación en los siguientes
sentidos: la manifestación de las ideas, el acceso a la
información, el acceso a las tecnologías de la informa-
ción y como un instrumento de acceso a otros dere-
chos como la difusión en los ámbitos de la educación
y la cultura; en el que puede emitirse o recibirse un
mensaje sin la necesidad o la obligación de que exista
una interrelación directa y/ o continua entre emisor y
receptor.

16. Sin embargo, deja una laguna en cuanto al derecho
a la comunicación cuando el emisor (gobernado) re-
quiere de interacción y entendimiento del mensaje con
el receptor (gobierno-servidor público) para poder ac-
ceder a un servicio o la atención de una necesidad, en
el que pudiera haber una delgada línea con el derecho
de petición, que pudiera permitir al ciudadano otra he-
rramienta de solución, pero a la que no tendrían acceso
todas las personas por sus condiciones de discapacidad. 

17. Entonces recobra importancia la comunicación
cuando se trata de una persona con discapacidad, en el
que la exclusión y discriminación pueden generar una
mala o muy mala calidad de vida, o cuando se trata de
la solicitud de servicios que pudieran comprometer su
salud o su vida.

18. Como lo señala Cees J. Hamelink (1994), los de-
rechos humanos proveen un marco universal de es-
tándares para la integridad y la dignidad de todos los
seres humanos. Este marco está basado en los princi-
pios de libertad, igualdad, equidad, solidaridad, in-
violabilidad, inclusión, diversidad, participación y
comunicación. En este tenor, el Informe MacBride
(1980) expresa que el derecho a comunicar es un pre-
rrequisito para la realización de otros derechos hu-
manos. En particular, debemos reconocer la relación
que existe entre el derecho a comunicar y aquellos
que garantizan la participación pública. Así, el dere-
cho a comunicar va de la mano de la libertad de ex-
presión, del derecho a la información y del acceso
universal a las nuevas tecnologías y al conocimiento,
pero, también, de la participación de los ciudadanos
en los procesos de toma de decisión relacionados con
las políticas de comunicación e información, de la
promoción de la diversidad cultural por parte de los
medios y las nuevas tecnologías, del acceso de los
grupos sociales que históricamente han sido exclui-
dos de la esfera pública a las herramientas de la co-
municación, así como de la protección y confidencia-
lidad de la comunicación. 

19. Con fundamento en el Artículo 1º de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, que
reconoce la Convención Sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad el Estado mexicano debe
realizar medidas legislativas y administrativas para
cumplir con la misma, sin embargo, es prudente reco-
nocer que entender la aplicación de estas normas in-
ternacionales, sin tener un marco jurídico nacional o
local, es una situación que permea poco a poco en las
institución públicas y que se requiere muchas veces
que la propia Constitución contenga expresamente dis-
posiciones que obliguen a regularlo en la ley secunda-
ria para que sean efectivamente aplicadas.

20. Reconociendo la importancia de la comunicación
y como medida afirmativa, especialmente la de las
personas con discapacidad, y atendiendo la demanda
de las personas sordomudas, que reitero me han pre-
sentado sus necesidades, es que se propone la presen-
te reforma constitucional para adicionar el derecho a la
comunicación.

Por lo anteriormente expuesto, es que presentamos la
siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se adiciona el artículo 6o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo Único. Se adiciona un tercer párrafo al artí-
culo 6º de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 6o. (…)

(…)

Toda persona tiene derecho a la comunicación efecti-
va con el Estado. Tratándose de personas con disca-
pacidad el Estado deberá contar con traductores o
intérpretes, realizar ajustes razonables y diseño uni-
versal en los edificios públicos, sistemas y medios de
comunicación que garanticen la manifestación de sus
ideas, el acceso a la información y la comunicación
directa y/o con intercambio continuo de mensajes
que le permitan el acceso a los derechos que esta
Constitución dispone para todas las personas, en los
términos de la Ley en la materia. Además, el Estado
garantizará el derecho a la comunicación mediante el
fomento, investigación, diseño o incentivo a las per-
sonas físicas o morales para la producción y venta a
costos accesibles de equipo, dispositivos, sistemas,
tecnologías de la información u otros que apoyen en
la comunicación de las personas con discapacidad.

(…)

(…)

A. - B. (…)

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto se publicará en el Diario
Oficial de la Federación y entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación.

Nota

1 https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lá-
zaro, Ciudad de México, a 20 de febrero de 2020.

Diputada María Alemán Muñoz Castillo (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY GENERAL DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, A

CARGO DE LA DIPUTADA NAYELI SALVATORI BOJALIL,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES

La que suscribe, Nayeli Salvatori Bojalil, diputada
federal integrante del Grupo Parlamentario de En-
cuentro Social de la Cámara de Diputados de la LXIV
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de nuestra Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, 6, párrafo 1, fracción I, y 77 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración del pleno de esta honorable asamblea, la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 47, adicionando la frac-
ción VIII, de Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, al tenor de la siguiente; 

Exposición de Motivos

La OMS1 define la adolescencia como el periodo de
crecimiento y desarrollo humano que se produce des-
pués de la niñez y antes de la edad adulta, entre los 10
y los 19 años. Se trata de una de las etapas de transi-
ción más importantes en la vida del ser humano, que
se caracteriza por un ritmo acelerado de crecimiento y
de cambios, superado únicamente por el que experi-
mentan los lactantes. Esta fase de crecimiento y des-
arrollo viene condicionada por diversos procesos bio-
lógicos. El comienzo de la pubertad marca el pasaje de
la niñez a la adolescencia.

Los niños, niñas y adolescentes de México son pieza
clave para el futuro de nuestro país, es por ello la im-
portancia de que tengan un sano desarrollo, un entor-
no de paz y armonía, ya que en estas fases de creci-
miento, en donde acontece el proceso y cambios para
su buen crecimiento más significativo y en el que el
ser humano consigue las habilidades mínimas necesa-
rias para vivir e insertarse y adaptarse en la sociedad,
con ello le dará le dará esa personalidad en el trans-
curso de su adolescencia y vida adulta. 

Es por ello que este nuevo gobierno federal estamos
trabajando y haciendo cambios para mejorar y garan-
tizar un mejor entorno social a nuestros niños, niñas y
adolescente. Asimismo, a nivel internacional la Con-
vención sobre los Derechos del Niño, es el instrumen-
to principal que obliga a los Estados Parte a proteger
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los derechos de niñas, niños y adolescentes ante las
distintas problemáticas a las que se enfrentan en los
ámbitos de su vida; los reconoce como sujetos plenos
de derechos y establece la obligación de todas las ins-
tituciones públicas y privadas de implementar las me-
didas necesarias que garanticen su protección contra
toda forma de discriminación y siempre en beneficio
de su interés superior.2

Con lo antes señalado cabe precisar en estas líneas y
no dejar pasar por alto lo relacionado a la estabilidad
emocional y sobretodo mental de los niños, niñas y
adolescentes que la sociedad adulta provoca con cier-
tas acciones de violencia, así mismo la que se ocasio-
na dentro y fuera de las aulas, con ella el Unicef Mé-
xico3 ha desarrollado proyectos y apoyamos políticas
públicas para proteger a este sector de la población y
prevenir que sean víctimas de la violencia en cual-
quiera de sus formas:

Trabajamos para que se implemente la Ley General de
los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes
(Lgdnna) al acompañar y brindar asesoría técnica a los
Sistemas de Protección Integral de Niños, Niñas y
Adolescentes (Sipinna).

Desarrollamos un estudio sobre los costos que implica
el funcionamiento de las Procuradurías de Protección
de la Niñez en cada estado de la República Mexicana
para conocer las necesidades de financiamiento en ma-
teria de recursos humanos y técnicos, así como estimar
el presupuesto apropiado para garantizar su operación.

Impulsamos modelos de cuidados alternativos para ni-
ñas, niños y adolescentes que han sido víctimas de vio-
lencia y que han sido separados de sus familias. Los
cuidados alternativos, como la acogida familiar, son
programas en la que familias reciben a estos niños en
sus hogares, les dan protección y mayores oportunida-
des de alcanzar un desarrollo óptimo.

Asimismo, tenemos que tomar acciones para sancio-
nar y castigar a los que dañen el entorno de nuestras
niñas, niños y adolescentes, aquellas personas que fa-
cilitan el acceso y el uso de las armas de fuego, dado
que en la actualidad nos estamos encontrando con es-
ta problemática donde los Estados tienen el deber de
combatir aquellas amenazas reales o predecibles para
la vida de las niñas, niños y adolescentes y por tanto
tomar la responsabilidad de actuar con medidas para

su protección a la violencia ocasionada por las armas
de fuego.

Siendo así el caso de dos hechos que han conmocio-
nado a la sociedad mexicana donde menores se ven in-
volucrados en homicidios por portación de armas de
fuego, el primero de ellos ocurrido en el 2017 donde
un adolecente de 15 años de edad abrió fuego contra
tres compañeros y una profesora en un colegio de
Monterrey, después de haber cometido dicho acto se
disparó a sí mismo y dejando dentro del colegio cinco
heridos. 

El segundo y reciente caso lamentable que sucedió en
un colegio en la ciudad de Torreón, en el estado de Co-
ahuila, el 11 de enero del presente año, donde un niño
de tan solo 11 años de edad el cual se encontraba cur-
sando sexto año de primaria, se presentó a clases, el
cual ingresó con dos armas de fuego, usando estas
mismas en los pasillos del colegio, disparó y mató a su
maestra y dejó seis heridos, cinco alumnos y un maes-
tro, después de haber cometido esta acción se quitó la
vida. Este hecho le dio vuelta y sacudió a la población
mexicana donde todos los periódicos hablaron al res-
pecto.

En México, con las reformas constitucionales a los ar-
tículos 4o. y 73 fracción XXIX-P en materia de dere-
chos humanos de niñez y adolescencia, publicadas en
octubre de 2011, se adicionó el principio del interés
superior de la niñez, se otorgó la facultad al Congreso
de la Unión para expedir leyes en materia de derechos
de niñas, niños y adolescentes y se impulsó la promul-
gación de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes (Lgdnna), publicada el 4 de di-
ciembre de 2014 en el Diario Oficial de la Federación.
La ley, reconoce a niñas, niños y adolescentes como ti-
tulares y sujetos plenos de derechos, de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad, en los términos esta-
blecidos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y
busca garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección
y promoción de sus derechos humanos, entre otros.4

La presente iniciativa tiene por objeto aplicar castigos
y sancionar a quienes faciliten el uso y acceso a las ar-
mas de fuego, para los niños, niñas y adolescentes, en
el respectivo ordenamiento penal, evitar tragedias co-
mo las que han ocurrido en nuestro país y así mismo
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los gobiernos deben mejorar los marcos jurídicos y
normativos, tomar acciones para proteger a los niños,
niñas y adolescentes de las diferentes formas de vio-
lencia, cuidar el entorno de ellos y cambiar el daño que
la sociedad ha venido ocasionando en su desarrollo.

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispues-
to por los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a consideración del pleno de es-
ta asamblea, la presente iniciativa con proyecto de re-
forma el artículo 47 adicionando la fracción VIII, de
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, para quedar como sigue:

Es importante manifestar que la reforma propuesta en
esta iniciativa no genera impacto económico en el pre-
supuesto de la nación, ya que no necesita recursos pa-
ra su aprobación, publicación y ejecución.

Fundamento Legal

Siendo así por lo anteriormente motivado y fundado; y
con fundamento en lo establecido en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como en los artículos 6, nume-
ral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, quien suscribe somete a la consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma la fracción VII del artículo 47 de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, para quedar de la siguiente manera;

Texto Normativo Propuesto

Artículo 47. Las autoridades federales, de las entida-
des federativas, municipales y de las demarcaciones
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de
sus respectivas competencias, están obligadas a tomar
las medidas necesarias para prevenir, atender y san-
cionar los casos en que niñas, niños o adolescentes se
vean afectados por:

I… VI

VII. La incitación o coacción para que participen en
la comisión de delitos o en asociaciones delictuo-
sas, en conflictos armados o en cualquier otra acti-
vidad que impida su desarrollo integral; por la fa-
cilitación de armas de fuego y adiestramiento
para su utilización que ponga en riesgo la inte-
gridad física de los menores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 https://www.who.int/maternal_child_adolescent/topics/adoles-

cence/dev/es/

2 http://informe.cndh.org.mx/menu.aspx?id=40071

3 https://www.unicef.org/mexico/protecci%C3%B3n-la-

ni%C3%B1ez-y-adolescencia

4 http://informe.cndh.org.mx/menu.aspx?id=40071

Dado en la Cámara de Diputados, 
20 de febrero del 2020. 

Diputada Nayeli Salvatori Bojalil (rúbrica)

Jueves 20 de febrero de 2020 Gaceta Parlamentaria111



Gaceta Parlamentaria Jueves 20 de febrero de 2020112

Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, LXIV Legislatura

Secretaría General

Secretaría de Servicios Parlamentarios

Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados
Director: Juan Luis Concheiro Bórquez, Edición: Casimiro Femat Saldívar, Ricardo Águila Sánchez, Antonio Mariscal Pioquinto.

Apoyo Documental: Dirección General de Proceso Legislativo. Domicilio: Avenida Congreso de la Unión, número 66, edificio E, cuarto nivel, Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, colonia El Parque, CP 15969. Teléfono: 5036 0000, extensión 54046. Dirección electrónica: http://gaceta.diputados.gob.mx/

Mesa Directiva
Diputados: Laura Angélica Rojas Hernández, presidenta; vicepresidentes, María
de los Dolores Padierna Luna, MORENA; Marco Antonio Adame Castillo, PAN;
Dulce María Sauri Riancho, PRI; secretarios, Karla Yuritzi Almazán Burgos, MO-
RENA; Lizbeth Mata Lozano, PAN; Sara Rocha Medina, PRI; Héctor René Cruz
Aparicio, PES; Maribel Martínez Ruiz, PT; Carmen Julieta Macías Rábago, MO-
VIMIENTO CIUDADANO; Mónica Bautista Rodríguez, PRD; Jesús Carlos Vidal Peni-
che, PVEM.

Junta de Coordinación Política
Diputados: Mario Delgado Carrillo, presidente, MO-
RENA; Juan Carlos Romero Hicks, PAN; René Juárez
Cisneros, PRI; Reginaldo Sandoval Flores, PT; Izcóatl
Tonatiuh Bravo Padilla, MOVIMIENTO CIUDADANO;
Jorge Arturo Argüelles Victorero, PES;  Arturo Esco-
bar y Vega, PVEM; Verónica Beatriz Juárez Piña,
PRD.


